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			PRÓLOGO

			El presente Código Aduanero Comentado es una labor que ha sido desarrollada con el propósito de llegar a las nuevas generaciones, inspirada y dedicada a quienes en forma desinteresada han aportado el tiempo, capacidad y riqueza intelectual para lograr un compendio de las normas aduaneras en un libro que hoy reconocemos a más de cuarenta años de vigencia como aún moderno y actual. En este sentido, homenajeamos con el presente trabajo a Ricardo Xavier Basaldúa; Enrique Barreira, Héctor Vidal Albarracín, Laureano Fernández, Francisco García, Marío Alsina, Rodolfo Cambra y Juan Patricio Cotter Moine,  agradeciendo de esta forma su indiscutible y valorable  aporte al sistema jurídico de la República Argentina.

			Finalizando con la palabras del Dr. Ricardo Xavier Basaldúa: “Es un Código que tiene cuarenta años de vigencia. ¿Qué quiere decir eso? Quiere decir que ha logrado un milagro en Argentina, que es la estabilidad, la seguridad jurídica. Todos los comerciantes del mundo quieren reglas claras para comerciar, saber a qué atenerse. En consecuencia, la seguridad jurídica es esencial  para que tenga lugar el comercio internacional. El comercio aporta paz porque vincula a los países, termina con los piratas y los saqueos. Cuando los pueblos comercian hay relaciones pacíficas. Resumiendo, el Código Aduanero, a nivel de normativa de jerarquía legal,  ha aportado seguridad jurídica a la Argentina”  (1) 

			Los autores

			
			
				
					1. Aduana News – Entrevista al Dr. Ricardo Xavier Basaldúa – 9.11. 2021 - 
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			TOMO IV

			TRIBUTOS Y ESTÍMULOS

			(Art. 635 a 859)

		


		
			SECCIÓN IX

			TRIBUTOS REGIDOS POR LA LEGISLACIÓN ADUANERA 

			TÍTULO I 

			ESPECIES DE TRIBUTOS

			CAPÍTULO PRIMERO 

			DERECHO DE IMPORTACIÓN 

			-Arts. 635 a 672-

			El artículo 4 de la Constitución Nacional  (2) dispone que, el Gobierno Federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro Nacional, el cual estará formado por diferentes recursos, mencionando en primer lugar el derecho de importación. De esta forma, el derecho de importación resulta ser uno de los medios que tiene el Estado Nacional para generar ingresos a favor del Tesoro. En tal sentido, la particularidad de este tributo es que posee fuente constitucional originaria, pues surge del mismo texto constitucional. 

			Aún cuando este tipo de recurso sea mencionado en forma particular en la Constitución Nacional y no general dentro de otras contribuciones que pueda fijar el Congreso de la Nación, pertenece al universo de los tributos y se lo reconoce como un impuesto en razón de sus caracteres propios de naturaleza jurídica en materia tributaria, siendo el Congreso de la Nación el único Poder del Estado facultado para legislar sobre las aduanas y establecer los derechos de importación, conforme artículo 75, inciso 1 de la Constitución Nacional (3). 

			Consecuentemente, puede observarse que el Poder Constituyente originario, al mencionar los diferentes recursos y hacer descansar en el Legislativo las facultades para establecerlos, ha utilizado la expresión derechos y contribuciones en carácter de sinónimos de tributos.

			Evidenciando que el derecho de importación es un tributo clasificado como un impuesto y es el Estado quien impone su obligación de pago a partir de una conducta expresa del sujeto pasivo. Para ello, la Ley establece lo que se conoce como “hecho imponible” y que viene a ser el hecho generador de la imposición.

			En cuanto a su finalidad, el derecho de importación se aplica ante el ingreso en forma definitiva al territorio aduanero, lo cual nos denota, partiendo de la definición de territorio aduanero, que servirá para regular las importaciones dentro de un ámbito en el que se aplica un mismo sistema de aranceles y prohibiciones de carácter económico. De esta forma, este tipo de tributo encuentra un sentido regulador del tráfico internacional de las mercancías, sin perjuicio de su, también, propósito recaudador. 

			Consideramos que su origen remonta a tiempos propios del inicio del comercio (4) y su objeto, en gran medida, era la recaudación. Es importante tener presente que los recursos tributarias son de vital importancia para la independencia de cualquier nación, el propio Juan Bautista Alberdi (5) advertía que sin recursos no existía gobierno. Hasta 1891 el Estado Nacional se solventaba con los recursos que adjudicaba el artículo 4 de nuestra Constitución Nacional (CN); es decir, con los derechos de importación y exportación, venta o locación de tierras de propiedad nacional, renta de correo, empréstito y operaciones de crédito y demás contribuciones. Sin embargo, más del 90% de los recursos tributarios se originaban en el comercio exterior, siendo el 80% derechos de importación. Lo que implica una vulnerabilidad al sistema fiscal, debido a las fluctuaciones que se producen, dificultando cualquier conducta anticíclica por la política económica. Esta limitación y dependencia que conllevan los derechos aduaneros fue la que provocó la crisis del presidente Avellaneda (6).

			El devenir de los tiempos y por sobre todo posteriormente a la crisis de 1930, ha llevado a la necesidad de abastecer de mayores recursos a los Estados, dando lugar a la aparición de diferentes tipos de tributos, que actualmente se encuentran presentes, como es el impuesto a la Renta o Ganancias, el Impuesto al Valor Agregado, entre otros. De esta manera, el derecho de importación comenzó a concebirse como un gravamen que posibilita regular la entrada de mercancías a un territorio, sirviendo de protección y hasta de restricción a las importaciones. Los Dres. Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vial Albarracín, Juan P. Cotter (h), Guillermo Vidal Albarracín (h), Dra. Ana L. Sumcheski, (7) señalan que, “además de la importancia como fuente de renta, los derechos de importación constituyen un eficaz instrumento de regulación de nuestro comercio exterior”. Ejemplificando, “cuando se quiere provocar una disminución de las importaciones de determinada mercadería –por ejemplo proteger la industria local- habitualmente se busca lograr ese resultado elevando los derechos de importación, con lo cual se encarecerá el producto importado que quedará en desventaja competitiva con el de fabricación nacional”.

			Situación limitada por los Acuerdos Internacionales, como así el compromiso que asumió Argentina como miembro de la Organización Mundial de Comercio (OMC) (8), aspectos que serán de mayor comentario al tratar los artículos 665 y 666 del Código Aduanero.   

			Por su parte, “el Glosario de la OMA define los derechos e impuestos a la importación (droit et taxes al´ Importation, import duties and taxes) como, los derechos de aduana y todos los otros impuestos, tasas o recargos diversos percibidos en la importación o con motivo de la importación de mercaderías, con excepción de las tasas y recargos cuyo monto se limita al costo aproximado de los servicios prestados” (9) y La Convención de Kyoto, en su anexo A.2 como, “los derechos de aduana y cualquiera otros derechos, impuestos y gravámenes o imposiciones diversas que se perciban en el momento de la importación o con motivo de la importación de mercancías, con excepción de los gravámenes e imposiciones cuyo importe se limite al coste aproximado de los servicios prestados” (10) 

			Rememórese que todo tributo debe concebirse desde el Congreso de la Nación, partiendo de una Ley, la cual deberá fijar el gravamen e identificar expresamente qué acción es la que impondrá el pago de tal contribución. De esta forma, se confirma que, sin la expresa determinación del hecho imponible no habrá tributo, tan igual como que, sin ley no hay impuesto. En orden a ello, la Ley debe contener todos los elementos necesarios para la imposición de un gravamen, fundado en el principio de legalidad o reserva de la ley en materia tributaria. La Corte Suprema de Justicia de la Nación “tiene dicho que, conforme surge del artículo 19 de la Constitución Nacional, toda nuestra organización política y civil reposa en la ley; los derechos y obligaciones de los habitantes así como las penas de cualquier clase que sean, sólo existen en virtud de sanciones legislativas y el Poder Ejecutivo no puede crearlas ni el Poder Judicial aplicarlas si falta la ley que las establezca. (Fallos: 178:355; 191:245; 229:368; 311:2553; 327:388; 330:3801). Especificando a materia tributaria, cabe mencionar que, atendiendo a la naturaleza de las obligaciones fiscales, rige este principio de reserva o legalidad (Fallos: 312:912), ámbito en el cual la Ley Fundamental impone su aplicación en los arts. 4, 17 y 75. (Fallos: 321:1888). En efecto, la Corte ha dicho que éste resulta ser el primer principio fundamental del Derecho Tributario Constitucional. (Fallos: 323:3770).Esto implica que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, o sea válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones. (Fallos: 316:2329; 318:1154; 319:3400; 321:366 y 2683; 323:240). Ello toda vez que los principios y preceptos constitucionales son categóricos en cuanto prohíben a otro poder que el legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas. (Fallos: 155:290; 248:482; 303:245; 312:912; 319:3400, 322:1926)” (11). 

			En definitiva, todo tributo debe nacer bajo los rectores principios constitucionales, los cuales deberán ser admitidos y respetados por cada uno de los poderes del Estado, tanto por quien detenta la facultad de crear el tributo -Congreso de la Nación-, como por aquel que debe fiscalizar, liquidar y percibir -P.E.N-.

			Asimismo, en su imposición y exigencia siempre debe actuar el Estado respetando los límites constitucionales, garantía de los ciudadanos en materia tributaria, entre éstos, la propiedad y la igualdad. La Corte Suprema de Justicia de la Nación (12), en relación a la garantía de propiedad, ha indicado: “Que desde antiguo este Tribunal ha reconocido que la “propiedad” a la cual refieren los arts. 14 y 17 de la Constitución comprende todos los intereses apreciables que un hombre puede poseer fuera de sí mismo, fuera de su vida y de su libertad (Fallos: 145:307). Específicamente, el art. 17 de la Constitución Nacional establece la garantía de la inviolabilidad de la propiedad y prohíbe la confiscación y ese es el marco jurídico que no puede ser alterado por normas o prácticas infraconstitucionales cualesquiera sean estas (Fallos: 343:1146, 1894; 344:2991, votos del juez Rosatti)”, y en cuanto a la igualdad que, “el principio de igualdad ante el impuesto y las cargas públicas consagrado en el art. 16 de la Constitución, en su genuino alcance constitucional no implica “igualitarismo”, sino “equivalencia” de trato, lo que permite al legislador contemplar de manera distinta situaciones que considere diferentes en la medida en que dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o clase, ni importen ilegítima persecución de personas o grupos de ellas”.

			La Dra. Catalina García Vizcaíno (13) ha señalado que, “el poder de imperio del Estado que deriva de la Constitución (escrito o no escrita), por el cual puede obligar coactivamente a los sujetos a él, debe ser un poder normado dentro de los límites constitucionales, destacando que, ha dicho la Corte Sup. En 1887: “El palladium de la libertad no es una ley suspendible en sus efectos, revocable según las conveniencias públicas del momento, el palladium de la libertad es la Constitución, esa es el arca sagrada de todas las libertades, de todas las garantías individuales cuya conservación inviolable, cuya guarda severamente escrupulosa debe ser el objeto primordial de las leyes, la condición esencial de los fallos de la justicia federal (Fallos 32:120)”.   

			El Dr. Miguel Nathan Licht (14) supo señalar que, “esa potestad tributaria, al derivar del poder de imperio, es ejercida entonces por el Estado soberano en tanto representante de la voluntad del “pueblo”, dueño originario del poder. Así, Jean-Jacques Rousseau (1712-1778) en su libro “Del contrato social” expresa, respecto de la soberanía, sociedad política y fundamentación del poder: “Cada uno de nosotros pone en común su persona y todo su poder bajo la suprema dirección de la voluntad general, y recibimos en cuerpo a cada miembro como parte indivisible del todo”. Y entiende que cada miembro del cuerpo político es vasallo –en tanto sumiso al Estado, por cuanto obedece las leyes votadas por él– y ciudadano –porque participa de la autoridad soberana–, y designa como “pueblo”, al conjunto de miembros asociados. Además, refiere a la autoridad como “soberano” en su calidad activa y como “Estado” cuando es pasiva. La soberanía es, para Rousseau, inalienable, infalible, indivisible y absoluta (cfr. García Vizcaíno, C., Derecho Tributario. Consideraciones Económicas y Jurídicas, Tomo I, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2014, pp.403-404)”.

			Profundizando en el concepto, el magistrado Dr. Miguel Nathan Licht (15), rescató que, “es posible concluir que en un Estado constitucional moderno, es soberana la Constitución “por ser suprema en su orden, habida cuenta de que en el orden divino la instancia suprema es Dios. Es soberana, además, por ser encarnación de la soberanía del pueblo, no pudiendo los gobernantes moverse fuera de la órbita que ella les traza. El pueblo tiene soberanía originaria, pero al darse una Constitución cambia de titular la soberanía, ya que plasma en ella toda su idiosincrasia, su conciencia, su sentir, su pensar, sus costumbres, su realidad social, la constitución real que le fue dada por Dios. Es por ello que la Constitución representa al pueblo mismo” (García Vizcaíno, C., Los tributos frente al federalismo. Puntos de partida y recomendaciones para la reforma constitucional, Depalma, Buenos Aires, 1975, p. 298). Entonces, el poder de imperio del Estado que deriva de la Constitución, y por el cual puede obligar coactivamente a los sujetos a él, debe ser un poder normado dentro de los límites constitucionales. Es decir, tal potestad no es omnímoda sino que se halla limitada por preceptos constitucionales, entre lo que podemos mencionar el principio de legalidad o reserva –la potestad tributaria debe ser íntegramente ejercida por medio de normas legales– como límite formal respecto al sistema de producción de esa norma, y el principio de capacidad contributiva como límite material en cuanto al contenido de la norma tributaria. Ambos principios constituyen el estatuto básico del contribuyente que la Constitución Nacional ampara (cfr. Villegas, Héctor B., Curso…, ob. cit., pp.187-188)”.

			En este sentido, para el alcance de cualquier tributo se deben observar, desde la Ley, cada uno de los elementos que constituyen la posibilidad cierta de obtener la debida determinación del quantum, y quien responde por él. Siendo importante reconocer, desde la propia lectura de la norma, que da nacimiento al tributo, tanto el aspecto material, como el subjetivo, temporal y especial. 

			Héctor Villegas (16), sostiene que los elementos básicos del tributo son: 1) La configuración del hecho imponible o presupuesto que hace nacer la obligación tributaria; 2) la atribución del crédito tributario a un sujeto activo determinado; 3) la determinación como sujeto pasivo de aquel a quien se le atribuye el acaecimiento del hecho imponible (contribuyente) o la responsabilidad por deuda ajena (responsable); 4) los elementos necesarios para la fijación del quantum, es decir, la base imponible y alícuotas; 5) las exenciones neutralizadoras de los efectos del hecho imponible. Por otra parte, Dino Jarach (17) mantiene una tesis amplia y menos restrictiva, considerando que el contenido mínimo que debe tener un tributo es el hecho imponible, los sujetos pasivos, la cantidad y objeto de la prestación. Agregando de todas formas que las exenciones deben ser dispuestas por ley .

			“Así, el derecho tributario material comprende el hecho imponible, las exenciones y los beneficios tributarios, la sujeción activa y pasiva de la obligación tributaria, los elementos cuantitativos para fijar la magnitud de la pretensión fiscal, los modos de extinción del vínculo jurídico que entraña la obligación tributaria, los privilegios y las garantías en materia tributaria, las obligaciones de pagar anticipos y otros ingresos a cuenta (retenciones, percepciones en la fuente), suplementos de impuestos, y accesorios (v.gr., intereses), y comprende también las normas que regulan la relación que es, en cierta medida, inversa de la relación jurídica tributaria, la repetición (cfr. García Vizcaíno, C., Derecho Tributario. Consideraciones Económicas y Jurídicas, Tomo I, Depalma, Buenos Aires, 1996, pp.301-302)” (18).

			En concordancia con ello, el “hecho imponible”, el “momento imponible”, la “base imponible”, resultan elementos fundamentales para la determinación del conjunto de los tributos aduaneros, a los que consideramos se debe adicionar los conceptos de “importación”,  “exportación”, “territorio aduanero” y “mercadería”, que servirán para llegar a la debida claridad de los presupuestos que posibilitan materializar los gravámenes que fija la legislación aduanera, sea en su especie de impuesto o tasa. 

			Así entonces, a continuación pasaremos al comentario de aquellos artículos que identifican estos conceptos, en cuanto al derecho de importación, como se hará, siguiendo el desarrollo del Código Aduanero, respecto a los demás impuestos y tasas que conforman el tratamiento en materia tributaria aduanera. 

			Hecho imponible

			ARTÍCULO 635 – El derecho de importación grava la importación para consumo. 

			El hecho imponible es un elemento importante en todo tributo, a partir del cual se da nacimiento a la obligación de su pago. En definitiva, el hecho imponible identifica la conducta que obliga al sujeto pasivo a ingresar una prestación determinada a favor del Estado. En este sentido, la imposición depende de la exteriorización de una acción que parte del ciudadano y que la norma puntualiza. Consideramos entonces que la Ley da nacimiento al tributo, pero es el contribuyente, a partir de su conducta, quien le da vida.

			 Este presupuesto fundamental debe ser precisado por la Ley. Consecuentemente, es obligación del Poder que origina el tributo, no tan solo crear la contribución, sino identificar el hecho imponible, precisando la conducta que da nacimiento a la obligación tributaria principal. Aún cuando puedan, eventualmente, coincidir diferentes tributos con un mismo hecho imponible, siempre la Ley debe referir a tal concepto en forma expresa para cada tipo de gravamen, se trate de un impuesto, tasa o contribución especial.  

			En materia tributaria aduanera se aplican los mismos preceptos. Es decir, la Ley debe dar a conocer el hecho imponible que dará nacimiento a la obligación del pago de un gravamen aduanero. Así entonces, aquí se observa que la norma cumple con tal cometido y precisa que se estará obligado a abonar el derecho de importación ante una importación para consumo. A pesar de ello, dicha referencia no parece resultar suficiente para llegar a identificar la conducta que da nacimiento a la obligación de pago de este tipo de tributo. 

			Si bien el presente artículo en su expresión señala al derecho de importación, el cual, como hemos retratado anteriormente, se clasifica dentro de los tributos como un impuesto y su naturaleza originaria deviene del propio poder constituyente a partir del artículo 4 de la Constitución Nacional, al referir al hecho gravado, solo se limita a mencionar a la importación para consumo, lo que implica la presencia de una acción concreta, la de importar y un fin resultante, que sea para consumo. Evidenciando no ser suficiente para distinguir correctamente el hecho imponible que impondrá el pago del derecho de importación. La Dra. Catalina García Vizcaíno (19) al identificar el aspecto material del hecho imponible, señal que, “el articulo 635 del Código Aduanero dispone que el derecho de importación, “grava la importación para consumo”, en tanto que el art. 9 define a la importación como “la introducción de cualquier mercadería a un territorio aduanero”. Adicionando que, “el hecho imponible esta constituido por dos elementos contenidos en su aspecto material, que son: 1) La importación de mercadería; 2) que esa importación sea para consumo”. Por su parte, el Dr. Miguel Nathan Licht (20) define el hecho imponible trayendo a alusión lo indicado por la Dra. Catalina García Vizcaíno (21), quien indica: “Constituye la hipótesis legal condicionante que al acaecer en la realidad genera la obligación tributaria, en la media en que no se hayan configurado hipótesis legales neutralizantes (exenciones y desgravaciones o beneficios tributarios)”.  

			En orden a ello, debemos considerar en primer lugar que, importar es una acción identificada por el artículo 9 del Código Aduanero, como el ingreso de una mercadería al territorio aduanero, sin delimitar si se trata de la entrada a un Territorio Aduanero General (TAG) o Territorio Aduanero Especial (TAE), con lo cual, importar es la acción de ingreso de una mercadería a cualquier territorio aduanero. Por otra parte, el fin para consumo, expone la necesidad de mayor precisión, debiendo para ello observarse a qué refiere la Ley para consumo. Consecuentemente, en procura de reconocer el hecho imponible a los efectos de la aplicación del derecho de importación, se debe conjugar el artículo aquí comentado (635), con el artículo 636 del Código Aduanero, para recién poder reconocer el hecho gravado que impondrá la exigencia del tributo -derecho de importación-.   

			ARTÍCULO 636 – La importación es para consumo cuando la mercadería se introduce al territorio aduanero por tiempo indeterminado. 

			Como hemos mencionado al tratar el artículo 635, la conducta que deberá realizar el sujeto pasivo para situarse en un estado de situación que se le imponga un derecho de importación, es la importación para consumo. Pero esta acción, si bien resulta concreta, la Ley debió efectuar su debida aclaración para evitar interpretaciones que puedan sustentar la aplicabilidad de un tributo en hechos que no resultan estar alcanzados por este impuesto. 

			Así el artículo 636 aquí objeto de tratamiento, recaba más en la determinación del hecho generador de la obligación del derecho de importación, señalando que, la importación para consumo refiere a la acción de introducir por tiempo indeterminado una mercadería al territorio aduanero. 

			De esta forma, puede concebirse que la Ley identifica como hecho imponible para imponer la obligación de pago del derecho de importación, a toda importación de carácter definitiva, desechando aquellas importaciones que puedan producirse en términos suspensivos. Con lo cual, las importaciones realizadas conforme a destinaciones de Tránsito (artículo 296), Temporaria (artículo 250), Depósito de Almacenamiento (artículo 285), a pesar de estarse frente a una importación, es decir una acción de ingreso de mercaderías al territorio aduanero, no reúnen el segundo presupuesto predeterminado por la Ley, es decir, que tal ingreso se produzca por tiempo indeterminado y no que la permanencia este ajustada a un plazo. El Dr. Marcelo Antonio Gottifredi (22), destaca que, “el hecho imponible es la importación para consumo, entendiendo por consumo la introducción de mercadería en el territorio aduanero por tiempo indeterminado, elemento importante para la definición del hecho imponible, toda vez que la obligación tributaria nace exclusivamente para una de las destinaciones contempladas por la ley 22.415 (destinación definitiva de importación para consumo)”.  

			El recaudo de ingresar mercancías por tiempo indeterminado, no debe ser interpretado como un condicionamiento que presuponga no poder ser extraída nunca más. La indeterminación del tiempo, como recaudo para la identificación del hecho imponible, no prefija ninguna restricción a los efectos de poder exportar esa mercadería en el futuro. Solo refiere que tal mercancía ingresa y obtiene la libre circulación dentro del territorio aduanero. 

			El significado de libre circulación de las mercaderías tiene su fuente en la propia Constitución Nacional en su artículo 10. “En el interior de la República es libre de derechos la circulación de los efectos de producción o fabricación nacional, así como la de los géneros y mercancías de todas clases, despachadas en las aduanas exteriores”. Puede entonces advertirse, que a los efectos de que una mercancía detente el carácter de libre circulación en el territorio nacional, deberá tratarse de mercancías de producción o fabricación nacional, en definitiva de origen nacional o despachadas por las aduanas, estas últimas en referencia a aquellas objeto de importación. Concepto constitucional que prevalece, pero con las particularidades actuales en cuanto a la distribución espacial aduanera vigentes en nuestros días y que ha servido para dividir al territorio nacional en base a un esquema de ámbitos aduaneros para un mejor ejercicio de control y aplicación de regímenes especiales. Así, se dio origen al territorio aduanero y a las áreas que no pertenecen a tal ámbito. De esta forma, la libre circulación de una mercadería se logrará al ingresar por tiempo indeterminado dentro de un ámbito aduanero reconocido por el Código Aduanero como territorio aduanero. Recordando, como ha sido tratado en el Tomo I, que el territorio aduanero es un ámbito en donde se aplica un mismo sistema de arancelario y de prohibiciones de carácter económico, que a su vez, conjugado con el artículo 9 del Código Aduanero, en cuanto éste refiere a que importación es la introducción de cualquier mercadería a un territorio aduanero, nos lleva a poder concluir que, a los fines de lograr la libre circulación de una mercadería, deberá ser de origen nacional o haber sido importada para consumo, ergo, ingresada al territorio aduanero por tiempo indeterminado, como aclara el artículo aquí comentado –artículo 636-.

			La Organización Mundial de Aduanas define la importación para el consumo en el anexo B, capítulo I, de la Convención de Kyoto, reconociendo como el “régimen aduanero por el cual las mercancías importadas pueden entrar en libre circulación dentro del territorio aduanero, previo pago de los derechos e impuestos a la importación exigibles y cumplimiento de todas las formalidades aduaneras necesarias”. Asimismo, la Convención de Kyoto refiere a la mercadería en libre circulación, destacando como “el poder disponer sin restricciones aduaneras, con el efecto de permanecer indefinidamente en el territorio aduanero”. Consecuentemente, si por circunstancias propias a la voluntad del propietario de la mercadería, se pretendiera extraer del territorio aduanero lo que ha sido importado para consumo con antelación, no habría impedimento para ello, salvo atenerse al régimen que imponga la exportación al momento de ser cumplimentada. 

			El hecho imponible para la aplicación del derecho de importación, puede ser regular o irregular. La normativa precisa esas dos posibilidades y las determina en forma concreta, definiendo cada uno de estos hechos particulares que impondrá la obligación tributaria.

			La diferenciación de cada uno de estos hechos consideramos que puede concebirse en la voluntad del sujeto pasivo. Así, mientras en el hecho imponible regular el sujeto pasivo pretende generar la acción de importar en forma definitiva, para lo cual actuará conforme manda la normativa alineándose a los preceptos y protocolos que se impongan a fin de lograr tal cometido, generando una destinación de importación para consumo, sea bajo el régimen general o por alguna de las formas que la Ley habilita mediante el uso de regímenes especiales, ej. Equipaje; Pacotilla, Correo, Courier, Envío postal, Franquicia diplomática, Fronterizo, etc.; en el hecho imponible irregular, no existiría una voluntad expresa de importar por tiempo indeterminado del sujeto, ni tampoco alineado al régimen general, ni regímenes especiales, solo se esta ante una conducta dolosa o negligente, dando lugar a un ilícito -delito o infracción- y tal hecho antijurídico determinará la presencia de un acto preciso, reconocido por la Ley como hecho irregular imponible, con su consecuencia inmediata de generar la obligación tributaria. Es decir, si bien su origen parte de una irregularidad, el hecho existió, por lo tanto acarrearía la obligación tributaria, a partir que la norma lo concibe como un hecho gravado.

			Si bien la Ley precisa, por un lado el hecho imponible regular mediante el artículo 635 del Código Aduanero, complementado con el artículo 636 y, separado, hace lo propio respecto al momento imponible regular (artículo 637); al referir el Código a los hechos imponibles irregulares, los identifica en conjunto con el momento imponible irregular en el artículo 638. De esta forma, el legislador ha hecho una descripción de aquellos hechos irregulares y que dan origen a una calificación de ilicitud, sea delito o infracción (23). Y tales hechos originan, al igual que las importaciones definitivas regulares, la obligación del pago del derecho de importación. 

			En virtud de ello, consideramos que la Ley al referirse al hecho imponible con su consecuente carácter de hecho gravado imponiendo el pago del derecho de importación, ha distinguido entre hecho regular y hecho irregular, mediante dos artículos concretos, en primer lugar el artículo 635 y en segundo, el artículo 638 del Código Aduanero, respectivamente. Así entonces, existen dos hechos gravados que imponen el pago del derecho de importación en forma separada. Por un lado la importación para consumo definida en el artículo 635 del Código Aduanero, con la necesaria complementación del artículo 636 del mismo plexo legal, en cuanto al presupuesto de que la mercadería ingrese por tiempo indeterminado al territorio aduanero y por otro, aquellos hechos producidos por una acción u omisión ilícita que refiere el artículo 638 del Código Aduanero. En donde, para tales casos, no advertimos necesaria la presencia del presupuesto de ingreso a plaza de las mercancías para estar alcanzados con la obligación del pago del tributo, bastando solo la existencia de alguno de los hechos reconocidos por la Ley como hecho imponible irregular. Aspectos que serán de mayor comentario al tratar el artículo 638 del Código Aduanero. 

			Por otro lado, si bien el hecho imponible es la conducta que la Ley identifica como la génesis de la obligación del sujeto pasivo a dar la prestación tributaria correspondiente, en materia aduanera la norma impone el ingreso de tal cuantía con antelación a tal hecho constitutivo de la obligación tributaria. Es decir, el pago del tributo debe concretarse con anterioridad al hecho gravado. Ello, conforme al artículo 789 del Código Aduanero (antes del libramiento de la mercadería) y artículo 91 bis (24) Decreto 1001/82 (B.O.27.05.1982), incorporado por Decreto 249/91 (B.O.08.02.1991). Tal procedimiento solo resulta parte de un esquema tributario aduanero a los fines de un mejor ejercicio de fiscalización. En consecuencia, si habiéndose oficializado el despacho de importación, el sujeto pasivo decidiera no seguir adelante con la importación definitiva y desiste de la operación con su consecuente anulación antes de ocurrir el libramiento a plaza, no existirá hecho imponible. Tal anulación se encuentra amparada por artículo 32 de la Resolución General AFIP 2090/06 (B.O.10.07.2006). Norma que por la Decisión 20 del Consejo del Mercado Común (CMC) del 6 de diciembre de 2002, hizo posible la incorporación al ordenamiento jurídico nacional de la Decisión nro. 50/04 (CMC), concerniente a Normas Relativa al Despacho Aduanero de Mercaderías. 

			Así entonces, consideramos que existen dos aspectos temporales, uno referido al estacional que exterioriza el hecho generador de la obligación tributaria, el cual se da en el hecho imponible regular al producirse el libramiento (25) a plaza, dando lugar al ingreso de la mercadería por tiempo indeterminado, y otro relacionado con aquel que establece el elemento cuantificante, identificado con el momento imponible. 

			Momento imponible

			ARTÍCULO 637 – 1. Es aplicable el derecho de importación establecido por la norma vigente en la fecha de:

				a) la entrada del medio transporte al territorio aduanero, cuando la solicitud de destinación de importación para consumo se hubiere registrado hasta con cinco días de anterioridad a dicha fecha y ello estuviere autorizado;

b) el registro de la correspondiente solicitud de destinación de importación para consumo; 

c) el registro de la declaración, cuando la misma, se efectuare luego de que la mercadería hubiera sido destinada de oficio en importación para consumo; 

d) la aprobación de la venta o, en caso de no hallare sujeta a aprobación, la del acto que la dispusiere, cuando se tratare de mercadería destinada de oficio en importación para consumo.

e) El vencimiento de las obligaciones de hacer efectivos los cánones y derechos de licencia, según lo dispuesto en el contrato respectivo, en los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 10. (Texto según el artículo 8 de la ley 25.063).

                           2. Las reglas establecidas en los incisos del apartado 1 se aplicarán en el orden en que figuran, prelación que tendrá carácter excluyente

El momento imponible conforma un segundo presupuesto jurídico, que en materia tributaria debe ser debidamente reconocido por la Ley. Su importancia radica en poder precisar qué efecto tributario supone tal acción, es decir la conducta del sujeto en un determinado espacio de tiempo. Por cuanto aun cuando se esté en presencia de una conducta que reúna los presupuestos para originar un hecho imponible, no necesariamente ese hecho gravado tendrá siempre las mismas exigencias en una línea de tiempo. Ello, en razón de que el régimen tributario puede variar considerablemente, siendo importante puntualizar la correcta vigencia del marco normativo que defina una alícuota. Máxime, en la actividad del comercio internacional, donde las reglas aduaneras tributarias en un territorio aduanero dependen de aconteceres internos y externos, exponiendo un movimiento constante en la balanza comercial e imponiendo, a partir de la política de administración del Estado, necesidades de aplicar medidas de naturaleza tributaria distintas. Recordando que no siempre el fin propio de éste tributo esta alineado plenamente con la recaudación en términos del artículo 4 de la Constitución Nacional, sino que también detenta en su fin procurar, a través de la aplicación de gravámenes aduaneros, la protección a la industria nacional, equilibrar el sistema cambiario, financiero, productivo, etc. 

Consideramos entonces que el momento imponible, resulta el elemento que servirá para congelar, inmovilizar, en definitiva precisar el régimen que se aplicará a un hecho imponible determinado, en este caso, la importación para consumo. Siendo no tan solo un elemento que facilite el ejercicio de fiscalización del servicio aduanero, sino una garantía de seguridad jurídica para los sujetos pasivos que deben afrontar el pago del tributo. Como destaca el Dr. Juan Patricio Cotter (26), “no debe confundirse el momento en que se realiza o produce el hecho gravado, con el momento que el legislador elige para la determinación del régimen tributario aplicable, es decir con el denominado momento imponible de los derechos aduaneros”.

El artículo 637 del Código Aduanero establece los momentos imponibles regulares, observando diferentes oportunidades en el tiempo que dependen de un acto aduanero expreso, pero que al ocurrir la fecha de tal acontecimiento será la determinada para concebir los efectos que impone el momento imponible. 

Arribo del medio de transporte – 637 inc. a -

Frente a una operación aduanera que fuera registrada con anterioridad a la llegada del medio de transporte, la fecha de arribo de éste será el momento que precisará el derecho de importación vigente aplicable al hecho imponible. A este tipo de operación aduanera se denominaba “forzoso”, actualmente resulta ser el procedimiento directo a plaza (27). Si bien, en general, no es el trámite para dar una destinación de importación, ciertamente advertimos que con el avance de los lineamientos, que devienen de la Organización Mundial de Aduanas (WCO), hacia una aduana digital y mayor interacción entre estos organismos de control, mediante el uso de sistemas informatizados, seguramente se convertirá en el proceso operativo aduanero de mayor uso o, por qué no, único autorizado a la hora de tener que cumplir con una destinación de importación para consumo. No tan solo por una cuestión práctica y ágil para obtener el libramiento a plaza a favor del importador, sino por cuanto nutren al servicio aduanero de mayor fidelidad en el control de las cargas. Posibilitando una fiscalización previa, precisa e inteligente sobre la base de documentos de origen -conocimiento de embarque, declaraciones de salida del país exportador, etc.- Estos procedimientos de control preliminar son metas de la evolución de las aduanas y contribuyen, no tan solo hacia un canal de mayor seguridad al cumplir los actos operativos de control, sino a la facilitación del comercio, al reducir tiempos y costos en el movimiento de las cargas.

 Uno de los avances que dan cuenta de este tipo de proceso cada vez más aplicables, es el nacimiento del OEA (28) (Operador Económico Autorizado), que a partir del Marco SAFE (29) redactado, por la Organización Mundial de Aduanas (OMA), en miras a generar condiciones de optimización y aseguramiento de la facilitación del comercio internacional, protegiendo su debido funcionamiento contra las acciones ilícitas, ha servido como estímulo para los actores del comercio exterior. Justamente propiciando a que las diferentes aduanas del mundo implementen este tipo de acciones. 

Este nuevo sujeto se posiciona con mayor fuerza a la hora de ejecutar todas las acciones tendientes a la importación o exportación, obteniendo beneficios en la fluidez de los procedimientos operativos, mediante reducción de controles invasivos, simplificación de tiempo, disminución de costos y mayor seguridad jurídica. Conllevando a mejorar el posicionamiento competitivo frente a sus compradores o a vendedores de mercaderías y servicios. Sumado que frente a los acuerdos entre naciones para su uso multilateral y partiendo del reconocimiento mutuo, posibilita mutar de un procedimiento aduanero pausado a uno fluido y seguro, en línea con los fines que persigue la Organización Mundial de Comercio (OMC).

Registro de la solicitud de destinación – 637 inc. b-

Actualmente, en la mayoría de los casos y en virtud del tipo de procedimiento que utilizan los importadores para dar destinación, se adopta la fecha de oficialización o registro de la solicitud de destinación de importación que precisa el inciso b) del art. 637 del C.A.

De esta forma, la fecha de registro de la solicitud de la destinación aduanera de carácter definitiva en los términos de los artículos 233, 234, 235 del Código Aduanero, producirá el efecto propio del momento imponible, cual es congelar el régimen, tanto para las condiciones de prohibiciones como tributaria refiera.

Los avances de sistemas electrónicos conllevaron, a partir de la reforma introducida por Ley 25.986 (B.O.05.01.2005), a posibilitar que la solicitud de importación pueda cumplimentarse vía informática, mediante los sistemas que adopte la aduana, sea el denominado MARÍA o MALVINA, o los que puedan estar vigentes en el futuro. El registro de una importación conformará el momento imponible, en términos de ley se entiende como la oficialización del despacho. La fecha en que este acto se produzca será el momento imponible. No se debe confundir el momento de oficialización con aquel sistema que imponga, por norma, la previa exigencia de la tramitación de una licencia de importación, como ha sido en su caso la Declaración Jurada Anticipada de Importaciones (DJAI) (30), el Sistema Integral de Monitoreo de Importaciones (SIMI) (31), el Sistema de Importaciones de la República Argentina (SIRA) (32) pues este tipo de acción tiende a la tramitación de una licencia determinada, pero su registro no presupone el requisito que enseña la ley para concebir el momento imponible en términos de lo que enseña el inciso aquí comentado a los fines de una destinación de importación para consumo. 

Registro de la declaración posterior a destinación de oficio –637 inc. c-

Cuando existen motivos que imponen a la aduana actuar directamente para ejercer la disponibilidad de una carga que ha quedado en una situación de abandono técnico de su titular y se ordena destinar de oficio -disponiendo la venta-, si con antelación a producirse la misma, el interesado voluntariamente requiere la disposición de la mercancía y en consecuencia, poder darle destinación de importación para consumo, la fecha del registro de esta declaración será el momento imponible que servirá para la determinación del régimen a aplicar. En tal caso, la destinación no se conforma mediante la oficialización, sino por otro procedimiento denominado declaración, considerando atendible esta postura, por cuanto siempre se pretende que el momento imponible esté lo más cercano al libramiento efectivo de la mercancía.

Aprobación de la venta -637 inc. d-

En los casos en que la aduana deba de oficio dar una destinación y ordenar la venta de la mercadería, la fecha del acto administrativo que resuelve su comercialización o según corresponda la aprobación de ésta, servirá para fijar el régimen aplicable para la determinación del derecho de importación. En definitiva, sirviendo de momento imponible a los fines tributarios. 

Puede observarse que la ley no hace diferencia entre una operación de importación para consumo realizada por un sujeto pasivo, respecto a aquella que por efecto del régimen de despacho de oficio lleva adelante el propio sujeto activo – Estado-. Debiendo en todos los casos, establecer lo necesario en cuanto sea para la determinación del quantum del derecho de importación. 

Vencimiento de hacer efectivo los canones  -637 inc. e-

Existen casos en que la fecha está relacionada con el vencimiento de las obligaciones de hacer efectivos los cánones y derechos de licencia. Justamente por cuanto estas importaciones refieren a mercaderías de carácter intangibles, en alusión a la “locación de servicios”, “propiedad intelectual” y  “derecho de autor”, siendo cosas susceptibles de ser importadas. Consecuentemente, atento al procedimiento reglado para la importación de carácter definitiva de estos tipos de mercancías, se fija como momento imponible la fecha de vencimiento de las obligaciones que devienen del contrato, así añadido por artículo 8 Ley 25.603 (B.O.30.12.1998).

Como se puede notar, hay cuatro momentos imponibles dentro de la clasificación de regulares, que se generan a partir de una acción típica y voluntaria del sujeto pasivo –importador-. Lo que no sucede respecto del acto por el cual la destinación de importación para consumo deviene de una acción de la propia aduana que se exterioriza a partir del mecanismo de despacho de oficio. 

Sea por acción del sujeto pasivo (Importador) o activo (Estado), el momento imponible que determinó el legislador es requisito fundamental para llegar al tributo que se aplicará en todos los casos –de oficio o no-, siempre frente a la presencia de un hecho imponible. 

Asimismo, la Ley establece que los momentos imponibles indicados en el artículo 637 apartado 1, se aplicarán en el orden en que figuran. Prelación que tendrá carácter excluyente. Esto tiene un sentido lógico, en virtud de que frente a los diferentes esquemas para permitir aduaneramente la importación de una mercadería, su conformación llevará a que deba aplicarse la fecha cierta que precisa tal procedimiento y no otro. 

Es sano visualizar que el momento imponible no en todos los casos coincide con el hecho imponible. Rememorando que este último es la acción de introducir mercadería para consumo –por un tiempo indeterminado-, consecuentemente, es claro que éste se producirá con el libramiento de la mercadería a plaza. Tal cual lo establece el artículo 231 del Código Aduanero, “Libramiento, a los efectos de la importación, es el acto por el cual el servicio aduanero autoriza el retiro de la mercadería objeto de despacho”. Así entonces, la conducta propia que impone el pago de los tributos se concreta con posterioridad a la fecha de oficialización de la operación o sobre alguno de los actos que identifica la ley como momento imponible. Su razón responde a fin de facilitar la fiscalización, no tan solo del régimen tributario correspondiente, sino controlar la percepción correcta del pago que realiza el sujeto pasivo antes de autorizar el servicio aduanero la salida a plaza de la mercancía. 

En orden a ello, como fuera señalado al comentar el artículo 636, si por alguna razón se debiere desistir de la importación y respecto de la mercadería no se cumpliese con la acción de libramiento, no habría entonces hecho gravado que diera lugar a la obligación de pago de tributos, y en consecuencia, el impuesto y/o tasa que hubiese percibido el Estado, debe ser devuelto. Contrario a lo que sucede frente a los hechos imponibles irregulares, donde sí coincide el hecho generador de la obligación tributaria con el momento irregular, como será objeto de comentario seguidamente.  

Momento imponible irregular

ARTÍCULO 638 -  No obstante lo dispuesto en el artículo 637, cuando ocurriere alguno de los siguientes hechos corresponderá aplicar el derecho de importación establecido por la norma vigente en la fecha de: 

				a) la comisión del delito de contrabando o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación; 

				b) la falta de mercadería sujeta al régimen de permanencia a bordo del medio transportador o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación; 

				c) la falta de mercadería al concluir la descarga del medio transportador; d) la falta de mercadería sujeta al régimen de depósito provisorio de importación o a una destinación suspensiva de importación o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación;

				e) la transferencia de mercadería sin autorización, el vencimiento del plazo para reexportar o cualquier otra violación de una obligación que se hubiere impuesto como condición esencial para el otorgamiento del régimen de importación temporaria o, en caso de no poder precisarse la fecha de comisión del hecho, en la de su constatación; 

				f) el vencimiento del plazo de UN (1) mes, contado a partir de la finalización del que se hubiera acordado para el cumplimiento del tránsito de importación. 

La Ley a los fines de la determinación del derecho de importación, como fuera señalado al tratar el hecho imponible en el comentario de los artículos 635 y 636, también incluye hechos irregulares que imponen la obligación al pago del tributo. En estos casos, aun cuando no exista una conducta voluntaria desde el sujeto pasivo para dar una destinación de importación de este tipo, se establece que se impondrá el pago del gravamen. La motivación deviene, por cuanto los efectos del hecho ilícito, por acción dolosa o culposa, generan una obligación tributaria, resultando fundamental precisar la fecha cierta que servirá a fin de establecer el derecho de importación para estas ocasiones.

En orden a ello, el momento imponible sobre hechos irregulares se determina en la instancia de perpetrar un delito o una infracción, en su defecto, la fecha de su constatación. Así entonces, el artículo 638 del Código Aduanero expresamente fija la fecha que se considerará para cada caso de los denominados hechos irregulares, a fin de procurar fijar el régimen a aplicar, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio, en concordancia con lo que determina el artículo 639, que será objeto de comentario a continuación.

Consideramos entonces, que aquí la Ley define dos elementos importantes para el alcance de la determinación del tributo a abonar (derecho de importación). Efectivamente, el artículo aquí comentado, identifica por un lado el hecho imponible y por otro el momento imponible, por supuesto de carácter irregular. Es decir, que frente a ciertos hechos concretos, no se está indicando aisladamente los momentos imponibles que define la Ley, sino que para lograr precisar estos lineamientos temporales, necesariamente la Ley debió recurrir a identificar, en cada caso, el hecho imponible que genera la obligación tributaria. Consecuentemente, mientras para las importaciones ordinarias, es decir aquellas que se originan por voluntad del sujeto, la Ley precisa el hecho por un lado y por otro, el momento, para los casos extraordinarios que tienen origen a partir de una acción u omisión ilícita (delitos; infracciones), la Ley ha optado por señalar en forma conjunta el hecho y el momento irregular. Quizás pueda tener su razón, en virtud de que para los aquellos hechos de carácter irregular, el momento, también irregular, se exterioriza en forma conjunta con el primero. De esta forma, identificado el hecho, se logra precisar el momento.

En virtud de ello, estimamos que en materia tributaria aduanera existen ciertos presupuestos que determina la Ley para identificar el hecho imponible regular y otros, para llegar al hecho imponible irregular. Así, mientras que para un hecho regular, la necesidad del libramiento a plaza resulta un recaudo importante para la exigencia tributaria, por efecto de ser el acto administrativo que exterioriza el ingreso por tiempo indeterminado de una mercadería al territorio aduanero, advertimos que para el hecho irregular, ese requisito no resultaría necesario a los fines de abastecer el alcance de la obligación del pago del gravamen aduanero.  

El Dr. Juan Patricio Cotter (33), al referir a la determinación de los derechos de aduana, señala que, “en las importaciones irregulares, la determinación se produce de oficio por la administración y resulta posterior a la configuración y constatación por parte del fisco del ilícito que, además, configura el hecho irregular gravado con derechos aduaneros”. De esta forma, el artículo 638 del Código Aduanero, puntualiza cada uno de los momentos imponibles y en conjunción identifica los hechos imponibles, ambos de carácter irregular.

				a) Delito de contrabando

Se aplica el derecho de importación vigente a la fecha de la comisión del delito de contrabando o su constatación ante el caso que no pueda determinarse cuando ha sido producido.

				b) Faltante de mercadería a bordo:

La falta de mercadería sujeta al régimen de permanencia a bordo del medio transportador o, en caso de no poder precisarse, la de su constatación.

				c) Faltante de mercadería en la descarga: 

 La falta de mercadería ante la conclusión de la descarga del medio transportador.

				d) Faltante de mercadería en depósito o ante una destinación de carácter suspensivo:

La falta de mercadería sujeta al régimen de depósito provisorio de importación o a una destinación suspensiva de importación o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación. 

				e) Vencimiento de plazo en operaciones temporales o incumplimiento de obligaciones al régimen:

La transferencia de mercadería sin autorización, el vencimiento del plazo para reexportar o cualquier otra violación de una obligación que se hubiere impuesto como condición esencial para el otorgamiento del régimen de importación temporaria o, en caso de no poder precisarse la fecha de comisión del hecho, en la de su constatación. 

				f) Vencimiento de plazo en una destinación suspensiva de Transito: 

El vencimiento del plazo de un (1) mes, contado a partir de la finalización del que se hubiera acordado para el cumplimiento del tránsito de importación. 

Como puede observarse, en cada uno de estos casos se visualiza el momento imponible y en forma conjunta se precisa el hecho irregular. Determinando que el alcance de la imposición de la obligación del derecho de importación se dará al reunir los presupuestos que identifica la Ley para cada caso en particular, en lo que refiere a hechos irregulares y que se detallan en el presente artículo objeto de comentario. Consecuentemente el principio de reserva o legalidad que en materia tributaria resulta, debe ser respetado para la aplicación de un tributo. En virtud de ello, haremos algunas consideraciones en cuanto al alcance del tributo frente a hechos de tratamiento irregular como los identifica la norma.

Hecho imponible irregular a partir del contrabando

En el año 2019 se promulgó la Ley 27.541(B.O.23.12.2019) declarando la emergencia pública en materia económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social, delegando en el Poder Ejecutivo Nacional importantes facultades. Mediante esta norma, se estableció una moratoria respecto a deudas impositivas, aduaneras y previsionales, con condonación de intereses y posibilitando su pago mediante un plan extendido en el tiempo. En línea a esto, se dispuso una amnistía a favor de aquellos sujetos que se acogieran al presente régimen produciendo la suspensión de las acciones penales tributarias y penales aduaneras en curso, respecto de los autores, los coautores o los partícipes del presunto delito vinculado a las obligaciones respectivas. A partir de ello, diferentes sujetos pasivos ejercieron la acción de avenimiento a la cancelación de los tributos aduaneros, requiriendo la suspensión y/o extinción de la causa penal aduanera abierta sin resolución definitiva al tiempo de tal decisión.

Al respecto la aduana se opuso en aquellos casos en que, si bien existía una causa penal aduanera al tiempo de establecerse esta norma, no se encontraría aplicable en los supuestos de no haberse realizado el libramiento a plaza de la mercadería. Así, lo señaló el dictamen de la Subdirección General de Técnica Legal Aduanera del 11 de junio de 2020: “el perfeccionamiento del hecho imponible varía según el caso, pero siempre se tiene un elemento en común: la introducción de la mercadería por tiempo indeterminado al territorio aduanero, lo que es presumido iuere et de iure por el Código Aduanero. Ello ocurre, por ejemplo, respecto de mercaderías faltantes a la descarga, que no fuera justificado el faltante en la forma prevista (conf. art. 142, 151, 157 y 164 del C.A.), o aquellas que hubieran sido objeto de una destinación de importación temporaria, ante el vencimiento del plazo otorgado o el incumplimiento de la finalidad (conf. art. 274 del C.A.), entre otros supuestos. Lo mismo ocurre con la introducción clandestina, toda vez que, en ausencia de una solicitud de destinación (resultando ésta exigible), no puede presumirse una destinación suspensiva, toda vez que constituyen excepciones al régimen general y son otorgadas por el servicio. Sin embargo, se presentan distintos supuestos donde puede haber conductas que resulten típicas del delito de contrabando, pero no se perfeccione una importación o exportación para consumo. Tal es el caso de la conducta tipificada en el art. 864, inc. e) del C.A., donde la operación o destinación aduanera es simulada. La misma situación se presenta en los casos en que se considere a la conducta típica del delito de contrabando, ya sea tentado o consumado, pero no se hubiera logrado la importación o exportación para consumo de las mercaderías”. 

Si bien coincidimos en cuanto a su análisis respecto al hecho gravado y sus efectos en materia tributaria aduanera, consideramos que se aparta de ciertos lineamientos que el Código Aduanero establece para importación y su consecuente estado de obligatoriedad del pago de tributos en diferentes casos, entre otros, el contrabando, sea consumado o tentado. La Ley es clara al determinar el hecho gravado para las importaciones y como señala el informe aduanero, la importación para consumo se entenderá cuando la mercadería se introduzca al territorio aduanero por tiempo indeterminado (art. 636 Ley 22.415). Pero aquí debemos puntualizar que no siempre el hecho gravado resulta uniforme para todos los tributos que integran el universo de gravámenes aduaneros; y no en todos los casos para estar frente a una obligación tributaria se requiere el presupuesto del libramiento a plaza. Sólo basta observar que el Código Aduanero no aplica este concepto de hecho gravado para otros tributos como sucede con las diferentes tasas aduaneras, es decir, que deba estar presente el requisito de ingreso de mercadería por un tiempo indeterminado. Asimismo, frente a la presencia de hechos irregulares, se evidencia una diversidad sustancial, tanto en lo referente a la aplicación de la alícuota, como en quienes resultan los sujetos obligados.

Debe rememorarse que el artículo 863 del Código Aduanero sanciona a cualquier acto u omisión, que impidiere o dificultare, mediante ardid o engaño, el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero para el control sobre las importaciones y las exportaciones. Evidenciando que, el control aduanero tiene su esencia en la fiscalización de las importaciones y las exportaciones. Y si ampliamos la vista hacia el artículo 864 del Código Aduanero, se advierte que todos los supuestos especificados por el legislador como contrabando, reúnen el presupuesto de estarse ante importaciones o exportaciones, aún en el caso de la simulación (inciso e). Así entonces, si siguiéramos la línea del informe técnico legal de aduana, de no haberse logrado la autorización del servicio aduanero para posibilitar el ingreso a plaza, producto de constatarse precisamente un estado de situación irregular, no habría sido perfeccionada la importación y no se estaría frente a ninguna obligación tributaria, incluyendo a aquellas que se hubieran podido abonar-oficializado despacho de importación- denunciadas con antelación a su libramiento. Debiendo hasta tener que devolverse a favor del sujeto pasivo el gravamen percibido indebidamente por la aduana en concordancia con este criterio.

Así entonces, resulta claro, a nuestro entender, que el legislador al indicar los hechos imponibles irregulares enuncia expresamente cada uno de ellos sin posibilidad de una interpretación distinta, y de esta forma, amplía los hechos gravados, precisando que, cuando ocurriere alguno de los siguientes hechos corresponderá aplicar el derecho de importación establecido por la norma vigente a la fecha de la comisión del delito de contrabando o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación (conforme inciso a) artículo 638 del Código Aduanero). Por consiguiente, el legislador impone el derecho de importación al establecer su aplicación expresa en aquellos hechos distintos a los regulares que refieren los artículos 635, 636 del Código Aduanero, señalando, entre estos hechos, la comisión del delito de contrabando. No dejando estado de duda, que los hechos generados producto de un contrabando, no tan solo resultan hechos irregulares, sino que por efecto de ser imponibles estarán gravados por el derecho de importación, sin diferenciar entre los casos en donde la mercadería se encuentre en zona secundaria o permanezca en zona primaria al momento de su constatación.

Cuando el Código Aduanero en su artículo 635 hace mención a que el derecho de importación grava la importación para consumo, está queriendo puntualizar que la importación que ha de tributar es aquella cuya mercadería permanecerá en forma indefinida en el territorio aduanero y refiere al hecho regular complementándose con el artículo 636. Pero en el caso de mercaderías, que habiendo ingresado al territorio aduanero hubieren quedado en zona primaria sin dárseles destino aduanero y sujetas a un proceso penal por delito de contrabando, el hecho gravado deviene de su introducción irregular al territorio aduanero, en concordancia con lo que la norma precisa en artículo 638 del Código Aduanero, en complemento con el momento imponible que el mismo artículo identifica. Rememorando que toda importación resulta ser el ingreso de una mercadería al territorio aduanero (artículo 9 del C.A.) y a fin de perfeccionar su pase a circulación dentro de zona secundaria –indistintamente de carácter definitiva o suspensiva-, se deben cumplir todos los pasos concernientes a la trazabilidad de la importación, es decir,  -arribo del medio de transporte (artículo.130 C.A.), declaración de manifiesto (artículo 135 C.A.), descarga (artículo191 C.A.), depósito provisorio de importación (art.198C.A.),oficialización de despacho (artículo 217C.A.), verificación (artículo 241C.A.), libramiento a plaza (artículo 231C.A.)-. El resultado de todos estos procesos llevará a conformar -ante una destinación de importación definitiva- el hecho gravado para la aplicación del tributo -derecho de importación-. Pero esto sólo refiere a un hecho ordinario denominado hecho regular. Ahora, si durante alguna fase de este procedimiento operativo se advierte una irregularidad que reúna los elementos propios del delito de contrabando, el servicio aduanero detiene la trazabilidad en función de su ejercicio de control y al suceder esto, es la Ley que muta ese hecho regular hacia un hecho imponible irregular, sin perjuicio de que haya logrado el libramiento a plaza, con su consecuente estado de hecho generador de las obligaciones tributarias.

Aquí no debe confundirse el sistema recaudatorio con la determinación de los hechos que llevan a imponer el pago de un tributo. Por ello, en un hecho regular la determinación del tributo se alinea con el momento imponible que establece el artículo 636 del C.A., el cual coincide con el hecho generador de la imposición que resultaría el libramiento a plaza -ingreso por tiempo indeterminado-. Pero esto es totalmente distinto en los hechos imponibles irregulares, donde es coincidente el hecho generador de la obligación con el momento imponible, como bien lo puntualiza el artículo 638 del C.A., y a partir de su configuración o constatación se tornará exigible el tributo, sin perjuicio de haberse librado a plaza la mercadería. Asimismo, el artículo 782 del Código Aduanero define quiénes serán los obligados en materia tributaria aduanera ante un hecho irregular, como es el contrabando. Sin la posibilidad de que tal hecho detente el presupuesto de libramiento de la mercadería para hacer efectiva la exigencia de tales gravámenes. Consecuentemente, el perfeccionamiento que aduce el informe técnico legal de la aduana, como requisito para sostener el hecho gravado en la importación -ingreso por tiempo indeterminado- es diferente, si se trata de un hecho regular o irregular. En el primero, la mercadería es sometida a una destinación aduanera o también puede ser mediante un régimen simplificado de los que regula la Ley 22.415 -Ej. Régimen de equipaje- y ante el control aduanero, se autoriza su ingreso a plaza. Pero en el segundo, el libramiento a plaza no se configura por efecto de su detención y denuncia formulada por los cuerpos aduaneros, generando un hecho, que a pesar de su ausencia de ingreso a plaza, se trata de una importación en términos del artículo 9 del Código Aduanero, y por consiguiente el legislador impone el tributo por considerar tal acto ilegal como un hecho imponible de los denominados irregulares -referido en artículo 638 inciso a) del Código Aduanero-. Advirtiendo que la ley expresamente identifica a ambos hechos, sean regulares o irregulares como generadores de la obligación tributaria, pero diferenciando los presupuestos que dan nacimiento al hecho gravado en cada caso. 

Sortheix (34) enseña que en la doctrina comparada, existen diversas teorías relativas a los elementos que conforman el hecho gravado por los derechos de importación. En ese sentido, hace las siguientes referencias: 1) La del simple “cruce” de la frontera aduanera; 2) la de la “declaración” aduanera para un cierto destino de la mercadería importada; 3) la de la “nacionalización” de la mercadería importada; 4) la de la “entrada” al territorio aduanero, cualquiera fuera la finalidad o destinación; y 5) la de la importación definitiva o “importación para consumo”. Lo que abastece que la legislación aduanera ha considerado elementos distintos para conformar el hecho gravado. 

Por su parte, la Justicia también emitió opinión a través de sus sentencias. Aquí destacamos seguidamente un fallo en relación a este tema. “Por lo tanto, corresponde concluir que, para el caso de haberse pretendido distinguir entre diferentes supuestos de delitos aduaneros, y asignar sólo a algunos de éstos la posibilidad de acceder al régimen excepcional que se establece por el art. 10 de la ley 27.541, así lo hubiera establecido expresamente el legislador, cuya inconsecuencia o falta de previsión no se supone (Fallos: 306:721; 307:518) y, por lo tanto, una interpretación del texto legal como la que promueve la querella conllevaría una inaceptable arrogación de facultades legislativas propias de otros poderes del Estado. Que, en cuanto a la imposibilidad de adecuar las acciones penales derivadas de un delito aduanero que no ha sido consumado a las previsiones del art. 10 de la ley 27.541, tal argumento tampoco puede tener una recepción favorable. En primer lugar, corresponde advertir que, en el caso de los derechos de importación, el hecho gravado consiste en la “importación para consumo” (art. 635 del C.A.), entendiéndose por tal a la mercadería que se introduce al territorio aduanero por tiempo indeterminado (art. 636 del C.A.). En consecuencia, si se tiene en cuenta que la mercadería transportada en el contenedor involucrado en las presentes actuaciones habría ingresado efectivamente a un territorio aduanero (en los términos del art. 2° del C.A.), y que su permanencia por tiempo indeterminado no sólo habría ocurrido de hecho sino que, además, de las constancias de la causa surgiría la voluntad que habrían tenido los autores presuntos del hecho de ingresar la mercadería a plaza de forma ilícita, la imposibilidad alegada por la querella de verificar un hecho imponible generador de una obligación tributaria susceptible de ser regularizada por el régimen previsto por el art. 10 de la ley 27.541 se presenta como una interpretación forzada tendiente a restringir indebidamente el acceso a los beneficios de la amnistía prevista en la norma por el legislador”. 

“Por el contrario, el criterio que luego de efectuarse un análisis integral de las previsiones de la ley 27.541 se presenta como el más razonable, coherente con el programa establecido por el legislador, con el sistema de beneficios que la ley citada crea y acorde con las reglas de interpretación según las cuales en caso de duda ha de decidirse siempre en el sentido más garantizador del derecho de que se trate, conduce a concluir que los delitos aduaneros relativos a maniobras tendientes a evitar o reducir las obligaciones tributarias se encuentran contemplados sin importar si aquellas fueron consumadas o han quedado en grado de tentativa. Que, finalmente, es relevante destacar que no se presenta razonable admitir la posibilidad de que, no obstante la equiparación legal punitiva que se establece por el art. 872 del Código Aduanero, quien haya logrado consumar un delito pudiera encontrarse en una posición más beneficiosa frente a la ley que aquel cuyo que hacer ilícito alcanzó sólo a poner en peligro el bien jurídico protegido por la norma, sin llegar a ocasionar el perjuicio que implica la consumación del delito”. (35) En virtud de ello, no existe posibilidad en este caso de pretender generar modificaciones a los preceptos que expresamente se establecen en el marco tributario y penal, no tan sólo a partir de la propia Ley 22.415, sino por los efectos del esquema de amnistía que implementa el Congreso de la Nación a partir de la ley 27.541. 

En este sentido, nos alineamos con el Dr. Guillermo Vidal Albarracín y Dr. Santiago Vidal Albarracín (36) en sus conclusiones en nota “Fin de la Acción Penal en la reciente ley de amnistía aduanera”, al señalar: “La Constitución Nacional no excluye la posibilidad de que el Congreso legisle sobre otros contenidos de la amnistía, en tanto y en cuanto se mantenga su carácter esencial de amnistías generales, toda vez que la amnistía es esencialmente general, abarca a todos los supuestos comprometidos en una clase de delitos, y es resorte del Poder Legislativo, único poder que tiene la potestad de declarar la criminalidad de los actos, de crear sanciones y de borrar sus efectos”. Y es así que la causa determinante del acogimiento (y del éxito del mismo) es la confianza depositada en el Estado, no sólo en su capacidad de gestión futura, sino en la conducta de sus órganos de aplicación en el cumplimiento de los beneficios ofrecidos por la Ley 27.541. Esto último implica el compromiso de una interpretación amplia y a favor del contribuyente de todos aquellos aspectos omitidos o no claros en su letra, para así́ poder lograr la recuperación de las MiPyMes, más aún ahora en que la situación de emergencia que llevó al dictado del régimen en cuestión, se profundizó con la crisis generada por la pandemia.”

Por último, corresponde destacar que al analizar las fuentes tributarias en un fallo el Dr. Miguel Nathan Licht (37), respecto al presupuesto de ingreso por tiempo indeterminado para el alcance de la aplicación del derecho de importación, realizó una interpretación sobre los lineamientos del Dictamen de la Subdirección General Técnico Legal Aduanera de la DGA (38), considerando que, si bien estima que este recaudo debe estar presente -coincidiendo con el Dictamen aduanero-, lo advierte cumplido bajo dos diferentes formas, una mediante el acto de autorización de libramiento a plaza (conforme artículo 231 del Código Aduanero) para aquellos hechos imponibles regulares, mientras que en el hecho imponible irregular, se da con la no autorización de ingreso a partir de la denuncia de contrabando, pero con los efectos de permanecer en el territorio aduanero, sea para su comiso, despacho de oficio, subasta, venta o donación, que la misma autoridad de control determina a partir de lo prescripto por la Ley -artículo 876 inc. a, 417 y cc. Ley 22.415, Ley 25.603-.   

Así lo expresa el Dr. Miguel Nathan Licht: “Además, esta idea ha sido receptada y profundizada en un Informe de la Subdirección General Técnico Legal Aduanera dependiente de la DGA, en el que sostiene que “varía según el caso, pero siempre se tiene un elemento en común: la introducción de la mercadería por tiempo indeterminado al territorio aduanero, lo que es presumido iuere et de iure por el Código Aduanero. Ello ocurre, por ejemplo, respecto de mercaderías faltantes a la descarga, que no fuera justificado el faltante en la forma prevista (conf. art. 142, 151, 157 y 164 del C.A.), o aquellas que hubieran sido objeto de una destinación de importación temporaria, ante el vencimiento del plazo otorgado o el incumplimiento de la finalidad (conf. art. 274 del C.A.), entre otros supuestos. Lo mismo ocurre con la introducción clandestina, toda vez que, en ausencia de una solicitud de destinación (resultando ésta exigible), no puede presumirse una destinación suspensiva, toda vez que constituyen excepciones al régimen general y son otorgadas por el servicio”[4]. Con ello el servicio aduanero quiere significar que el perfeccionamiento como requisito para sostener el hecho gravado en la importación –ingreso por tiempo indeterminado– es diferente si se trata de un hecho regular o irregular. En el primero la mercadería es sometida a una destinación aduanera y se autoriza su ingreso a plaza; pero en el segundo, no se configura el libramiento a plaza, consecuencia de su detención y denuncia por parte del servicio aduanero, no obstante lo cual se trata de una importación en los términos del art. 9 CA y por consiguiente el legislador impone el tributo por considerarlo un hecho imponible de los denominados irregulares. Se advierte aquí que en ambos casos se da el presupuesto de su permanencia por tiempo indeterminado dentro del territorio aduanero: uno, por imperio de la autorización de libramiento a plaza por parte de quien tiene la potestad del control de tráfico internacional de mercaderías (DGA); y otro, por la no autorización de ingreso a partir de la denuncia de contrabando, pero con los efectos de permanecer en el territorio aduanero sea para su comiso, despacho de oficio, subasta, venta o donación, que la misma autoridad de control determina a partir de lo prescripto por la Ley –articulo 876 inc. a, 417 y cc. Ley 22.415, Ley 25.603–“.

De lo señalado por el Dr. Miguel Nathan Licht (39) y la postura resaltada por nuestra parte, se evidenciaría coincidencia en cuanto al resultado, en lo que hemos referido que la Ley ha procurado que, de presentarse un hecho imponible irregular a partir de un delito de contrabando, estará gravado, incluso cuando el ilícito se exteriorice en términos del tipo penal “tentado”, con la salvedad que, mientras el Dr. Miguel Nathan Licht (40) estima que el presupuesto de “ingreso por tiempo indeterminado” se presenta cumplido a partir de la no autorización de ingreso por la denuncia de contrabando, a nuestro entender no resulta, tal recaudo, exigible para los hechos imponibles irregulares. 

Hecho imponible irregular a partir del vencimiento de una destinación suspensiva temporaria

La ley 22.415 posibilita que se establezcan regímenes especiales en el tratamiento de destinaciones de importación de carácter suspensiva o temporaria. Así, el Poder Ejecutivo de la Nación, con el fin de procurar incentivar las exportaciones en diferentes instancias, ha instituido procesos de producción mediante el alcance de importación de insumos al amparo del régimen temporal con la finalidad de que concluido el desarrollo del producto se realice la exportación y, de esta forma, se da por cancelada la importación temporaria. En esa búsqueda ha impuesto la obligación de un derecho adicional frente a la solicitud de nacionalización de tales mercancías, ausentándose del objeto de exportación del bien resultante.

En el año 1992 el Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos mediante Resolución nro. 72/92 (B.O. 27.01.1992) dispuso un régimen especial de importación temporaria de mercadería destinadas a recibir un perfeccionamiento industrial en el territorio nacional con la obligación de ser exportadas para consumo a otros países bajo la nueva forma resultante y dentro del plazo de 180 días computados desde la fecha de su libramiento. Cabe aclarar que tal resolución ministerial tuvo sostén en el artículo 33 del Decreto 2284/91 (B.O. 01.11.1991), por el cual se resolvió establecer una desregulación económica del comercio interno de bienes y servicios y del comercio exterior, además de una reforma fiscal. En concordancia con ello, la Resolución 72/92 determinó en su artículo 15 que, cuando se autorice la importación para consumo de una mercadería ingresada bajo el presente régimen, deberá abonar, además de los tributos correspondientes a esta destinación que estuviesen vigentes a la fecha del registro de la operación de importación para consumo, una suma adicional en concepto de derecho de importación, equivalente al 30 % del valor en aduana de la mercadería al momento del registro de la correspondiente oficialización de destinación de carácter definitiva.

Sin perjuicio de las observaciones que puedan realizarse en cuanto a la facultad tributaria de imponer desde un marco resolutivo propio de un ministerio la creación de un gravamen, lo cual atenta contra el precepto de legalidad que ampara la constitución nacional, ciertamente resulta en particular advertir la diferencia entre el devenir de una voluntad de generar un hecho gravado y aquella en que se produce un hecho de carácter imponible por efecto de una acción irregular que se alinea con una acción no voluntaria. En este rumbo, puede visualizarse que la normativa aquí referida establece la imposición de un derecho adicional, en la medida que se dé el presupuesto de estarse frente a una destinación de importación para consumo autorizada por el servicio aduanero, es decir, a partir de ser solicitada voluntariamente por el importador y conformada por la autoridad fiscal. Consecuentemente, si para el caso se presenta un vencimiento del plazo de permanencia otorgado a fin de procurar cumplir con el proceso de perfeccionamiento de una mercadería, es evidente que se estará ante un hecho irregular de carácter imponible en los términos del artículo 638 inc. e) del Código Aduanero y en virtud de ello, reúne el presupuesto exigido por la ley para la aplicación de un derecho de importación, pero no el requisito que se ha establecido para el derecho adicional que impone la Resolución 72/92. Claramente, por cuanto éste tipo de gravamen solo aplica ante un hecho imponible regular que deriva de mercaderías afectadas al ingreso habilitado por tal marco normativo frente a la solicitud expresa del sujeto pasivo de procurar su nacionalización.

Frente a estas situaciones, en donde se producía un hecho irregular, la aduana efectuaba el cargo correspondiente por los tributos que gravan la importación para consumo en orden al régimen vigente, pero además liquidaba el derecho adicional. A partir de ello, han existido cuestionamientos que han llevado a la intervención del Tribunal Fiscal de la Nación y la Cámara Contencioso Administrativo Federal, quienes se han pronunciado en línea a la aplicación del derecho adicional frente a un hecho irregular por efecto del vencimiento del plazo establecido para la exportación comprometida por la Resolución 72/91. Empero, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (41) falló a contrario revocando lo dispuesto por la Aduana, el Tribunal Fiscal de la Nación y la Sala I de la Cámara, considerando que, “ante los claros términos de esa norma, afirmar que el recargo establecido por ella resulta aplicable cuando la importación para consumo se produce sin que medie un pedido del interesado, y por el solo transcurso del plazo de la importación temporaria sin que se hubiese cumplido la obligación de reexportar la mercadería, implica extender los alcances de una norma tributaria a supuestos no previstos en ella,  acudiendo al método de la analogía, lo cual es inaceptable según reiterada y pacifica jurisprudencia de esta Corte que tiene como fundamento la naturaleza de las obligaciones fiscales y el principio de reserva o legalidad que las rige (confr. Fallos: 310:290; 311:142; 312:912 y 316:2329, entre otros)”. 

A partir de esta doctrina la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) dictó la Instrucción General DG ADUA N° 10/2016, autorizando a los representantes fiscales a allanarse o no apelar las sentencias en que resulte de aplicación el precedente. 

El Dr. Pablo Sebastián Borgna (42) considera que el tema ha quedado zanjado hasta que el Decreto 854/2018 modificó el Decreto 1330/2004, quedando el art. 20 del Decreto 1330/2004 redactado de la siguiente forma: “Cuando se produzca la importación para consumo de mercadería ingresada bajo el presente régimen, deberá abonarse, además de los tributos correspondientes a esta destinación vigentes a la fecha de su registro, una suma adicional del DOS POR CIENTO (2%) mensual, determinada sobre el valor en Aduana de la mercadería a esa fecha. Dicha suma se calculará a partir del primer mes computado desde el momento de la importación temporaria, cubriendo el período que transcurra hasta la importación definitiva y en ningún caso podrá ser inferior al DOCE POR CIENTO (12%) del mencionado valor en Aduana, salvo que dicho valor resultara inferior al que se hubiere determinado para la mercadería a los efectos de su importación temporaria, en cuyo caso se tomará en cuenta este último valor. En los casos en que el usuario hubiere obtenido el otorgamiento de un plazo especial en los términos de lo dispuesto por el artículo 8° del presente decreto, la suma adicional del DOS POR CIENTO (2%) mensual referida no podrá ser inferior al DOCE POR CIENTO (12%) ni superior al SETENTA Y DOS POR CIENTO (72%) del mencionado valor. A diferencia de la vieja redacción que establecía que cuando “se autorice” la importación para consumo de mercadería ingresada bajo el régimen deberá pagarse el gravamen; la nueva redacción establece que cuando “se produzca” la importación para consumo de mercadería ingresada bajo el régimen, resultara aplicable el derecho adicional. Nótese que al hablar de “cuando se produzca la importación definitiva” el legislador ha previsto que quede comprendido tanto el supuesto de importaciones temporales cuya mercadería se nacionaliza mediante una solicitud de importación a consumo (autorizada), como aquellas que tienen su origen en un supuesto de importación irregular (donde no existe autorización del servicio aduanero para importar a consumo lo que antes había ingresado mediante una temporal). En su consecuencia, en el estado actual de las cosas, podría afirmarse que el cambio normativo habría tornado inaplicable la doctrina de la C.S.J.N. sentada en “Frischer S.R.L. (TF 16.236-A) c/ ANA e IEF Latinoamericana S.A. (TF 16.912-A) c/ DGA” para todas aquellas importaciones temporales que afectadas por la entrada en vigencia del referido decreto (cambio del régimen del Dto.1330/2004)”.

Si bien coincidimos con el Prof. Pablo Sebastián Borgna, respecto a que se presenta una variación literal entre la redacción anterior y esta nueva, modificando el termino “se autorice” por “se produzca”, consideramos que tal cambio no puede resultar suficiente pata alejarse de la aplicabilidad del criterio adoptado por la CSJN en el precedente señalado en puntos anteriores. Ello, en orden a que no se evidencia en la norma una identificación concreta en cuanto a un hecho alineado a una infracción, solo refiere a producida la importación para consumo de mercadería ingresada bajo el presente régimen. Y si bien el artículo 274 del Código Aduanero establece que, la mercadería que hubiere sido sometida al régimen de importación temporaria se considerará importada para consumo, en cualquiera de los siguientes supuestos, entre los cuales menciona (en inciso a) aquella que hubiere vencido el plazo acordado para su permanencia sin haberse cumplido con la obligación de reexportar; ciertamente, el derecho adicional ha sido establecido como un arancel extraordinario de carácter cuasi sancionatorio frente al renunciamiento voluntario del importador de reexportar la mercadería para proceder a  requerir su nacionalización, pero no en los casos que se produzca el vencimiento de una temporal. En tal circunstancia, el efecto de imposición de una sanción por tal incumplimiento solo alcanza la pena prevista en el artículo 970 del Código Aduanero, sin poder sumarse otro concepto por la ausencia de reexportar para estos hechos irregulares, como resulta el derecho adicional. Contrario se estaría fijando un hecho imponible que la Ley no lo impone. Por consiguiente, de pretender así ser establecido, deberá hacerse a través de quien detenta la potestad tributaria por Constitución Nacional, es decir el Poder Legislativo.  

Por otro lado, el artículo 277 del Código Aduanero a pesar de posibilitar al Poder Ejecutivo, cuando mediare interés público, poder acordar regímenes especiales de importación temporaria, siempre lo deberá hacer sin desvirtuar tal destinación aduanera a la que refiere el régimen. En dicho caso, para los aspectos no contemplados expresa o tácitamente, se deberán aplicar las disposiciones de este código, ergo, si el régimen general no admite la aplicación de aranceles adicionales en incumplimientos, no debería para este tipo de situaciones ser exigible un derecho adicional, cuando la norma no expresa ninguna imposición frente al estado infraccional. 

El principio de legalidad no sólo exige que el presupuesto y la sanción surjan de una norma jurídica expresa, sino, además, que los describan con certeza. Los preceptos penales no pueden ser indeterminados, pues no permiten conocer con exactitud los comportamientos que comprenden

Por consiguiente, entendemos que la doctrina de la CSJN, en base a los precedentes indicados, sigue siendo pasible de alcance para estos casos, aún a partir del Decreto 854/18.  

Concluyendo entonces, que en materia tributaria la Ley es quien al crear un tributo debe precisar la conducta que da nacimiento a la obligación del gravamen, no pudiendo ampliarse a otros hechos que no fueron considerados expresamente por la norma para la imposición tributaria. Confirmando la ausencia de posibilidad de aplicar un tributo por mera analogía. Afirmándose el principio de legalidad o reserva que debe siempre estar presente, tanto al momento de ser creado un tributo, como al llevarse adelante su ejecución.

Hecho irregular a partir del incumplimiento de un tránsito

 La Ley ha instituido al hecho de incumplimiento de una destinación de carácter suspensiva en la modalidad de tránsito como un acto irregular que resultará gravado con su consecuente obligación de pago del derecho de importación, entre aquellos tributos que correspondan abonarse por efecto del régimen a aplicar, al considerarse estar frente a un hecho irregular imponible conforme lo establece el inciso f) del artículo 638 del Código Aduanero. Fijando el presupuesto para tal estadio de situación, que haya transcurrido el plazo de un (1) mes contado a partir de la finalización del que hubiera acordado para el cumplimiento del tránsito de importación. 

En virtud de ello, el requisito para que se esté frente a un hecho gravado, no resultará suficiente con que se haya incumplido con el plazo que fuera otorgado para realizar el traslado en condición de una operación de importación suspensiva de tránsito, sino que haya transcurrido un mes desde aquel vencimiento. Recién entonces, existirá un hecho imponible en condiciones de ser irregular.

Ahora bien, es propio de suponer que este presupuesto estará presente frente a acontecimientos en donde el transporte sea objeto de un hecho ilícito, como pueda ser el robo sufrido en medio de la ejecución de tal traslado. Lo que evidencia la imposibilidad de poder, en la práctica, cumplirse con el arribo de tal mercadería en la aduana de destino comprometida para tal tránsito operativo en tiempo y forma. Frente a esta circunstancia, resultante de un caso fortuito o fuerza mayor, si bien en términos de la Ley se estaría frente al requisito de la exteriorización de un hecho irregular con su efecto imponible, aquí se produce por fuerza extraña a la voluntad del sujeto encargado de cumplir con la obligación emergente del régimen; es decir, no se trata de un hecho propio naciente de la inconducta del sujeto.  Consideramos que en estos casos, a pesar de estarse frente a un hecho irregular, debe ser eximida la responsabilidad del pago del tributo. Ello, en la medida en que se encuentren presentes los siguientes presupuestos, a saber: 1) La acreditada existencia de un hecho ilícito; 2) La ausencia de toda conducta negligente en la ejecución de la operación del traslado; 3) Haber comunicado inmediatamente al servicio aduanero el hecho acontecido. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación (43) resolvió: “Que, en las condiciones descriptas, si no se probó un incumplimiento a los deberes de custodia, ni ha sido desacreditado el hecho del robo con armas que fue comunicado a las autoridades en los términos del art. 308 del Código Aduanero, no corresponde responsabilizar a la actora por el pago de los tributos en los términos del art. 315, segunda parte de aquel ordenamiento”     

Efectos del momento imponible

ARTÍCULO 639. - A los fines de la liquidación de los derechos de importación y de los demás tributos que gravaren la importación para consumo, serán de aplicación el régimen tributario, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal, vigentes en las fechas indicadas en los artículos 637 Y 638. 

El presupuesto del momento imponible fija a partir de una fecha cierta el régimen tributario, la alícuota y la base imponible que alcanzará a la mercadería objeto de ingreso al territorio aduanero por un tiempo indeterminado, en referencia al momento imponible regular correspondido con el artículo 637 del Código Aduanero. En virtud de ello su gran importancia, por cuanto de no estar predeterminado el aspecto temporal para la cuantificación en cada caso, podría generar una acción arbitraria a la hora de la imposición del gravamen. En igual sentido, pero con la diferenciación de lo que se considera hecho imponible irregular, también el presente artículo, refiere a los efectos del momento imponible de trato irregular –artículo 638-.   

El tributo que disponga la Ley debe, con grado de certeza, ser identificado en su especie, tipo y vigencia, implicando la necesidad de una correcta precisión del momento imponible. Ámbito temporal que siempre corresponderá considerarse, conforme lo establece el artículo 637 o 638, a partir de la presencia de un hecho generador de la obligación de pago del derecho de importación. 

Los tributos aduaneros responden a diferentes tipos y especies. En cuanto al propio derecho de importación puede presentarse como “ad valorem” y “especifico”, conforme artículo 640 del C.A., lo que advierte la necesidad de conocer el régimen aplicable al hecho que obliga al pago del tributo aduanero. A ello debe agregarse el concepto de “alícuota” que refiere la norma, término  alineado con el de “porcentaje”, claramente relacionado con un derecho de importación “ad valorem”, denotando la necesidad de una intima relación con la base imponible para poder finalmente llegar al tributo que deberá afrontar el sujeto pasivo frente a un hecho gravado. 

Además de precisar el régimen y la alícuota, el momento imponible determina el “tipo de cambio” que debe aplicarse para la conversión de moneda dólares estadounidenses a la de circulación nacional -pesos- a fin de realizar el pago del tributo.

Si bien el artículo 639, aquí comentado, expresamente dispone que, a los fines de la liquidación de los derechos de importación y de los demás tributos que gravaren la importación para consumo, será el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal el vigente en las fechas indicadas en los artículos 637 y 638, en la actualidad este presupuesto –tipo de cambio- no se alinea en conformidad a lo indicado por los artículos 637 y 638 del Código Aduanero en las liquidaciones complementarias y/o suplementarias determinadas por la Aduana.

Efectivamente, a pesar que la Ley resulta clara a la hora de identificar y disponer cuales son los elementos necesarios para arribar al quantum tributario, incluyendo entre estos el tipo de cambio, y reafirmando tal esquema al puntualizar que si la unidad monetaria en que se hubiera establecido el importe a que se refiere el artículo 660 –derecho importación especifico- no fuere de curso legal en la Nación, su conversión se efectuará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 639” (44), la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), mediante Resolución General 3271/12 (B.O.10.02.12), dispuso para las obligaciones tributarias aduaneras expresadas en dólares estadounidense, sean originarias o suplementarias, que: a) “Para su conversión en pesos se utilizara el tipo de cambio vendedor que informa el Banco de la Nación Argentina al cierre de sus operaciones, correspondiente al día hábil anterior a la fecha de su efectivo pago”; b) “Cuando correspondan intereses, los mismos deberán ser calculados sobre el capital adeudado -en pesos- hasta la fecha de su pago, de acuerdo con lo establecido por el artículo 794  y concordantes del Código Aduanero”; c) Las obligaciones tributarias aduaneras suplementarias se liquidarán y notificarán en dólares estadounidenses. En la cédula o instrumento de notificación se consignará lo previsto en los incisos a) y b) precedentes y que será de aplicación, de corresponder, lo dispuesto en la Resolución General nro. 2890 (45) y su modificatoria.” (46) 

Tipo de cambio

Como hemos referido, a partir de la Resolución 3271/12 (B.O.10.02.2012), la Aduana dejó de aplicar el tipo de cambio que ordena el artículo 639 del Código Aduanero, imponiendo una conversión de la moneda extranjera a la nacional al tipo de cambio vendedor que fija el Banco Nación de la República Argentina al cierre de sus operaciones de fecha anterior al día del efectivo pago del gravamen. Metodología adoptada por el servicio aduanero para todas las liquidaciones, sean originarias o suplementarias. De esta forma, cada intimación que realiza la Aduana -respecto de tributos aduaneros- es notificada al sujeto pasivo en moneda dólares estadounidenses, imponiendo su conversión a pesos, recién al momento de producirse el pago correspondiente en los términos que dispone el marco del inciso a) de la Resolución General nro. 3271/12. 

Sobre el particular haremos algunas consideraciones. La Resolución General AFIP 3271/12 se sustenta en el artículo 20 de la Ley 23.905 (B.O.18.02.1991). La mencionada norma impuso que, “los derechos de importación, los derechos de exportación, así como los demás tributos que gravaren las importaciones y las exportaciones se determinarán en dólares estadounidenses. Asimismo, que el pago podrá efectuarse en la mencionada moneda, en bonos de crédito a la exportación de acuerdo a las normas vigentes, o en australes -en referencia a la moneda de curso legal-, precisando para este último caso, es decir moneda nacional, que la equivalencia se determinará conforme el “tipo de cambio” vigente al día anterior al del efectivo pago”. (47) 

Cabe destacar que el artículo 20 de la Ley 23.905 debe ser conjugado con el conjunto de marcos normativos que imperan y detentan efectos en torno a materia tributaria aduanera. Debiendo rememorar que, en ningún momento la normativa mencionada revocó o modificó la vigencia de los alcances del artículo 639 del Código Aduanero. Asimismo, debe denotarse que con posterioridad a esta norma -Ley 23.905- el Congreso de la Nación promulgó por un lado la Ley 23.928 (B.O. 28.03.1991) –Ley de convertibilidad-, disponiendo en su primer artículo una paridad fija de 10.000 australes por cada dólar estadounidense e imponiendo un congelamiento del tipo de cambio aplicable y prohibiendo actualizar la moneda –indexación/variación/repotenciación-, derogando todas aquellas normas que dispusieran acciones como ésta. Consecuentemente, consideramos que el artículo 20 de la Ley 23.905 quedó sin efecto al establecer una paridad cambiaria.  

Posteriormente se sancionó la Ley 25.561 (B.O.07.01.2002), derogando parcialmente la Ley 23.928, y dejando expresamente vigente la prohibición de la actualización monetaria al disponer: “el deudor de una obligación de dar una suma determinada en pesos cumple su obligación dando el día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada. En ningún caso se admitirá actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa, haya o no mora del deudor, con las salvedades previstas en la presente ley”. Agregando: “quedan derogadas las disposiciones legales y reglamentarias y serán inaplicables las disposiciones contractuales o convencionales que contravinieren lo aquí dispuesto”, y expresamente determinando: “Mantiénense derogadas, con efecto a partir del 1 de abril de 1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autorizan la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de bienes, obras o servicios. Esta derogación se aplicará aún a los efectos de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, no pudiendo aplicarse ni esgrimirse ninguna cláusula legal, anterior, como causa de ajuste en las sumas de pesos que corresponda pagar” (48) 

Por consiguiente, al menos para nuestra visión, no existe sustento legal para la aplicación del tipo de cambio en términos del momento imponible que fija la Resolución General 3271/2012, en virtud de que su aplicación exterioriza una repotenciación del capital, a través de un mecanismo de indexación no permitido por el derecho positivo, generando una variación de la cuantía del tributo y contraponiendo al régimen tributario aplicable. La determinación que ha realizado en su momento la Ley 23.905, solo tuvo clara intención de establecer, en el campo del comercio exterior, una fijación de moneda a los fines de precisar la base imponible en miras de liquidar los tributos aduaneros transformándolos en pesos al momento imponible que fija la ley 22.415, y no para ser utilizado como herramienta de actualización. Máxime, cuando la norma aduanera -Código Aduanero-, frente a los pagos diferenciales que puedan corresponder liquidar con posterioridad al momento imponible, son alcanzados con un interés moratorio (resarcitorio) hasta el día de su cancelación. 

Recordamos que el Código Aduanero precisa en sus artículos 637 y 638 los diferentes “momentos imponibles”, entre ellos, y en términos generales, el más utilizado es la oficialización de una destinación de importación definitiva, es decir el registro de la correspondiente solicitud de destinación de importación para consumo (49). Asimismo, el artículo 639 del mismo plexo legal, determina que, a los fines de la liquidación de los tributos de importación y de los demás tributos que gravaren la importación para consumo serán de aplicación el régimen tributario, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal vigentes en las fechas indicadas en los artículos 637 y 638. En este encuadre, si el hecho generador de la obligación es una destinación de carácter definitiva, tanto el tributo a aplicar, como el tipo de cambio, siempre deben estar alineados a la fecha cierta de aquel elemento fundamental en materia tributaria aduanera, que resulta ser el momento imponible, conforme a los artículos 637 y 638 del Código Aduanero, para cada caso. Por consiguiente, las liquidaciones, sean originarias o suplementarias, deben partir del momento imponible correspondiente, y en su caso, nunca más allá de la fecha de producido el hecho imponible. Aquí corresponde detenernos y señalar que, como sucede en la esencia de todo tributo, la ley debe fija tres elementos sustanciales para arribar al efectivo quantum, siendo el hecho imponible, el momento imponible y la base imponible. Los cuales deben guardar una instancia temporal uniforme, a fin de no desvirtuar el sentido mismo que invoca la acción concreta que la norma ha identificado como generadora de la obligación al pago del gravamen. En tal sentido, a pesar que en materia aduanera, el legislador haya diferenciado la temporalidad entre el hecho imponible y momento imponible, cierto es que su fin esta en línea a facilitar la fiscalización previa, determinado al tiempo del momento imponible el régimen a aplicar, la alícuota, la base y el tipo de cambio, preceptos que no podrán ser modificados con posterioridad y, ante futuras revisiones -pos libramiento- siempre deberá fiscalizarse en el contexto del espacio temporal que se correspondió con el momento imponible. El cual, en materia aduanera, será anterior al hecho imponible o igual al tiempo de sucederse el mismo, como sucede en los hechos imponibles irregulares (artículo 637 del C.A.). Pero nunca con posterioridad a acontecer la acción que la propia ley identificó como hecho generador de la obligación tributaria. Pues de utilizarse una temporalidad posterior al hecho imponible, sería trasladar la fecha del hecho gravado a una instancia en donde no acaeció la conducta impulsora de la obligación de pago. De ocurrir esto, habría una violación sustancial del esquema tributario, en definitiva, la acción fiscalizadora estaría viciada por coaccionar el principio de reserva (art. 18 de la C.N.). 

De otro modo, si se alineara a la postura que fija la Resolución General AFIP 3271/2012 -tipo de cambio fijado al día anterior al de su efectivo pago-, bajo este criterio podría considerarse que también el régimen a aplicar sobre un hecho imponible ya producido, pueda modificarse con el correr del tiempo. Lo cual sería carente de lógica a la vista de cualquier sujeto, generando un estado de incertidumbre e inseguridad jurídica para todo el universo del comercio internacional. Situación que el legislador buscó evitar al otorgar previsibilidad mediante los efectos que causa el momento imponible -conforme artículo 639 del Código Aduanero-. En ese mismo sentir, si la Ley precisa claramente el tipo de cambio en línea con el momento imponible, éste no puede modificarse hacia otro sentido, menos llevar los presupuestos fijados por la Ley más allá de la fecha cierta de producido el hecho imponible. A ello, hemos de agregar, siguiendo lo indicado por el Dr. Miguel Nathan Licht (50) cuando refiere que, “el HI “Derechos de Importación” se encuentra acabadamente definido en el Código Aduanero y, llegado el momento de su medición, cualquiera que sea el criterio que se adopte o procedimiento que se siga para determinar el valor en aduana -que como ya mencioné, surgirá de la letra del Acuerdo de Valoración del GATT-debe corresponderse exactamente con esa definición. El valor en aduana de la mercadería importada no debe ni rebasar ni incurrir en carencia respecto de lo que la ley define como Hecho Imponible; la correspondencia debe ser exacta -o lo más exacta posible-“, lo cual entendemos no se cumple, si se toma un tipo de cambio distinto al momento imponible que establece el artículo 637 o artículo 638 del Código Aduanero. Por cuanto, se estaría exigiendo un quantum totalmente desproporcionado al valor de la mercadería, en correspondencia con la temporalidad de sucederse el hecho imponible, la cual, fiscalmente, tuvo una determinación especifica en moneda oficial (tipo de cambio) y al proceder a liquidar los tributos complementarios (pos libramiento), al tomar otro tipo de cambio, expone un resultado en moneda nacional, excesivamente diferencial. Lo que redunda conceptualmente en un enriquecimiento indebido del Fisco. Vale entonces rememorar lo que enseña el Dr. Pablo Sebastián Borgna (51), en cuanto a tal concepto, “al hablar del enriquecimiento sin causa, debe repararse en que “desde las profundidades de la historia y de la conciencia humanas viene un principio que domina el ensamble de la vida social: nadie debe enriquecerse a expensas de otro. Precepto moral que traduce la idea primera del derecho: suum cuique tribuere: dar a cada uno lo suyo” (52). Agregando el Dr. Pablo Sebastián Borgna (53) que, “el principio del enriquecimiento sin causa no tenía consagración en una norma expresa del Código de Vélez; ya en aquel momento la institución tuvo consideración doctrinaria en varias notas del Código de Vélez (como las pertenecientes a los arts. 43, 499 y 784 del C. Civil (54)); no obstante sí lo tiene en el nuevo Código Civil y Comercial aprobado por ley 26.994 -que ha eliminado la metodología de las notas- y en su articulado ha innovado en esta cuestión, contemplando en los arts. 1794 y ss. la reglamentación expresa de este principio”. Lo cual nos lleva a la conclusión que, recurrir a métodos reglamentarios bajo interpretaciones indebidas, alejándose de las bases fundamentales en la determinación de un tributo, produciendo en los hechos un resultado desventajoso en el contribuyente, expone que la exigencia del gravamen, en los términos de la Resolución 3271/2012, detenta naturaleza de enriquecimiento sin causa. 

Si bien la Corte Suprema de Justicia (55) convalidó la determinación de los tributos aduaneros en moneda dólares y su conversión al día anterior a su efectivo pago, creemos que esta postura debe ser revisada, a partir de la razonabilidad y seguridad jurídica que debe primar en materia tributaria. Esta práctica, en un país donde la indebida administración de los gobiernos de turno llevan a una constante desvalorización de la moneda nacional, no puede generar en contrapartida de los sujetos pasivos, el devenir de una agresiva imposición tributaria que atenta contra la seguridad jurídica, que justamente se relaciona con el sentido de previsibilidad que debe prevalecer, y en concordancia con ello, el legislador buscó proteger precisando los efectos del momento imponible en el artículo 639 del Código Aduanero, incluyendo expresamente el tipo de cambio.  

No debe olvidarse que en comercio exterior la previsibilidad es una garantía fundamental, conformada y protegida por la propia Organización Mundial de Comercio (OMC), mediante el Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT), ratificado e incorporado a nuestro derecho positivo por el Congreso de la Nación por medio de la Ley 24.425 (05.01.1995). Tal Acuerdo establece expresamente que, “el tipo de cambio aplicable será el vigente en el momento de la exportación o de la importación, según estipule cada uno de los Miembros” (56). Evidenciando que los términos del momento imponible fijado por Ley 22.415 (B.O.23.03.1981), en sus diferentes artículos -para importación artículo 639-, es el aplicable, no pudiendo ser contemplada su reformulación por los lineamientos de una resolución administrativa (Resolución General AFIP 3271/12).

En consecuencia, como fuera señalado anteriormente, tampoco consideramos que por efecto de la Ley 23.905 no resultaría vigente el artículo 639, ni por derogación expresa, ni tacita, ni orgánica. No tan sólo por imposición de las leyes señaladas  -23.928 y 25.561-, sino por el Acuerdo GATT -Ley 24.425- y decisiones de la Consejo Mercado Común del Mercosur (Decisión nro. 16/94).

A lo que debe agregarse que, en el proyecto de reforma del Código Aduanero que presentará el Instituto Argentino de Estudios Aduaneros (57) ante la Administración Federal de Ingresos Públicos y Dirección General de Aduanas, el 21 de mayo de 2019, respecto al artículo 639 del Código Aduanero, la Comisión redactora de dicho propuesta estimó que, a los fines de cancelar la obligación tributaria aduanera, el art. 20 de la ley 23.905 modificó el momento en que se fija el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda de curso legal, considerando conveniente ajustar a ese criterio los arts. 639, 728 y 729, ap. 2.. En este sentido, se propuso sustituir el art. 639 del Código Aduanero por el siguiente texto: “A los fines de la liquidación de los derechos de importación y de los demás tributos que gravaren la importación para consumo, serán de aplicación el régimen tributario, la alícuota y la base imponible vigentes en las fechas indicadas en los artículo 637 o 638, según el caso. El tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal será el vigente el día anterior al del efectivo pago”. 

Con lo cual, si los redactores del proyecto aquí referido, estimaron la necesidad de adecuar los artículos 639, 728 y 729 ap. 2, es por cuanto no se encontraban derogados, y por consiguiente, están vigentes, siendo incorrecto el esquema del tipo de cambio fijado por la Resolución General AFIP 3271/2012, por contraponerse con lo que la misma ley -Código Aduanero- prescribe.

Como bien han sostenido los destacados jurista Dres. Mario Alsina; Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine; Héctor Vidal Albarracín, Juan P. Cotter (h), Guillermo Vidal Albarracín (h) y Dra. Ana L. Sumcheski (58) “una interpretación armónica de la ley 23.905 en conjunción con las leyes 23.928 y 25.561, implica circunscribir la dolarización sólo a los fines de que los diversos valores necesarios para liquidar el tributo en forma “originaria” cumplan su rol en un mismo momento, sin que ello pueda interpretarse como la posibilidad de aplicar este sistema a los casos de las determinaciones “suplementarias” posteriores, pues ello transgrediría la prohibición de las leyes 23.928 y 25.561”.

A ello, debe sumarse el destacado análisis que realiza la Dra. María Gottifredi (59) en relación a la Resolución General 3271/12, indicando: “Sin embargo, a nadie le cabe la menor duda que con la entrada en vigencia de la ley 24.425 (léase, posterior a la incólume 23.905) se aprobó el Acta Final en que se incorporan los resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales; las Decisiones, Declaraciones y Entendimiento Ministeriales y el Acuerdo de Marrakesh, y en cuyo anexo 1A: Acuerdos Multilaterales sobre el Comercio de Mercancías, Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, Artículo 9° dice: “1. En los casos que sea necesaria la conversión de una moneda para determinar el valor en aduana el tipo de cambio que se utilizara será el que hayan publicado debidamente las autoridades competentes del país de importación que se trate… 2. El tipo de cambio aplicable será el vigente en el momento de la exportación o de la importación según estipule cada una de las partes…”. Corresponde señalar que Argentina no efectuó reservas respecto al Art. 9 rememorado. Obviamente, la ley 24.425 – Tratado Internacional – es superior y posterior a la ley 23.905”. Sobre esta clara apreciación, la Dra. María Gottifredi (60) agrega: “Así entonces, al menos parece curioso que mientras la C.S.J.N. resolvía la Causa “Volkswagen” y luego el Fisco se hacía eco con la Res. 3271/12, paralelamente en el mismo año 2011, por Dto. 1301/11 se modificaba el Decreto nº 1026/87 art. 8, incorporando al ordenamiento legal, la Decisión nº 13/2007 del Consejo del Mercado Común, el cual quedó redactado de la siguiente forma: “Con relación al artículo 9 del Acuerdo, se aplicará el artículo 651 del Código Aduanero…”. Por su parte, el art. 651 expresa: “1. Cuando los elementos que se tienen en cuenta para la determinación del valor o del precio pagado o a pagar estuvieren expresados en una moneda distinta a la nacional de curso legal, el tipo de cambio aplicable para la conversión será el mismo en vigor que, para determinar todos los elementos necesarios para liquidar los derechos de importación, establecen los artículos 637 y 638.” Si alguna duda cabe, que el tipo de cambio no debe ser el que indica la Resol. 3271/12, Art. 1 inc. a), ni aquel que interpretó el Máximo Tribunal (in re “Volkswagen”), sólo corresponde leer los considerandos del Decreto nº 1301/11 que se invita a su lectura. Ello, en cuanto al tipo de cambio”.

 En virtud de lo señalado hasta aquí, corresponde rememorar que la Justicia debe resguardar la equidad y proporcionalidad en materia tributaria (61), conforme así lo impone la Constitución Nacional, y si bien al Estado, desde su potestad de sujeto activo le atañe fiscalizar, exigir y percibir el pago de los diferentes impuestos, no parece que tal acción deba imponerse por encima de cualquiera de estos principios rectores en materia tributaria, que siempre deben estar alineados con la protección de las garantías constitucionales. Pretender imponer tributos en dólares y mantenerlos en el tiempo, sumando intereses que fueran considerados para moneda pesos, pero aplicarlos sobre la base en dólares, evidencia la ausencia de equidad y proporcionalidad. Perturbando la garantía de propiedad y la derivación de una situación confiscatoria del Estado, a partir de uno de los grandes males que detenta la Argentina en su economía, como es la devaluación constante de su moneda. Deterioro, que como fuera señalado, no resulta reprochable al contribuyente, sino al propio Estado frente a las constantes administraciones deficientes. Y si para el caso el propio poder estatal, alejándose de su deber de resguardar el valor de la moneda nacional, pretenda proteger sus ingresos, deberá recurrir a los intereses que prevé la ley. Por lo demás, la contradictoria indexación aplicada mediante este canal de fijar el tipo de cambio a la fecha anterior a su efectivo pago, como amparo de su acreencia tributaria, debería ser canalizada con su deber de cumplir con una debida administración, a fin de lograr una moneda estable, protegiendo así, no tan sólo los activos fiscales, sino a los sujetos pasivos y la Nación toda. Esta arbitrariedad se expone aún más, al recordar que tanto la Ley 22.415, como la propia Resolución 314/04 (62) (B.O.04.05.2004) del M.E. y P, dispusieron la aplicación de intereses sobre la determinación en pesos. Vale decir, que estos intereses devengan sobre base en moneda pesos y no sobre moneda dólares estadounidenses. De ahí que su porcentual se habría determinando y actualizado teniendo en cuenta, la autoridad, su oportunidad, merito y conveniencia sobre la moneda nacional pesos. Sólo basta observar que la Resolución 314/04 del M.E. y P. responde al año 2004, tiempo en que se liquidaban los intereses sobre la base en pesos al tipo de cambio del momento imponible y contados a partir del día posterior a la mora en que haya recaído el contribuyente (artículo 794 del Código Aduanero). Llevando aún más a la conclusión de que, la exigencia de los tributos debe estar enmarcada en moneda nacional, en su caso, al tipo de cambio que responda a la fecha del momento imponible y no otro, que discrecionalmente pueda fijar la administración. 

Por otro lado, debe observarse que el inciso b) (63) de la Resolución General 3271/12 utiliza un mecanismo para aplicar intereses, generando en primer lugar, una actualización indebida, para luego imponer intereses sobre un importe que no se correspondería con el valor real al tiempo del momento imponible. En orden a ello, consideramos que este procedimiento contraria las normas que prohíben toda actualización (Leyes 23.928 y 25.561). Por otro lado, el procedimiento de aplicación de intereses es fundado por la Resolución General 3271/12, en términos del art. 794 del Código Aduanero, pero aquí encuentra una contradicción entre el mecanismo que fija el Código Aduanero y el que pretende aplicarse por esta resolución general. Se debe rememorar que el artículo 794 del Código Aduanero indica: “Vencido el plazo de diez (10) días, contado desde la notificación del acto por el cual se hubieren liquidado los tributos, o vencido el plazo cierto de espera que se hubiere concedido para su pago, el deudor o responsable debe pagar juntamente con los mismos un interés sobre el importe no ingresado de dicho plazo, incluida en su caso la actualización respectiva. La tasa de interés será fijada con carácter general por la Secretaria de Estado de Hacienda y no podrá exceder, en el momento de su fijación, del doble de la que percibiere el Banco de la Nación Argentina para el descuento de documentos comerciales”. Consecuentemente, la Ley 22.415 identifica el importe capital adeudado, el cual se exterioriza a los diez (10) días contados desde la notificación del acto que dispuso la liquidación exigida de tributos, o en su caso, el plazo cierto de espera que se hubiere autorizado, al que deberá sumar intereses desde tal fecha hasta su pago. Así entonces, el importe que la Resolución General 3271/12 en su inciso b) refiere como capital adeudado, no podría considerarse, al menos para la aplicación de intereses, el que resulte en pesos convertido a tal moneda al día anterior de su efectivo pago. 

El Dr. Mario Bibiloni (64) nos aclara que, si bien la Cámara Contencioso Administrativo Federal ha resuelto, respecto de la tasa de interés sobre capital liquidados en dólares estadounidenses, declarar abusivos los intereses aplicados por la aduana, rechazando liquidaciones aduaneras de deudas tributarias realizadas por el Organismo y por el Tribunal Fiscal de la Nación, disponiendo su reliquidación de acuerdo a sus pronunciamientos; cierto es que se han observado ponderaciones dispares en la forma de ordenar liquidar el interés. Así la Sala V de la Cámara Contencioso Administrativo Federal decidió que, los intereses deben calcularse a una tasa del 1% mensual sobre el valor en dólares de la deuda, convirtiéndose tanto capital e interés a moneda nacional utilizando el tipo de cambio vigente para el día anterior al pago, mientras que para los Jueces de la Sala I deben calcularse a la tasa establecida por el Ministerio de Economía (3% mensual) aplicándola al capital originario en pesos surgido de convertir los dólares estadounidenses de la deuda a pesos utilizando el tipo de cambio vigente a la fecha del registro del Permiso de embarque. Lo que evidencia, a nuestro entender, una nueva discusión, que nace a partir de fallos, que si bien determinan estarse ante una improcedencia de tasa de interés por efecto de la aplicación de la Resolución General nro. 3271/12, su forma de imponer los mismos, por más reducción de la tasa para estos que se propicie, apareja un nuevo debate. Frente a estos dos criterios, queda claro que nos alineamos con el de la Sala I, que a los efectos de resolver destacó: “no parece que la liquidación practicada por el Tribunal Fiscal se ajuste a lo previsto en el articulo 1º inciso b) de la R.G. 3271/12 en tanto los intereses se han calculado sobre el capital adeudado en dólares” cuando la norma prevé que deben ser calculados sobre el capital adeudado en pesos hasta la fecha de su pago, entendiendo que estando fuera de discusión que el capital de la deuda en dólares debe convertirse a pesos al tipo de cambio vigente al día anterior al del efectivo pago, y que al solo efecto del cálculo de los intereses “corresponde convertir el capital de la deuda a pesos tomando en cuenta el tipo de cambio vigente a la fecha de su devengamiento para aplicar sobre dicho monto y hasta la fecha de pago, la tasa prevista en la normativa, resultando a su criterio la interpretación que se propicia compatible con la pauta del artículo 794” (65)

Por otro lado, cabe señalar que la Resolución General 3271/12, si bien pretende sostenerse en el artículo 20 de la Ley 23.905, esta norma precisa que, el pago podrá efectuarse en la mencionada moneda, en bonos de crédito a la exportación de acuerdo a las normas vigentes, o en australes ( conforme segundo párrafo del artículo 20 de Ley 23.905), pero no posibilita ejercer la cancelación en dólares directamente. Evidenciando, en mayor medida, que sólo guarda el fin -utilizando esta metodología- de producir una actualización no habilitada por las normas (66). Respecto a la actualización trasladamos a los comentarios realizados en articulo 671 del C.A.

A pesar que no estamos de acuerdo que se considere el tipo de cambio del día anterior a su efectivo pago para deudas tributarias, por cuanto esto es alejarse de la premisa que fija el artículo 639 de la ley 22.415; en su caso, de valerse de la Resolución General 3271/2012, no podría sumarse intereses equivalentes a moneda pesos, sobre una base naciente en dólares y convertida a pesos al tipo de cambio del día anterior al efectivo pago. Tal tratamiento, llevaría a que nunca resultaría un valor capital en pesos debidamente proporcional al espíritu que persigue toda aplicación de interés. De ser así, resultaría una acción confiscatoria por parte del Fisco, por ende arbitraria e inconstitucional. Alineándonos con lo señalado por el Dr. Mario Bibiloni, (67) respecto a los efectos que ha causado en los administrados al tener que “escapar a esta irracional modalidad liquidatoria de las deudas tributarias, y a las medidas coercitivas ejercidas por la aduana sin el debido freno del TFN  constituyó un estimulo para que deudores de liquidaciones suplementarias y de deudas en discusión administrativa o judicial (las únicas permitidas) renunciaran a su derecho de defensa y a pruebas periciales favorables demostrando la ilegitimidad de la aplicación originaria de tributos aduaneros en determinados casos”. 

Para mayores comentarios en relación a la tasa de interés trasladamos al artículo 794 del Código Aduanero

Por último, aun frente a disposiciones que diferencien los intereses entre moneda dólar o pesos, como resultó con la Resolución 598/2019 (B.O.18.07.2019) del Ministerio de Hacienda y luego con la Resolución 559/2022, ciertamente, no advertimos atendible la imposición de una actualización del capital de una obligación tributaria mediante la metodología de la Resolución General 3271/2012. Lo que, a nuestro entender, resulta una acción contraria a los preceptos del Acuerdo GATT, la Decisión nro.16/94 (68) del Consejo Mercado Común del Mercosur y del propio derecho positivo vigente en la Argentina.

Especies de derechos de importación

ARTÍCULO 640.- El derecho de importación puede ser ad valorem o específico. 

El artículo 640 del Código Aduanero precisa que el derecho de importación puede ser ad valorem o especifico. Así es que la Ley posibilita que este impuesto sea concebido en dos estilos diferentes. Permitiendo su aplicación en forma indistinta y conjuntamente sobre un mismo hecho imponible. En consecuencia, ambos tipos de derecho de importación resultan compatibles y, ante el caso de su doble aplicación, algunos sostienen que se estaría en presencia de una tercera especie de derecho de importación denominado mixto.

A nuestro entender, se está ante dos tipos concretos de especie de un mismo genero de tributo, sin perjuicio de su compatibilidad al momento de aplicarse por efecto de la política tributaria que pueda corresponder para el caso. De allí que un hecho imponible determinado por disposición de Ley, puede estar alcanzado por dos tipos de derecho de importación distintos, tanto ad valorem, como especifico, no generando por ello un tercer estándar de un impuesto. 

El derecho de importación ad valorem tiene la particularidad de que responde a un porcentual que fija el régimen tributario aplicable al hecho generador de la obligación, en este caso, la importación para consumo -en razón de lo que indica el art. 635 del C.A-. A tal evento, resulta fundamental la base imponible a los efectos de lograr el alcance de la cuantía que deberá el sujeto pasivo tener que afrontar a favor del Estado por imperio de Ley y como consecuencia de haber generado un hecho que impone su cometido.

Así es que una de las características de esta especie de impuesto es que no debe ser necesariamente objeto de actualización permanente, atento a que fluctúa con la variación del valor de la mercancía objeto de importación. Pero en contrapartida resulta más dificultoso el ejercicio de fiscalización en cabeza del servicio aduanero, a partir de la necesidad de constatar que el valor en aduana se corresponda con el precio veraz de la transacción comercial.

Contrario a ello, el derecho de importación especifico, si bien resulta práctico a la hora de su fiscalización por resultar ser un monto predeterminado y alineado a una unidad de medida precisa (peso, graduación alcohólica, metraje u otra característica), cierto es que su actualización necesariamente deberá concebir una modificación normativa. En este sentido, como señala el Dr. Jorge Luis Tosi (69), “este sistema presenta inconvenientes de distinta índole, como por ejemplo: la depreciación de los numerarios en los que se cuantifica el respectivo derecho, la oscilación del nivel de protección frente a la variación de los precios, el aliento para las importaciones más onerosas frente a otros artículos de la misma categoría, la traba en la negociación internacional de las tarifas por su falta de flexibilidad y la falta de uniformidad en las técnicas de aplicación”.   

El artículo 666 del Código Aduanero limita en el Poder Ejecutivo la aplicación de este tributo en un porcentual que no podrá exceder del seiscientos por ciento del valor en aduana de la mercadería. Tope que resulta actualmente en treinta y cinco por ciento (35%), por efecto de los acuerdos internacionales que Argentina se comprometió ante la Organización Mundial de Comercio (OMC), conformado por Ley 24.425 (B.O 05.01.1995), que aprobara el Acta final de la Ronda Uruguay del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y el Comercio. De esta forma, el Estado Nacional al suscribir tal acuerdo, comprometió su voluntad frente a la Organización Mundial del Comercio (OMC) para mantener un límite máximo de tributación por el ingreso de mercaderías al territorio aduanero, salvo en aquellos casos de dumping o subsidio que puedan comprometer la industria local, concibiendo, en estos últimos tributos referidos, finalidades particulares a fin de establecer medidas de salvaguarda.

Así entonces, la aplicación de un derecho de importación, sea ad valorem o especifico, o incluso en forma conjunta, al momento de su determinación final no puede exceder el 35 % del valor de aduana de la mercancía involucrada en el hecho imponible.

ARTÍCULO 641 a 650 – Derogados por el artículo 18 del DNU 1026/1987 (70).

El 25 de junio de 1987 se publicó en Boletín Oficial el Decreto de Necesidad y Urgencia (DNU) 1026 (Aunque en realidad la denominación “Decreto de Necesidad y Urgencia” comienza constitucionalmente a tener vigencia a partir de la reforma constitucional de 1994), mediante el cual disponía la aplicación del artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio G.A.T.T. y su respectivo Protocolo, firmados en Ginebra -Suiza- el 12 de abril y el 1 de noviembre de 1979, respectivamente. Marcos internacionales aprobados por Ley 23.311 (B.O.15.07.1986).

De esta forma la República Argentina adopta el sistema de valoración armonizado y neutro establecido por el Acuerdo GATT, dejando sin efecto aquellos artículos del Código Aduanero alejados de tales nuevas premisas. 

Así, el artículo 18 del DNU nro.1026/1987 dispuso: “A los fines de la Ley 23.311 y del artículo 1184 del Código Aduanero, se considerará que las disposiciones de este último cuerpo legal, referidas a la determinación del valor en aduana de las mercaderías que se importan para consumo, quedarán sustituidas por las correspondientes de la Ley 23.311 a partir del 1º de enero de 1988, en cuya oportunidad se entenderá que quedan automáticamente derogados los artículos 641 a 650 y 652 a 659 del mencionado Código y toda otra disposición que se oponga a la Ley 23.311.”

Base imponible

A partir de la adhesión de Argentina al Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, se promulga la Ley 23.311 (B.O.15.07.1986) y se establecen las normas de aplicación del nuevo sistema de valoración de las mercaderías que se importan para consumo, sumando luego  la Ley 24.425 (B.O. 05.01.1995), que aprueba el Acta Final, incorporando los resultados de la Ronda Uruguay de negociaciones comerciales multilaterales. De esta forma, las decisiones, declaraciones y entendimiento ministeriales y el Acuerdo de Marrakesh pasan a ser parte de nuestro derecho positivo, adoptando los principios generales de un sistema internacional de valoración. En virtud de ello, los artículos 641 a 650 del Código Aduanero quedaron derogados por disposición del Decreto 1026 -publicado en Boletín Oficial del 10 de julio de 1987- en línea a lo que en definitiva había concebido la ley 23.311 al aprobar el marco del acuerdo GATT respecto de las reglas para arribar al valor en aduana conforme los acuerdos firmados por la República Argentina.

Así las aduanas del mundo, por acuerdo internacional, armonizaron reglas neutras a los fines de llegar al valor en aduana de las mercancías objeto de importación. Sistema que Argentina sumó, dejando de lado toda determinación mediante métodos ficticios o arbitrarios. Claramente el objetivo de esta metodología resulta de conformar un sistema uniforme y previsible, mediante criterios sencillos y equitativos.   

El Acuerdo dispone que la valoración en aduana debe basarse en el precio real de las mercancías, resultando el precio pagado o a pagar por la transacción comercial entre las partes -importador y exportador del exterior y/o vendedor- Consecuentemente, el valor de transacción es la regla primaria y principal para llegar al valor de la mercadería en aduana, necesario para el logro de la base imponible a los fines de la liquidación del derecho de importación.

La búsqueda del debido valor de la transacción debe alinearse siempre con el resultado del valor veraz. Por lo tanto, al referirse al precio pagado o por pagar como regla primaria, evidencia tanto el valor pagado como aquel que pueda ser abonado posteriormente. En este sentido, el precio podrá sufrir los ajustes que se enumeran en el artículo 8., cuando éste observe ausencias de conceptos que no han sido incluidos y deban sumarse para llegar al correcto valor en aduana.

Si bien la primera regla es el artículo 1 y como se ha mencionado, refiere al valor de transacción, este método debe conjugarse con los presupuestos que establece el artículo 8 del acuerdo señalado.

Aquí es preciso destacar que existen diferentes métodos para el logro del alcance del valor en aduana de la mercadería objeto de importación. Estos se utilizarán en la medida que no sea eficaz la regla número uno, cual es el valor de transacción y entonces, frente a la imposibilidad de llegar al valor veraz, se deberá ir aplicando cada una de las reglas en forma taxativa, debiendo respetar el curso cuasi jerárquico de cada método.  

Valor de transacción

Artículo 1 – Método 1: “Valor de transacción”

El precio realmente pagado o por pagar es el pago total que por las mercancías importadas haya hecho o vaya a hacer el comprador al vendedor y debe incluir todos los pagos realizados como condición de la venta de las mercancías importadas por el comprador al vendedor, o por el comprador a una tercera parte para cumplir una obligación del vendedor.

En consecuencia para considerar el valor de transacción como “valor en aduana”, deberá cumplir los siguientes requisitos:

1. Prueba de la venta. Este podrá acreditarse mediante factura comercial, contratos u cualquier documento que sostenga el mismo.

2. Sin restricciones a la cesión o utilización. No deben existir condicionamientos a la cesión o utilización de las mercancías por el comprador, con excepción: a)  Sean impuestas o exigidas por legislación del país de importación; b) Traten de limitaciones al territorio geográfico donde puedan revenderse las mercaderías objeto de importación; c) Otras que aún presentes no afecten sustancialmente al valor de la mercadería. 

3. Sin sujeción a condiciones adicionales. La venta o el precio no deben estar supeditados a condiciones o consideraciones cuyo valor no pueda determinarse con respecto a las mercancías objeto de valoración. En la nota al párrafo 1 b) del artículo 1 que figura en el Anexo I se dan algunos ejemplos: el vendedor establece el precio de las mercancías importadas a condición de que el comprador adquiera también cierta cantidad de otras mercancías; el precio de las mercancías importadas depende del precio o precios a que el comprador venda otras mercancías al vendedor; el precio se establece condicionándolo a una forma de pago ajena a las mercancías importadas.

4. Precio absoluto sin agregados posteriores. De lo producido por la venta, cesión o utilización posterior que realice el importador, no debe revertir directa o indirectamente al vendedor parte de ello. En su caso, podrá aceptarse si se pudiese realizar el ajuste conforme al artículo 8.

5. Ausencia de vinculación. No debe existir vinculación entre el comprador y el vendedor. Ahora bien, en el caso de estar presente, no impedirá que el valor de transacción sea aprobado por la aduana, en la medida en que el importador demuestre que la relación entre las partes no influye en el precio o que el valor de transacción es próximo al valor sobre la base de criterios determinados. En definitiva, que a pesar del estado de vinculación, el valor es veraz para ser considerado valor en aduana. 

El Acuerdo -en el artículo 15- señala que, se considera parte vinculada: a) Si una de estas partes ocupa cargos de responsabilidad o dirección en una empresa de la otra; b) Si están legalmente reconocidas como asociadas en negocios; c)  Si están en relación de empleador y empleado; d) Si una persona tiene, directa o indirectamente, la propiedad, el control o la posesión del 5% o más de las acciones o títulos en circulación y con derecho a voto de ambas; e) Si una de ellas controla directa o indirectamente a la otra. Asimismo es importante resaltar que el propio acuerdo mediante la nota interpretativa del artículo 15, al término persona le comprende las personas jurídicas; f) Ambas partes están controladas directa o indirectamente por una tercera o sus familiares. 

Como puede observarse, si bien la regla primaria es el precio que denota la transacción para procurar el alcance del valor en aduana, es importante que siempre exista información suficiente para dar cuenta del grado de certeza de tal valor, de lo contrario podría resultar necesario realizar ajustes en los términos del artículo 8 del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio.

En este sentido, el artículo 8 del Acuerdo, en los casos de corresponder y ser posible, determina la necesidad de establecer ajustes de ciertos conceptos a fin de llegar al valor real del precio pagado o por pagar, a saber: a) Las comisiones y los gastos de corretaje, salvo las comisiones de compra; b) El costo de los envases o embalajes y los gastos correspondientes; c) Determinados servicios; d) Los cánones y derechos de licencia; e) Los beneficios ulteriores; f) El costo del seguro y los gastos de transporte y servicios conexos ocasionados por el transporte hasta el lugar de importación si el Estado Miembro basa la evaluación en el costo seguro y flete (CIF), como resulta en el caso de la República Argentina. 

Facultades de las administraciones aduaneras

Como puede observarse hasta aquí, el precio pagado o por pagar, en definitiva el valor de transacción, es la regla principal como base para el valor en aduana y las aduanas a partir del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio así deben priorizarlo. A pesar que ello no resulta un marco rígido que impida, en ciertos casos, que las administraciones aduaneras, por algunos motivos, puedan dudar de la veracidad o exactitud del valor declarado.

El artículo 17 del Acuerdo confirma la potestad de las administraciones de aduanas a comprobar la veracidad o la exactitud de toda información, documento o declaración. Es una decisión relativa a los casos en que las administraciones de aduanas tengan motivos para dudar de la veracidad o exactitud del valor declarado (Comité de Valoración en Aduana en aplicación de una Decisión Ministerial en Marrakech), indicando a tales fines el procedimiento que ha de seguirse para tales hechos. 

Como primera medida, la administración aduanera podrá pedir al importador que proporcione una explicación complementaria de que el valor declarado representa la cantidad total realmente pagada o por pagar por las mercancías importadas. Así entonces,  una vez recibida la información adicional, el servicio aduanero de mantener dudas razonables o, no obtiene respuesta al pedido de datos, podrá decidir que el valor en aduana de las mercancías importadas no puede determinarse con arreglo al método del valor de transacción. 

Antes de adoptar una decisión definitiva, la administración aduanera debe comunicar sus discrepancias al importador, quien debe disponer de un plazo razonable para responder. También debe trasladarse por escrito al importador los motivos por los que se haya decidido en ese sentido. En esta línea la Dra. Cora M. Musso (71) supo sostener, “que la norma ampliatoria del Código de Valor del GATT, “Decisión relativa a los casos en que las aduanas tengan motivo para dudar de la veracidad o exactitud del valor declarado” permite a la aduana en concordancia con lo dispuesto en el art. 17 del Acuerdo, investigar la veracidad o exactitud de cualquier información documento o declaración que le sean presentados a efectos de la valoración y “pedir al importador que proporcione una explicación complementaria, documentos u otras pruebas de que el valor declarado representa la cantidad total efectivamente pagada o por pagar por las mercaderías importadas ajustadas de conformidad con el art. 8. Si una vez recibida la información complementaria, o a falta de respuesta la administración de aduanas tiene aún dudas razonables acerca de la veracidad o exactitud del valor declarado podrá decidir teniendo en cuenta las disposiciones del art. 11, que el valor de las mercancías importadas no se puede determinar con arreglo a las disposiciones del art. 1°. Antes de adoptar una decisión definitiva, la administración comunicará al importador por escrito si le fuera solicitado sus motivos para dudar de la veracidad y exactitud de los datos o documentos presentados y le dará una oportunidad razonable para responder. Una vez adoptada la decisión definitiva la administración la comunicará por escrito al importador indicando los motivos que la inspiran”. Asimismo, la vocal del TFN concluyó, “que para rechazar el valor declarado por motivos diferentes a los establecidos en el art. 1 del Acuerdo, cuando no concurran las situaciones previstas en los incs. a), b), c) y d) y art. 8, la inexactitud o falta de veracidad de los valores debe estar debidamente fundada por la aduana”.

En cuanto al ejercicio de control respecto al valor que realiza la aduana, resulta relevante lo señalado por el Dr. Daniel Zolezzi (72), al analizar el precio de la última venta, considerando que las cavilaciones que antecedieron a la citada Opinión Consultiva 14.1 (73) ya no tienen razón de ser. Destacando que, cuando se la aprobó, aún no regía la Decisión 6.1, incorporada al GATT 1994. La cual  autoriza a las aduanas a no aceptar valores de transacción cuya veracidad no pueda probar el importador. Por ello, concluye el Dr. Daniel Zolezzi que, las aduanas deben valorar sobre la base del precio pactado en la última venta anterior a la importación y que, en aquellos casos en los que se sospeche del mismo por ser inferior a los estipulados en ventas anteriores, las aduanas cuentan, para combatir el fraude que allí se pudiera encerrar, con la importante herramienta que les brinda la Decisión 6.1.

 El Dr. Daniel Zolezzi hace referencia a ello, al destacar en su nota, que el Código de Valor del GATT dice que el valor en aduana de las mercancías que se importan consiste en el precio que se paga por ellas, “cuando se venden para su exportación al país de importación” (art. 1). Claro que, en la realidad comercial, la venta que motiva su exportación de un país no siempre es la que provoca su importación en otro. Razón por la cual, en casos así, surgieron dudas sobre cuál habría de ser la venta cuyo precio se debía tomarse en cuenta.

En el año 2023 el Tribunal Fiscal de la Nación resolvió aprobar un decisorio de la Aduana, por el cual el servicio aduanero había determinado que la firma importadora no había incluido el valor de regalía por el uso de la marca a la mercadería objeto de ingreso al territorio aduanero. En el caso particular, la cuestión fue objetada por el administrado, haciendo saber que no paga regalía por el uso de estos enseres, por lo tanto no reside en el precio -objeto de transacción-, ni se presenta una condición en los términos del Artículo 8 del Acuerdo de Valor (GATT). El importador sostuvo su postura indicando una diferencia entre aquellas mercancías que serían afectadas a la elaboración en el territorio con tecnologías y marcas licenciadas, por las cuales habría abonado “regalías” -contrato de licencia-, y aquellas que no abonó tal concepto, no exteriorizándose ninguna de las condiciones de venta que expone el artículo 8 del Acuerdo de Valor. Cabe aclarar, que el importador frente a la exigencia final de la Aduana, se avino al pago del cargo en relación a las mercaderías con licencia acordada y por las que abonó regalía, pero respecto a las que no paga regalía, decidió apelar ante el Tribunal Fiscal de la Nación. 

En este sentido, es interesante analizar los fundamentos en que sostuvo el Tribunal Fiscal para considerar que corresponde, también, incluir el valor de la regalía y por consiguiente el cargo exigido por la Aduana sobre aquella mercadería en que no habría licencia por regalía y uso de marca. Desde ya, adelantamos, que el criterio adoptado por el Tribunal Fiscal, ha sido controvertido y resistido por diferentes doctrinarios. Así, el Dr. Julio Carlos Lascano (74) ha señalado que, en rigor, la aduana –y posteriormente el Tribunal– no han determinado el precio realmente pagado por las mercaderías, sino un valor teórico basado en presunciones y opiniones institucionales o personales sobre lo que “debería haber pagado” el importador por los productos no licenciados importados con marca. Determinación final que, no siendo compatible con los postulados del Acuerdo de Valoración, deviene en la fijación de un valor arbitrario o ficticio carente de todo soporte probatorio. El antiguo método de la Definición del Valor de Bruselas fue intensamente criticado en su época por la comunidad de negocios porque centraba su atención en las relaciones comerciales que unían a las partes en una transacción, y al cuestionamiento de los precios de transferencia entre compañías vinculadas que resultaban generalmente ajustados sin que existieran parámetros claros sobre cuándo y cómo debían reajustarse; y porque contenía disposiciones demasiado vagas que obligaban al dictado de reglamentaciones nacionales para clarificar su alcance, y porque las regalías por el uso de marcas registradas y gastos de publicidad resultaban muy a menudo incluidas en el valor en aduana. Concluyendo el Dr. Julio Carlos Lascano (75) que, como se dijo al comienzo, el Acuerdo no pretende que las aduanas aprueben cualquier precio declarado para las mercaderías que se importan, sino que eviten alterar el curso normal de los negocios mediante la fijación de valores artificiales basados en conjeturas o suposiciones que no pueden demostrarse con datos objetivos y cuantificables.

Ahora bien, pasaremos a describir los postulados en que se ha servido la Sala G del Tribunal Fiscal de la Nación para resolver confirmar el ajuste realizado por la Aduana, por el cual se incluye el valor de la regalía para aquellas mercaderías, incluso no habiendo el importador abonado licencia alguna. A tales fines, utilizaremos la reseña precisa y clara efectuada por el Dr. Julio Carlos Lascano (76) en su análisis sobre el caso.  

“Fundamentos del Tribunal Fiscal de la Nación:

1. Los fundamentos del fallo se presentan en el voto del Vocal preopinante, quien destaca que “el hecho de que la importadora haya debido pagar regalías para la fabricación o utilización de insumos marca BASF sometidos luego a procesos de fabricación en el marco de alguno de los 6 CTT y no haya declarado haber pagado canon alguno por los insumos de igual marca pero no sometidos a tales procesos sino en otros o vendidos en el mismo estado de importación, a pesar de que en ambos casos tanto los primeros insumos como los segundos ostentan la misma marca y fueron adquiridos a empresas del mismo grupo económico al que pertenece la actora, es prueba necesaria y suficiente para comprender la similitud de ambos negocios y la procedencia de aplicar los parámetros que surgen de los 6 CTT suscriptos y declarados por la actora para la cuantificación de los insumos BASF cuyos contratos de licencias de marca permanecen opacos al fisco”.

El Tribunal consideró acreditados los tres requisitos fijados por el art. 8, párr. 1 c) del Acuerdo de Valoración.

Con respecto a que las regalías no estaban incluidas en el precio de venta, considera demostrado el cumplimiento de este requisito con las afirmaciones del importador de que no estaban incluidas en el precio de venta porque no hay tal obligación de pago si las mercancías no se incorporan al proceso productivo de los bienes manufacturados en el país.

En cuanto a la relación entre el canon y la mercadería importada, tuvo por acreditado este requisito en el hecho de que la marca esta incorporada a los productos importados, y destaca que el Comité Técnico de Valoración, en el Comentario 25.1, indicó que “…Las circunstancias más frecuentes en las que es posible considerar que un canon o derecho de licencia está relacionado con las mercancías objeto de valoración se dan cuando las mercancías importadas incorporan la propiedad intelectual y/o se fabriquen utilizando la propiedad intelectual incluida en la licencia. Por ejemplo, el hecho de que las mercaderías importadas incorporen la marca comercial por la que se paga el canon, indica que el canon está relacionado con las mercaderías…” 

Finalmente, en cuanto a la condición de venta, el Tribunal entiende que existía una condición de venta implícita, a cuyo análisis le dedica el extenso considerando XXX del voto comentado. Allí se puntualiza, con razón, que la condición de venta no debe estar necesariamente expresada por escrito en el contrato, dado que puede demostrarse mediante indicios., citando en su apoyo los pronunciamientos de la Corte Suprema en el caso Ford y de la Cámara Nacional de Apelaciones en el caso Mattel.

2. En cuanto a que no existe constancia alguna del pago de regalías, el Tribunal dice que es “apropiado señalar que, así como entiendo que la condición de venta puede hallarse implícita en la relación entre los contratos de licencia y de venta, no pienso que siempre que se pague un canon ha de existir tal condición ni que la falta de prueba de que tal canon existió implique la no existencia de la condición. En efecto, será el cuidadoso análisis de los antecedentes del caso el que permitirá dar con la solución adecuada. 

En este punto cabe preguntarnos: ¿Qué ocurre cuando, justamente, lo que se busca dilucidar es el valor real de la transacción? ¿Cuándo lo que se persigue es despejar la duda de si el precio declarado es el realmente pagado o por pagar, representativo del valor comercial real de la mercadería importada? ¿Cuándo se intenta descartar la alternativa de que, por ejemplo, el insumo se haya importado declarando únicamente el precio del tangible –para reducir la carga tributaria de importación– y dejar para “cargar” el valor del intangible en etapas posteriores? ¿Qué alternativas se enfrentan en caso de subfacturación por exclusión del intangible?”.

A esta altura, considero que el Tribunal se desliza por una pendiente que lo lleva irremediablemente a convalidar, mediante presunciones y opiniones, un valor arbitrario o ficticio para los productos no licenciados, que se aleja de los postulados fundamentales del Acuerdo, y que de algún modo implican un retroceso a la noción teórica del valor abandonada en 1979. El valor en aduana deja de ser el precio realmente pagado o por pagar por las mercaderías para transformarse en el precio que habría debido pagar el importador por su adquisición.

Cuando el Tribunal reconoce, unánimemente, que no hay ninguna evidencia que demuestre el pago de algún canon por las mercaderías en discusión, pero que no por ello el importador queda eximido del ajuste por regalías, la consecuencia inevitable es que el valor determinado es arbitrario o ficticio. Porque el pago del canon es el requisito mínimo elemental de un potencial ajuste del valor declarado, cuestión distinta de si ese pago fue requerido como condición de venta. Pago y condición de venta son elementos diferentes, porque puede haber pago de cánones, y que ese pago satisfaga todos los requisitos necesarios para incrementar el valor en aduana. Pero cuando no hay pago alguno de cánones y derechos de licencia, la venta jamás podría estar condicionada al pago de esas regalías que no se pagaron realmente. Tanto es así que la condición de venta puede presumirse bajo ciertas condiciones definidas en el Comentario 25.1, mientras que el pago nunca se presume, y debe demostrarse como hecho mediante datos objetivos y cuantificables.    

El importador aceptó el ajuste por regalías sobre los productos elaborados en el país con las tecnologías y marcas licenciadas, que en adelante denominaremos “productos licenciados”, y se avino al pago de los tributos respectivos en sede administrativa. Pero apeló al Tribunal Fiscal el ajuste del valor de los demás productos, que llamaremos de ahora en más “productos no licenciados”. Desde la perspectiva de la empresa, el ajuste carece de fundamento porque no pagó regalías sobre los productos no licenciados, no existe ninguna relación entre ellos y el canon pagado por los productos licenciados, razón por la cual tampoco se verificaría la condición de venta requerida por el art. 8 antes citado”. 

La cuestión llegó a los estrados del Tribunal Fiscal de la Nación, quien, como fuera señalado, confirmó el cargo aduanero.

Por su parte, el Dr. Juan Patricio Cotter (77), en relación a este particular criterio adoptado por el Tribunal Fiscal de la Nación, ha compartido el comentario del Dr. Julio Carlos Lascano, indicando que, “la interpretación de la Sala G sobre los intangibles asociados a marcas o nombres de proveedores se postula sobre base presuntiva, sin la existencia de un canon cuantificable a adicionar al valor de mercaderías relacionadas y devengado/pagado como condición de venta de las mismas, oponiéndose, así, a las disposiciones del Acuerdo sobre la procedencia del ajuste en materia de cánones y derechos de licencia”. 

Asimismo, el Dr. Juan Patricio Cotter (78) rememoró las decisiones de los tribunales con antelación al fallo del TFN -Basff- detallando con destacada relevancia las siguientes docrtinas:

“En términos generales, el Excmo. Tribunal Fiscal ha señalado que corresponde analizar los contratos y las circunstancias particulares de la causa para así determinar si la regalía es o no una condición de venta. Siendo claro que no lo es cuando se trata simplemente del pago en concepto de retribución por el uso de la marca, con independencia de quien o quienes fueran los proveedores de las mercaderías y no para poder importar las mercaderías cuya fabricación encomendó.

En el mismo sentido se expidió la Cámara Federal.

La Sala IV, luego de analizar la situación de hecho planteada, concluyó que las regalías pagadas no guardaban relación con la mercadería importada “porque el licenciatario pudo haberlas fabricado él mismo o adquirirlas de terceras personas no vinculadas al licenciante.”. Señaló, además, que no había condición de venta “porque no se probó que hubiera vinculación y/o acuerdo alguno entre el licenciante y el vendedor que hiciera que este último no vendiese la mercadería sin pago del canon.”. Por lo demás, señalo que “no existe vinculación directa entre el licenciante y el propio comprador-importador y las actividades que el primero está facultado para desarrollar (control de calidad de modelos, autorización de muestras, etc.) no exceden de meros controles de calidad y, por ende, son insuficientes para inferir una condición de venta…”.

La misma Sala IV, en el caso Nestlé Argentina, amplió aún más el análisis señalando que no podría considerarse que exista relación entre mercadería y licencia cuando “se trata de mercaderías de uso corriente (no patentadas) y el comprador puede usar la marca de fábrica tanto si las adquiere del otorgante de la licencia, otro vendedor vinculado o independiente”. Señaló, a su vez, que “el requisito de la condición de venta refiere a la imposibilidad de separar la compra de los bienes importados del pago de los cánones o regalías, de manera que el vendedor pueda rehusar el negocio si no se los abona, o que el comprador tenga prohibido adquirir o importar las mercaderías objeto de valoración, legal y definitivamente, si no paga aquellos”, para concluir que “la adición de la regalía sólo podría justificarse en la medida que se produjeran situaciones que rebasen los meros controles de calidad y permitan presumir que el otorgante de la licencia controla efectivamente las condiciones de la venta de las mercaderías.”.

Del mismo modo, en el caso “World Sport”, la Sala III señaló que “la postura sostenida por el servicio aduanero en el sentido de que ´un canon siempre es condición de venta` no es acertada, resulta extrema y se aparta de las pautas que surgen del Acuerdo” y que “para determinar si existe o no una condición de venta en el sentido del art. 8.1.c) debe hacerse un cuidadoso análisis de los contratos involucrados y de los aspectos propios de cada transacción”. Teniendo en cuenta esas premisas, señaló que la importadora “no tiene que pagar un canon para poder comprar las mercaderías sino que lo abona sobre el producido de las ventas…” y que, “en el caso de no efectuar ventas en el mercado interno la importadora no debe pagar regalías a la licenciante, pero nada impide que subsista, sin embargo, la compra a su proveedor extranjero. Asimismo, el canon por el uso de la licencia Quicksilver se abona ya sea importada o fabricada en el país la indumentaria vendida.”. 

Por su parte, en el caso “Zara” la Sala V, señaló que el ajuste se fundaba en estimaciones, apreciaciones o presunciones insuficientes y que no se había corroborado que “el canon que pretende ser adicionado se relacione únicamente con las mercaderías importadas y, tal como se expuso, su cuantificación no solo resulta dificultosa si no que no fue debidamente justificada por el servicio aduanero al tiempo de practicar el ajuste ni al momento de apelar ante esta instancia.”.

Asimismo, en el caso Maestri, la Sala II sostuvo que, al no ser exigidas por el vendedor, el pago de las regalías no constituía condición de venta y que lo relevante era que el pago de las regalías no se había hecho para cumplir un acuerdo con el vendedor (ni por exigencia de éste), sino en virtud de un contrato de licencia entre el comprador y el licenciante ajeno al contrato de venta”.

También, el Dr. Juan Patricio Cotter (79) supo recordar que, “en la Argentina, el concepto de “condición de venta” ha tomado cierta notoriedad, a partir del fallo Ford Argentina SCA”. En donde la Corte Suprema de Justicia de la Nación, “ha señalado que si bien no había un documento que relacione el pago del canon con las mercancías importadas, el importador no ha logrado desvirtuar la afirmación del organismo aduanero, según la cual la concertación de la mencionada regalía, que surge del contrato de licencia, constituye la condición de venta requerida por el Acuerdo para la procedencia del ajuste, en razón de que para producir un producto marca Ford se requiere la importación de partes y piezas que sólo pueden ser provistos por empresas pertenecientes o vinculadas al grupo Ford Internacional”. Criterio que el Dr. Juan Patricio Cotter ha indicado no compartir, destacando que, “se ha considerado acreditada la existencia de condición de venta, sobre bases presuntivas. La Aduana ha afirmado su existencia, sin probarla y la Corte ha validado esta afirmación dogmática, por el sólo hecho de que el importador no lo ha desvirtuado. A nuestro entender, la condición de venta debe ser acreditada por quien invoca su existencia. No corresponde presumir que existe condición de venta por el simple hecho de que se trate de empresas vinculadas. Por otra parte, las regalías se encuentran relacionadas con la venta del bien final producido en la Argentina (en el caso automóviles) y no con las partes y piezas importadas que han sido adquiridas en el exterior. Y esto no ha sido analizado en profundidad por el Tribunal Superior…En definitiva y por lo hasta aquí expuesto, consideramos que corresponderá a los jueces, en cada caso concreto, realizar un acabado análisis de las situaciones de hecho que rodean a las operaciones traídas a estudio. Afortunadamente, ello es lo que ha ocurrido, en los pronunciamientos post Ford Argentina SCA”.

A modo de conclusión, consideramos oportuno recordar que los Estados Parte al procurar alcanzar el “Acuerdo de Valor” han pretendido dar un marco previsible, alejado de toda discrecionalidad, fotaleciendo -como base- el “valor de la transacción”. Y si bien puede concebirse la posibilidad de tener que realizar “ajustes”, éstos deben conformarse en línea a los preceptos que residen en el propio Acuerdo, y no sobre mecanimos que tiendan ir en su contra, retrotrayendo hacia lo que se ha querido abandonar, es decir, la aplicación de criterios ficticios o arbitrarios. En este sentido, compartimos las conclusiones realizadas por el Dr. Juan Patricio Cotter (80), al referir que, “los ajustes al valor de transacción sólo pueden realizarse en tanto se encuentren admitidos por el Acuerdo y si existen pruebas objetivas y razonables. Cuando la valoración se realiza de conformidad con lo previsto en el primer método, es decir el valor de transacción, corresponde adicionar al precio los pagos relativos a patentes, marcas, derechos de autor y demás cánones y derechos de licencia, no incluidos en el precio pagado o a pagar. En los casos de ajustes por cánones y licencias existen controversias en relación a la correcta interpretación del concepto de condición de venta. La doctrina de nuestros tribunales nos obliga a analizar cada caso en particular para determinar si el pago de las regalías ha sido exigido por el vendedor como condición de venta de las mercaderías. Es claro entender que la mera verificación del pago de regalías no justifica per se su adición al valor de transacción, incluso entre empresas vinculadas. Es preciso constatar la imposibilidad de separar la compra de los bienes importados del pago de las regalías para su adición. Pero en esa labor, el ajuste no puede basarse en presunciones y opiniones sobre lo que debió haberse pagado, en tanto se configuraría un valor arbitrario o ficto, en contra de lo dispuesto en el Acuerdo de Valor”.

Otros métodos para llegar al valor

Artículo 2 - Método 2 - Valor de transacción de mercancías idénticas

El valor de transacción se calcula de la misma manera con respecto a mercancías idénticas, que han de responder a los siguientes criterios: a) Ser iguales en todos los aspectos, con inclusión de sus características físicas, calidad y prestigio comercial; b) haberse producido en el mismo país que las mercancías objeto de valoración; y c) que las haya producido el productor de las mercancías objeto de valoración.

Para que pueda aplicarse este método, las mercancías deben haberse vendido al mismo país de importación que las mercancías objeto de valoración. Deben también haberse exportado en el mismo momento que las mercancías objeto de valoración o en un momento aproximado.

El Dr. Julio Carlos Lascano (81) señala que, la identidad se da en las características ontológicas de la mercadería y no en factores extrínsecos a ellas, como por ejemplo el uso distinto que pueda darles uno u otro comprador, o las diferencias en el precio de venta debidas a diferencias en el nivel comercial de los importadores. El autor recuerda que el Art. 15 indica, que por mercaderías idénticas se entenderá, a los efectos del Acuerdo, las que sean iguales en todo, incluidas sus características físicas, calidad y prestigio comercial, agregando que las pequeñas diferencias de aspecto no impedirán que se consideren como idénticas las mercaderías que en todo lo demás se ajusten a la definición. En este sentido, el Dr. Julio Carlos Lascano destaca que, el Comité Técnico considera mercaderías idénticas aquellas que resultan iguales en todo, incluyendo: a) Sus características físicas, b) calidad y c) prestigio comercial. 

Por su parte el maestro Miguel Galeano (82) resalta, que en el caso del rechazo del valor de transacción es necesario recurrir a los métodos secundarios de valoración y corresponde considerar el valor de transacción de mercaderías idénticas. Para la aplicación de este método de valoración deberán tenerse en cuenta los siguientes elementos: 1) determinar qué es una mercadería idéntica a las mercaderías objeto de valoración desde el punto de vista técnico, 2) determinar los factores que impiden, desde el punto de vista legal, que las mercaderías se consideren como idénticas, 3) escoger el precio correcto para las mercancías idénticas cuando existan dos más productos idénticos, 4) ajustar las diferencias de los costos y gastos que resulten de diferencias de distancia y de forma o modo de transporte. Así el Cdor. Miguel Galeano, quien fuera consultor técnico de la OMA, define como mercaderías idénticas las que sean iguales en todo, incluidas sus características físicas, calidad y prestigio comercial, destacando que las pequeñas diferencias de aspecto no impiden que se consideren como idénticas las mercaderías que en todo lo demás se ajusten a la definición. Asimismo, aclara que sólo se considerarán idénticas las mercaderías producidas en el mismo país objeto de valoración y que sólo se tendrán en cuenta las mercaderías producidas por una persona diferente cuando no existan mercaderías idénticas producidas por la misma persona que las mercaderías objeto de valoración. Más indica, que la aplicación de este método implica considerar el valor de transacción de una mercadería idéntica vendida para la exportación al mismo país de importación. No pudiendo considerarse antecedentes de cualquier época o antigüedad, sino que esas mercaderías deben haberse vendido y exportado en el mismo momento o en un momento aproximado al de las mercaderías a valorar.

Debe señalarse que se admiten algunas excepciones, en particular: a) cuando no existan mercancías idénticas producidas por la misma persona en el país de producción de las mercancías objeto de valoración, podrán tenerse en cuenta mercancías idénticas producidas por una persona diferente en el mismo país; b) las pequeñas diferencias de aspecto no impedirán que se consideren como idénticas las mercancías que en todo lo demás se ajusten a la definición. La definición excluye las mercancías importadas que incluyen trabajos de ingeniería, trabajos artísticos, etc., suministrados por el comprador al productor de las mercancías de modo gratuito o a precio reducido, realizados en el país de importación y que no hayan sido objeto de un ajuste en virtud del artículo 8.

Artículo 3 -Método 3-  Valor de transacción de mercancías similares

El valor de transacción se calcula de la misma manera con respecto a mercancías similares, que han de responder a los siguientes criterios: a) Que sean muy semejantes a las mercancías objeto de valoración en lo que se refiere a su composición y características; b) que puedan cumplir las mismas funciones que las mercancías objeto de valoración y ser comercialmente intercambiables; c) que se hayan producido en el mismo país y por el mismo productor de las mercancías objeto de valoración. 

Para que pueda utilizarse este método, las mercancías deben haberse vendido al mismo país de importación que las mercancías objeto de valoración. Deben también haberse exportado en el mismo momento que las mercancías objeto de valoración, o en un momento aproximado. Aplicando el semejante criterio que para el método anterior.

El Dr. Julio Carlos Lascano (83) advierte, que el concepto de mercaderías similares no se agota en las características intrínsecas del producto, sino que requiere también un juicio de valor sobre la aceptación de estos bienes en el mercado como artículos intercambiables. Señalando que esta noción tiene, de este modo, un alcance muy estrecho, limitado a aquellas mercaderías que son extremadamente parecidas en todos los aspectos significativos, tanto físicos como comerciales. En la práctica, casos de mercaderías similares son, por estas razones, bastante raros. La similitud puede presumiblemente encontrarse en mercaderías altamente estandarizadas.   

Artículo 4 – Búsqueda del valor mediante los alcances de los métodos siguientes

Si frente a la ausencia de poder lograr el alcance del valor de aduana con los tres primeros artículos – métodos – que dispone el Acuerdo, se establece la posibilidad de evaluar cuál es el método más apropiado para aplicar y obtener su resultado entre las opciones que del artículo 5 -método 4 - y artículo 6  -método 5- . Permitiendo que el importador pueda exponer su elección entre ambos en razón de existir, a su entender, mayores datos y/o elementos que puedan conformar el resultado buscado. En cualquiera de los casos, si se optara por el método 5 -artículo 6- y no se pudiese obtener el valor en aduana, se volverá al método anterior que fija el artículo 5.

Es importante tener en cuenta que la comunicación entre el servicio aduanero y el importador resulta vital para el encuentro del alcance del valor objeto de investigación. Ello, en orden a que para tales métodos, será prescindible contar con información, que en muchos casos no depende exclusivamente del importador, sino del fabricante o proveedor que deberá contribuir para sellar las dudas por medio de aquellos datos necesarios para la aplicación a estas metodologías que se pasan a desarrollar seguidamente.

Artículo 5 -Método 4- Valor deductivo

Ante la imposibilidad de llegarse al valor en aduana por los métodos anteriores, es decir, sobre la base del valor de transacción de las mercancías importadas o de mercancías idénticas o similares, se determinará sobre el precio unitario al que se venda a un comprador no vinculado con el vendedor la mayor cantidad total de las mercancías importadas, o de otras mercancías importadas que sean idénticas o similares a ellas, en el país de importación. El Dr. Julio Carlos Lascano (84) señala, que el valor deducido es el precio de venta de las mercaderías importadas (o en su defecto, de mercaderías idénticas o similares) en el país de importación acordado entre el importador y una persona no vinculada situada en el primer nivel comercial siguiente en la cadena de comercialización, con los ajustes previstos en la norma. Asimismo el Dr. Julio Carlos Lascano indica, que el método presta dos variantes, dependiendo de si las mercaderías se comercialicen en el mismo estado en que fueron importadas, denominado método deductivo o luego de recibir una transformación en el país de importación, dando ha lugar al método superdeductivo.    

De tenerse presente que el comprador y el vendedor en el país importador no deben estar vinculados y la venta debe realizarse en el momento de la importación de las mercancías objeto de valoración o en un momento aproximado, criterio que responde a todos los métodos en orden a un razonable y lógico esquema de relación cercana al tiempo de la transacción objeto de estudio. Señalando que, frente a la ausencia de ventas en el momento de la importación o en un momento aproximado, podrán utilizarse como base las ventas realizadas hasta 90 días después de la importación de las mercancías objeto de valoración. De alguna forma limitando a un plazo alineado a un sentido razonable para el alcance del precio veraz.

Precio unitario sobre la base de la venta mayor

Con arreglo al párrafo 1 del artículo 5, el valor en aduana debe establecerse sobre la base del precio unitario al que se venda la mayor cantidad total de las mercancías importadas o de otras mercancías importadas que sean idénticas o similares a ellas. Según la nota interpretativa de ese artículo, el precio unitario a que se venda la mayor cantidad total de las mercancías es el precio a que se venda el mayor número de unidades a personas no vinculadas al primer nivel comercial después de la importación al que se efectúen dichas ventas. Para determinar esa mayor cantidad total de mercancías, se reúnen todas las ventas realizadas a un precio dado y se comparar la suma de todas las unidades de mercancías vendidas a ese precio con la suma de todas las unidades de mercancías vendidas a cualquier otro precio. El mayor número de unidades vendidas a un precio representa la mayor cantidad total.

Deducciones

Como el punto de partida para calcular el valor deductivo es el precio de venta en el país de importación, es preciso efectuar las siguientes deducciones para reducir ese precio al valor en aduana pertinente: 

a) Las comisiones pagadas o convenidas usualmente: Aquí debe diferenciarse entre la comisión de venta que abona el exportador a su propio agente de ventas en el país importador, respecto a aquella que paga el exportador a su agente después de la importación, en tal sentido, la comisión a deducir es la segunda, como destaca el Dr. Julio Carlos Lascano (85), es una comisión por una venta doméstica no por una venta internacional como en el primer caso. Dado que primera forma parte del valor de transacción según lo dispone el art. 8 del Acuerdo. 

b) La suma de los suplementos por beneficios y gastos generales cargados en relación con las ventas: Aquí se debe considerar aquellos gastos que se relacionan con los beneficios de una reventa que se realiza luego de la importación. Tales conceptos deben guardar un incremento razonable para ser aceptados, atento que puede ocurrir que expresen valores muy amplios o todo lo contrario demasiados ínfimos. En orden a ello, estos deben guardar un sentido razonable para ser admitidos, en su defecto el servicio aduanero podrá realizar ajustes conforme a datos que pueda recurrir para tal determinación. 

c) Los gastos habituales de transporte y seguros en que se incurra en el país de importación: Recordando que toda importación detenta costos en relación al transporte y seguro, estos valores son parte de la deducción que se lleva a cabo en este método. Sin perjuicio de ello, se debe considerar que argentina, a los fines de llegar a la base imponible, le suma al valor de transacción el Flete y Seguro, dando lugar al denominado CIF (Cost, Insurance and Freight).

d) Los derechos de aduana y otros gravámenes internos pagaderos en el país importador por la importación o venta de las mercancías: Aquí se debe señalar que la deducción responde a todos los gravámenes, tanto los impuestos aduaneros, entre estos los derechos antidumping o compensatorios que pudieren corresponder, como así las tasas y aquellos tributos que alcancen a la venta. 

e) Valor añadido por el montaje o ulterior elaboración de las mercancías: Si la mercadería ha recibido una transformación, se podrá recurrir a utilizar esta mercancía, aun diferenciada de su estado original, en aquellos casos en donde no exista alguna idéntica o similar que se venda en el mercado del país importador. Pero de optarse por esta mercadería transmutada, se deberá, además de recortar los conceptos que correspondan para este método, deducir en forma precisa el valor que ha sido incluido en el proceso de su variación. Este método es reconocido como superdeductivo y como rescata el Dr. Juan Carlos Lascano (86), al resaltar la nota al Artículo 5, no será normalmente aplicable cuando, como resultado de la transformación ulterior, las mercancías importadas pierden su identidad. Sin embargo, la aduana deberá aceptar su aplicación en aquellos casos en los que, aun cuando las mercaderías importadas pierdan su identidad, sea posible determinar con precisión y sin excesiva dificultad el valor agregado para la transformación. Precisando así el Dr. Juan Carlos Lascano que, es importante tener en cuenta que el método del valor deducido, tratándose de mercaderías que se revenden en el país después de su transformación, no puede ser aplicado de oficio por las autoridades cuando no se ha podido determinar el valor en aduana a través de alguno de los métodos precedentes. Solamente se puede recurrir a este método a solicitud del importador, como claramente se indica en el Art. 5.    

Artículo 6 -Método 5- Valor reconstruido

Este método es casi considerado la última alternativa para obtener el valor en aduana. Tiene su sentido por cuanto la reconstrucción del valor a partir de una revisión de costos de producción y todo los conceptos que pudieron haber influido en el proceso de la obtención del producto más su venta, resulta dificultoso a la hora de aplicación. A los fines de procurar llevar adelante esta metodología de valor, el Acuerdo ensaya los elementos que deben ser considerados para su ejercicio al momento de su utilización. Y para ello adopta una regla: Costo de producción es igual a valor de los materiales y de la fabricación. Pero a ello se debe también contemplar otros conceptos que incluyen al precio en términos de la operación comercial internacional.

Valor de los materiales: Materias primas tales como madera, acero, plomo, arcilla, textiles, etc.; gastos en que se haya incurrido para llevar las materias primas al lugar de producción; subconjuntos, como circuitos integrados y elementos prefabricados que finalmente hayan de armarse. 

Gastos de fabricación: Costo de la mano de obra,  gastos de montaje cuando se trate de una operación de montaje en vez de un proceso de fabricación, y gastos indirectos en concepto, por ejemplo, de supervisión y mantenimiento de las fábricas, horas extraordinarias, entre otros. El costo o valor se determinará sobre la base de la información relativa a la producción de las mercancías objeto de valoración, proporcionada por el productor o en su nombre. De no estar incluidos supra, se añadirán el costo de los embalajes y los gastos conexos, los servicios auxiliares, los trabajos de ingeniería, los trabajos artísticos, etc. realizados en el país de importación.

Otros conceptos: A esto habrá que sumar beneficios y gastos generales, reflejados habitualmente por los productores del país de importación en las ventas de mercancías de la misma especie o clase del país de exportación al país de importación, sobre la base de información facilitada por el productor. Se entiende por mercancías de la misma especie o clase las mercancías comprendidas en el grupo o gama de productos producidos por un determinado sector o rama de producción, que comprenden las mercancías idénticas o similares. La cantidad en concepto de beneficios y gastos generales ha de considerarse como un todo (es decir, la suma de ambos conceptos). Los gastos generales podrían incluir los gastos de alquiler, electricidad, suministro de agua, gastos jurídicos. Asimismo, se deberán añadir al precio otros gastos, como el costo del transporte de las mercancías importadas hasta el puerto o lugar de importación; los gastos de carga, descarga y manipulación ocasionados por el transporte de las mercancías importadas hasta el puerto o lugar de importación y el costo del seguro.

Respecto a este método el Dr. Julio Carlos Lascano (87), destaca que para su aplicación, no es necesario que las mercaderías sujetas a valoración se hayan importado como consecuencia de una venta para exportación al país de importación. Por ende, podrán tomarse en cuenta los beneficios y gastos generales reportados por el productor de las mercaderías importadas que no las ha vendido para exportación, siempre que ellos sean consistentes con los beneficios y gastos generales resultantes por lo general de las ventas para exportación al país de importación de mercaderías idénticas o similares efectuadas por productores que venden a importadores de un modo consistente con las prácticas comerciales entre parte no vinculadas.

Artículo 7 -Método 6-  Criterios razonables

Cuando el valor en aduana no pueda determinarse por ninguno de los métodos citados anteriormente, podrá contemplarse el alcance del valor mediante “criterios razonables, compatibles con los principios y las disposiciones generales del Acuerdo y del artículo VII del GATT, sobre la base de los datos disponibles en el país de importación”. 

En la mayor medida posible, este método deberá basarse en los valores y métodos determinados anteriormente, con una flexibilidad razonable en su aplicación y siempre evitando sustentarse sobre valores ficticios o arbitrarios. Como recuerda el Dr. Héctor H. Juárez (88), el objetivo primordial del Acuerdo es suministrar un solo sistema que sea equitativo, uniforme y neutral de valoración de mercaderías importadas a efectos de aduana, conforme a las realidades comerciales. De esta forma, se prohíbe usar valores arbitrarios o ficticios. El Acuerdo determina que la valoración en aduana se debe realizar basándose, en la medida de lo posible, en el precio real de los bienes a ser valorados.

 En orden a ello, el criterio aquí comentado, debe abrazar la razonabilidad y lejos de todo valor ficticio o arbitrario. Así entonces nunca podrá sustentarse en: a) precio de venta de mercancías en el país de importación -fabricadas en el país de importación-; b) un sistema que prevea la aceptación, a efectos de valoración en aduana, del más alto de dos valores posibles (deberá utilizarse el más bajo); c) el precio de mercancías en el mercado interno del país de exportación (la valoración sobre esta base sería contraria al principio enunciado en el preámbulo del Acuerdo de que “los procedimientos de valoración no deben utilizarse para combatir el dumping”); d) un costo de producción distinto de los valores reconstruidos que se hayan determinado para mercancías idénticas o similares (la valoración debe realizarse sobre la base de los datos disponibles en el país de importación); e) el precio de mercancías vendidas para exportación a un tercer país (dos mercados de exportación han de tratarse siempre como separados y el precio establecido para uno no debe controlar el valor en aduana en el otro); f) valores en aduana mínimos (a menos que un país en desarrollo se haya acogido a la excepción que permite la utilización de valores mínimos); g) valores arbitrarios o ficticios (esta prohibición se refiere a sistemas que no basen sus valores en lo que en realidad ocurre en el mercado, reflejado en los precios, ventas y costos reales; han de excluirse también los motivos de la importación o venta de las mercancías).

Es concluyente que el acuerdo (GATT) establece métodos claros para llegar a la determinación del valor de la mercadería y que tanto la aduana como los importadores deben avenirse a éstos conforme resultar ser Ley. En este encuadre, es que nos alineamos con lo señalado por el Dr. Juan Carlos Vazquez (89) al indicar: “A nuestro entender y a diferencia de otras opiniones, no dudamos en sostener que el servicio aduanero puede valorar de acuerdo a un método distinto al de transacción, pero, para ello, sólo puede recurrirlo cuando se cumplan y agoten, como mínimo, los siguientes pasos fundamentales.

A) Cumplimentar el procedimiento administrativo necesario para el dictado de un acto que decida desestimar el precio declarado como de transacción, debiéndose motivar en lo siguiente:

a) los hechos y antecedentes de la importación controlada crean una duda “razonable” sobre la veracidad del precio declarado, por los elementos del valor, características de la transacción o por su documentación respaldatoria;

b) esta duda “razonable”, por su parte, debe estar corroborada por la existencia de un estudio previo de valor, debidamente fundado y demostrativo de la duda expuesta, si ésta resultare de comparaciones con valores aceptados por mercaderías idénticas o similares, se deberá tener en cuenta un universo de operaciones declaradas como transadas ajustándolas a las condiciones previstas por el Acuerdo, si en cambio la misma derivare de deducciones logradas a partir del precio de venta en el mercado interno del país de importación de mercaderías idénticas o similares, o de aplicar la reconstrucción a partir del costo de fabricación en el país de exportación o en su defecto, de obtener por aplicar el método del último recurso de las fuentes y documentos respaldatorios;

c) en que ese estudio de valor demuestre que, el precio declarado por el importador, tenga diferencia y aparezca como desproporcionado con la realidad del mercado. 

B) Inmediatamente de desestimar el precio declarado como transacción se deberá resolver, conforme el orden sucesivo, por el método sustitutivo aplicable para determinar el valor en aduana de las mercaderías y, en consecuencia, ordenará la formulación del cargo suplementario por eventuales diferencias tributarias que deba pagar el importador.” 

Concluyendo el Dr. Juan Carlos Vazquez (90), “luego de la vigencia de la Ley 24.425, que introduce la decisión de Marrakech, estimamos que se deberá, con carácter previo al estudio de valor, dar cumplimiento al mecanismo de consulta para con el importador, quien de esta forma podrá ejercer su derecho de defensa para sostener la veracidad o exactitud del precio declarado.”  

Por ultimo, debe señalarse que la Argentina adoptó, a los fines de establecer la base imponible que servirá a los efectos de la determinación del derecho de importación, el valor de aduana obtenido sobre los métodos que establece el acuerdo mencionado, más el costo del seguro y flete. De esta forma, la base imponible en los tributos aduaneros aplicables en las destinaciones de carácter definitiva, se sustenta en el CIF -costo, seguro y flete-

La determinación del valor de una mercadería encuentra una razón fundamental para la obtención de la base imponible que servirá a los fines de asegurar el debido pago de los tributos que puedan corresponder en orden al régimen a aplicar. Dando seguridad a ambas partes involucradas, tanto al sujeto pasivo quien se obliga al pago del impuesto o tasa, como al sujeto activo que fiscaliza la debida acción de cancelar. 

La República Argentina al suscribir el acuerdo que ampara los métodos de alcance del valor para las mercaderías que responden a una importación  (GATT), realizó la reserva de incorporar al valor en aduana el concepto de seguro y flete a fin de lograr el alcance de la base imponible. Consecuentemente, la base imponible en materia aduanera para las importaciones será la suma del valor en aduana más flete, más seguro. Dando el resultado del componente Incoterms CIF, que refiere en ingles a Cost, Insurance. Freight.

Recordamos que La International Chamber of Commerce (ICC) en español, Cámara Internacional de Comercio, es la institución creadora, revisora y redactora de los Incoterms. Mediante estas reglas de carácter internacional y estandarizado, ha llevado a su adopción y uso generalizado por parte de los compradores y vendedores de todos los sectores, incluyendo a los transportistas, aseguradoras, despachantes de aduana, consultores de comercio exterior, agentes de transporte y a la misma aduana, a utilizarlas en las transacciones de bienes tangibles a nivel internacional, siendo una regla importante y precisa para los contratos de compraventa. Así entonces, consideramos oportuno realizar un análisis de estas reglas seguidamente

INCOTERMS

Los Incoterms -International Commercial Terms-, cuya traducción al español corresponde a términos de comercio internacional, resultan en la práctica fundamentales para la indicación de las condiciones de entrega de las mercaderías en el comercio internacional. Desde el año 1936, la Cámara de Comercio Internacional (CCI) o International Chamber of Commerce (ICC) es la encargada de la elaboración de estos términos, los cuales son objeto de una debida revisión, a partir de las evoluciones que se denotan en el comercio internacional, para su correspondiente actualización periódica. Así se han ido realizando diferentes modificaciones con el correr del tiempo. Se destacan las de 1945, 1953, 1967, 1976, 1980, 1990, 2000, 2010. El 1 de enero de 2020 entraron en vigencias las nuevas modificaciones que se introducen en esta etapa revisora. Considerando importante resaltar ciertos puntos respecto de este fundamental mecanismo indicativo que no admite la posibilidad de su desconocimiento para quienes actúan en el comercio internacional. 

El objetivo de los INCOTERMS® es indicar las condiciones de entrega de las mercancías del comercio internacional, aclarando los costos de las transacciones entre las partes -comprador/vendedor-, delimitando las responsabilidades de estos sujetos. Si bien ninguna norma internacional o nacional establece estos términos, han sido adoptados voluntariamente como base fundamental para la utilización y señalización de las reglas en las operaciones comerciales internacionales por las partes intervinientes, generando un uso y costumbre. A partir de ello, diferentes normativas las han adoptado al describir términos de las operaciones de comercio exterior, como resultan de los marcos aduaneros de diferentes naciones.

Las reglas INCOTERMS®

1.- Resultan once términos comerciales de tres letras, que exteriorizan las prácticas en los contratos de compraventa de mercancías, describiendo las obligaciones, los riesgos y los costos de cada parte -comprador/vendedor- .

2.- No son un contrato de compraventa; pueden formar parte de ese acuerdo comercial cuando se incorporan, pero en ningún caso lo sustituyen. Reflejan la condición del contrato en la práctica comercial de cualquier mercadería. En este sentido, las reglas INCOTERMS® no se ocupan de la existencia de un contrato de compra venta, ni de especificaciones de las mercaderías, ni de los términos de pago, ni de las soluciones jurídicas en caso de incumplimientos del contrato de compraventa, ni de los efectos de la demora en la entrega u otros incumplimientos del propio contrato de compraventa. Tampoco de los efectos de las sanciones, la determinación e imposición de aranceles,  la prohibición de exportar o importar, la fuerza mayor, la excesiva onerosidad o los derechos de propiedad intelectual. No es de su incumbencia el sistema, sede o legislación sobre resolución de controversias en caso de tal incumplimiento, ni se ocupa de la transmisión de propiedad y/o título y/o posesión de la mercancía vendida.

3.- La totalidad de los INCOTERMS® pueden utilizarse, por eso siempre es importante indicar el año de la versión al momento de indicarse. Esto resulta fundamental para evitar dificultades futuras con respecto a saber qué reglas INCOTERMS® se aplican al caso. En orden a las condiciones que puedan pactarse entre las partes, se debería especificar la regla INCOTERMS® de la siguiente forma: FOB INCOTERMS2010.

4.- La indicación del lugar al lado de la regla INCOTERMS® es de gran importancia. Con excepción de las reglas C, el lugar designado indica dónde se entrega la mercancía y esto determina dónde se transmite el riesgo de vendedor a comprador. En este marco, debe destacarse que en las reglas D el lugar designado es el lugar de entrega y el lugar de destino, y el vendedor debe organizar el transporte hasta dicho punto; Reglas C: el lugar designado indica el destino hasta donde el vendedor debe organizar y pagar el transporte de la mercancía, que no es el lugar o puerto de entrega. Ej: FCASanghaiINCOTERMS2020.

Los INCOTERMS® vigentes desde el 2010, son: EXW,  FCA, CPT, CIP, DAT, DAP, DDP, FAS, FOB, CFR, CIF y a partir del 1 de enero 2020, se incorporó versión 2020: EXW,  FCA, CPT, CIP, DAP, DPU, DDP, FAS, FOB, CFR, CIF, cuyos alcances generales, resultan ser:

EXW – En Fabrica

FCA – Franco Porteador

CPT – Transporte Pagado Hasta

CIP – Transporte y Seguro Pagados Hasta

DAP – Entregada en Lugar

DPU – Entregada en Lugar Descargada

DDP – Entregada Derechos Pagados

FAS – Franco al Costado del Buque

FOB – Franco a Bordo

CFR – Costo y Flete

CIF – Costo, Seguro y Flete

La versión INCOTERMS2020 procura ayudar a la comunidad comercial internacional para que sus operaciones sean más fluidas. De este modo, se mejoró la presentación para orientar a los usuarios hacia la regla correcta para sus contratos de compraventa. De esta forma, se actualizan las notas de orientación, que pasan a ser notas explicativas para cada regla de INCOTERMS®. Se explican la demarcación y la conexión entre el contrato de compraventa y sus contratos accesorios y se reordena el contenido de las reglas INCOTERMS®, dando más prominencia a la entrega y el riesgo.

Los cambios efectuados por ICC para INCOTERMS 2020

1. Conocimientos de embarque con la mención “a bordo” y la regla INCOTERMS FCA

2. Costos: donde se enumeran

3. Diferentes niveles de cobertura de seguro en CIF y CIP

4. Disposición del transporte con los medios propios de transporte del vendedor o del comprador en FCA, DAP, DPU y DDP

5. Inclusión de requisitos relacionados con la seguridad en las obligaciones y costos del transporte

6. Notas explicativas para los usuarios

Las Notas explicativas para los usuarios resultan de gran valor, ya que explican los fundamentos de cada regla INCOTERMS2020, cuándo deben utilizarse, cuándo se transmite el riesgo entre una parte vendedora y la compradora, cómo se reparten los costos entre estos sujetos. Asimismo, recurrir a las notas explicativas en la versión 2020 posibilita determinar las precisiones de los artículos que suministran la claridad de los alcances de las reglas. Ejemplo: En el nuevo orden de los artículos dentro de las reglas INCOTERMS2020, los costos aparecen ahora en el artículo A9/B9 de cada regla INCOTERMS, lo que implica una reubicación. Por ello, la finalidad de estos cambios buscó otorgar mayor ayuda a las empresas, al momento de escoger la regla INCOTERMS más adecuada para sus requisitos comerciales.

Se ha realizado una reestructuración del orden interno. A partir de ello, se establecen diez artículos de cada regla INCOTERMS2020, a saber:

A en referencia al vendedor y B refiere al comprador.

A1/B1 Obligaciones generales

A2/B2 Entrega/recepción

A3/B3 Transmisión de riesgos

A4/B4 Transporte

A5/B5 Seguro

A6/B6 Documento de entrega/transporte

A7/B7 Despacho de exportación/importación

A8/B8 Comprobación/embalaje/marcado

A9/B9 Reparto de costos

A10/B10 Notificaciones

Los INCOTERMS® para uso de transporte multimodal, son EXW, FCA, CPT, CIP, DAP, DPU, DDP y marítimo, FAS, FOB, CFR, CIF

La versión 2020 de INCOTERMS® introduce la regla DPU, que determina “Entrega en el Lugar Descargada”. Aquí debe señalarse que la ICC ha decidido introducir dos cambios en DAT y DAP. Primariamente invierte el orden en el que se presentan estas dos reglas INCOTERMS2020. De esta forma DAP (donde la entrega se produce antes de la descarga) se presenta en INCOTERMS2020 antes que DAT. Asimismo, el nombre de la regla DAT se cambio a DPU (Entrega en el Lugar Descargada) recalcando la posibilidad de que el lugar de destino podría ser cualquier lugar y no solamente una terminal. Atento que en INCOTERMS2010, en la regla DAT, el vendedor entregaba la mercadería una vez descargada de los medios de transporte de llegada en una terminal y las notas de orientación de DAT en INCOTERMS2010 la palabra terminal está definida ampliamente para incluir cualquier lugar, cubierto o no. Es importante destacar que si dicho lugar de entrega no está en una terminal, la parte vendedora deberá asegurarse de que el lugar pueda descargar. Si bien la versión INCOTERMS2020 deja de lado el término DAT frente a la modificación señalada, éste podrá seguir siendo usado por las partes contratantes. Pero siempre debe indicarse su año de versión. Ej.: DAT INCOTERMS2010.-Mientras que en INCOTERMS2010 imponían al vendedor la obligación de obtener a sus propias expensas un seguro de la carga que cumpliera al menos con la cobertura mínima dispuesta por las Cláusulas de Carga del Instituto (C), en la versión INCOTERMS2020 se mantiene para la regla CIF, pero para CIP el vendedor debe obtener ahora una cobertura de seguro que cumpla con las Cláusulas de Carga del Instituto (A) aumentando la cobertura obtenida por el vendedor en beneficio del comprador. Esto no implica que las partes puedan convenir un nivel inferior de cobertura. Por último, recordamos que la versión INCOTERMS2020 en su totalidad entró en vigencia el 1 de enero de 2020.


CUADRO – GATT – REGLAS PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR EN ADUANA


A los mejores efectos de una visión de los métodos que prefija el ARTÍCULO VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, se ilustra un cuadro exponiendo para cada método, sus fundamentos primarios y escala taxativa que debe ser respetada por las Aduanas en búsqueda del llegar al valor en aduana de la mercadería objeto de importación definitiva.
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ARTÍCULO 651. - 1. Cuando los elementos que se tienen en cuenta para la determinación del valor o del precio pagado o a pagar estuvieren expresados en una moneda distinta a la nacional de curso legal, el tipo de cambio aplicable para la conversión será el mismo en vigor que, para determinar todos los elementos necesarios para liquidar los derechos de importación, establecen los artículos 637 y 638. 

2. A los fines del apartado 1, la Administración Nacional de Aduanas determinará el tipo de cambio aplicable. 

El presente artículo precisa que frente a la necesidad de la conversión de una moneda a la vigente localmente, se deberá considerar el tipo de cambio que refiera el momento imponible enunciado en el artículo 637, al referir a el momento imponible regular y al artículo 638 respecto a el momento imponible irregular. Asimismo, el aparatado segundo, destaca que la Aduana determinará el tipo de cambio aplicable. Aspecto que siempre debe estar en línea a lo que concretamente prescribe la Ley, no pudiendo ser discrecionalmente. Sobre este particular esquema de importancia para establecer el tipo de cambio, hacemos presente las consideraciones vertidas al tratar el artículo 639 del Código Aduanero.

ARTÍCULO 652 A 659 – Derogados por el art. 18 DNU 1026/1987.

Como fuera señalado en los artículos 641 a 651, el 25 de junio de 1987 se publicó en Boletín Oficial el Decreto de Necesidad y Urgencia (DNU) 1026 (Aunque en realidad la denominación “Decreto de Necesidad y Urgencia” comienza constitucionalmente a tener vigencia a partir de la reforma constitucional de 1994), mediante el cual disponía la aplicación del artículo VII del Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros y Comercio G.A.T.T. y su respectivo Protocolo, firmados en Ginebra -Suiza- el 12 de abril y el 1 de noviembre de 1979, respectivamente. Marcos internacionales aprobados por Ley 23.311 (B.O.15.07.1986).

De esta forma la República Argentina adopta el sistema de valoración armonizado y neutro establecido por el Acuerdo GATT, dejando sin efecto aquellos artículos del Código Aduanero alejados de tales nuevas premisas. 

Así, el artículo 18 del DNU nro.1026/1987 estableció: “A los fines de la Ley 23.311 y del artículo 1184 del Código Aduanero, se considerará que las disposiciones de este último cuerpo legal, referidas a la determinación del valor en aduana de las mercaderías que se importan para consumo, quedarán sustituidas por las correspondientes de la Ley 23.311 a partir del 1º de enero de 1988, en cuya oportunidad se entenderá que quedan automáticamente derogados los artículos 641 a 650 y 652 a 659 del mencionado Código y toda otra disposición que se oponga a la Ley 23.311.”

ARTÍCULO 660. - El derecho de importación específico es aquél cuyo importe se obtiene mediante la aplicación de una suma fija de dinero por cada unidad de medida. 

El derecho de importación especifico diferenciándose del ad valorem resulta ser una suma fija de dinero por cada unidad de medida que se determine en razón del tipo y especie de mercadería afectada a una importación de carácter definitiva. Así es que podrá utilizarse como referencia, el peso, metraje, graduación alcohólica, o cualquier otra característica. Asimismo, tal como lo indica la exposición de motivos, este tipo de tributo se podrá fijar sobre una cantidad determinada, ejemplo: por cada 10 unidades. Esto presupone que, si existe con antelación la precisión de la cuantía que se deberá abonar en concepto de este impuesto sobre la base de una medida especifica y predeterminada respecto a ciertas mercancías o una en particular, su liquidación y fiscalización para la aduana resulta ágil y menos engorrosa. Pero ciertamente el monto de este impuesto, al estar alineado a una suma fija, no será fácil su actualización cuando debe realizase mediante una norma concreta. Obviamente, por cuanto no podrá fluctuar como en el caso anterior -ad valorem- a través de la variación del valor de la mercancía objeto de ingreso al territorio aduanero y esto impondrá un estado de incertidumbre por las necesidades de modificaciones que se verán con demoras y sus efectos podrían verse ineficaces y hasta generar especulaciones ventajosas para los importadores de mayor valor. 

Los Dres. Mario Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor Vidal Albarracín, Juan P. Cotter (h), Ana L. Sumcheski, Guillermo Vidal Albarracín (h) (91), al referirse a los antecedentes de este tipo de tributo, señalan que, “antes de la Segunda Guerra Mundial se utilizaba el sistema especifico en casi todo el mundo. Por excepción, algunos países combinaban los derechos específicos con los ad valorem (así p. Ej. Los Estados Unidos el Commonwealth y algunos países sudamericanos). Pero la situación varió sustancialmente después de la Segunda Guerra Mundial pues, a partir de entonces, comenzó a generalizarse la variante ad valorem admitiéndose, no obstante, excepciones a favor de la imposición especifica”. Agregando que, “la evolución fue determinada por la concurrencia de diferentes circunstancias, en especial por la función predominante que pasó a cumplir el sistema arancelario en relación con la protección de las producciones nacionales, lo cual podía lograrse aplicándose derechos a la entrada en la medida apropiada. Lo difícil es determinar esa medida, ya que esto excede las razones técnicas para vincularse con el arte de gobernar”   

El devenir de la globalización y las reglas de valor establecidas por el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio -GATT-, llevó en mayor grado a aplicar en el seno de la comunidad internacional el derecho ad valorem, dejándose en términos generales al especifico. 

Debe denotarse que expresamente el artículo 663 del Código Aduanero precisa que este tipo de impuesto corresponde ser fijado por Ley, en clara línea con el precepto constitucional que en materia tributaria delimita la potestad en el Congreso de la Nación -art. 4, 17, 75 inc. 1-, tanto para este tipo de tributos como para cualquiera de sus especies. A pesar de ello, deja la posibilidad al Poder Ejecutivo de establecer este impuesto cuando concurran situaciones especificas que comentaremos al analizar el artículo 663 del Código Aduanero.

ARTÍCULO 661. - Cuando la unidad monetaria en que se hubiera establecido el importe a que se refiere el artículo 660 no fuere de curso legal en la Nación, su conversión se efectuará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 639. 

A los fines de la conversión de la moneda a la correspondiente de curso legal vigente en el territorio nacional, se deberá llevar adelante mediante el esquema que se establece en términos de lo que fija el momento imponible. Recordando que, como fuera señalado al comentar el artículo 639 del Código Aduanero, el momento imponible fija, no tan solo el régimen a aplicar, la alícuota, la base imponible, sino el tipo de cambio. Consecuentemente, ante los casos que deba aplicarse una conversión de la moneda que no resulta de curso legal, se deberá aplicar el tipo de cambio que presente al tiempo del correspondiente momento imponible regular o irregular, en orden a lo normado por el artículo 637 o 638 del Código Aduanero respectivamente, y según los términos que establece la Ley para cada hecho generador de la obligación. 

ARTÍCULO 662. - El derecho de importación específico podrá operar como derecho de importación único o bien como máximo, mínimo o adicional de un derecho de importación ad valorem. 

El derecho de importación especifico es una especie del tributo denominado derecho de importación, tan igual que el ad valorem. Resultando compatibles ambas especies ante su imposición. Es decir, que no son dos tributos diferentes, sino un mismo gravamen que se presenta en forma diferenciada, con la particularidad de que la Ley prevé la posibilidad de que convivan en forma conjunta en la determinación de un mismo hecho imponible. Pudiendo ser único o adicional al derecho de importación ad valorem y hasta servir para actuar como parámetro en una escala de mínima o máxima imposición tributaria ante una destinación de importación para consumo. Es importante recordar que siendo un derecho de importación, su aplicación en forma única o adicional con el derecho de importación ad valorem, no puede exceder del 35 %, por efecto de los Acuerdos suscriptos por Argentina en términos del Acta Final de la Ronda de Uruguay y del Acuerdo de Marrakech -Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y el Comercio ratificado por Ley 24.425 (B.O. 05.01.1995)-.

La Dra. Cora M. Musso (92), supo señalar que, (sus conceptos los hemos divido en 7 puntos, pero guardan expresa identidad con el fallo):  

1.- “Que la ley 24.425 aprueba el Acta Final de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, las Decisiones, Declaraciones  y el Acuerdo de Marrakesh por el que se crea la OMC y entre otros el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 -Anexo 1A-“.

2.- “Que en la lista LXIV del citado acuerdo la Argentina consolidó un derecho de importación máximo del 35% ad valorem con excepción de las mercaderías que taxativamente se mencionan en el documento. Que la actora solicita la devolución de los importes pagados  en concepto de derechos de importación en cuanto exceden el 35% del arancel ad valorem consolidado por la Argentina en la Lista LXIV.”

3.- “Que al momento de registro de los DI se liquidaron derechos ad valorem del 20% constando en el cuerpo de los despachos derechos según Dto. 998/95, Res. MEYOSP 299/96, 32/96 y 597/97 -derechos específicos-.DI 22.335-4/97 (registrado el 31-1-97) Item 3: PA 57.03.30.00: derechos ad  valorem 20% y derechos específicos Decreto 998/95 u$s 1,10 por KG, importe que asciende a la suma de u$s 13.265,52 (campo 28 del DI).DI 89.717-1/97 (registrado el 1-8-97) Item 4: PA 5703.30.00: derechos 20% y derechos específicos Res. 32/96 y 597/97 u$s 1,08 por Kg., importe que asciende a 6.460,06 (campo 28 del DI)”.

4.- “Que el Decreto n° 998/95, en su artículo 9°, dispuso fijar hasta el 31 de diciembre de 1996 los derechos de importación específicos que se detallan en las planillas que, como Anexo IX, forman parte integrante del mismo. A su vez, la Resolución MEOSP n° 22/97, (B.O.10-1-97) en su artículo 1°, dispuso textualmente: “Mantiénese la vigencia hasta el 31 de agosto de 1997 de los derechos de importación específicos mínimos (DIEM) vigentes al 31 de diciembre de 1996 aplicables a las posiciones arancelarias comprendidas entre los capítulos 51 y 63 de la Nomenclatura Común del Mercosur (NCM) consignadas en el Anexo IX del decreto 998/95”. En su artículo 2° estableció que la presente resolución comenzaría a regir a partir del 1° de enero de 1997”.

5.- “Que a CNACAF en las causas “RBK Argentina SA” (expte. TFN 9434-A) y “Tia SA” (Expte TFN nº 9300 ) sentencias del 3 y 12 de octubre de 2000 –respectivamente señaló que la Argentina adhirió a la Convención de Viena, en cuyo art. 27 se dispone que “una parte no podría invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”, puntualizando la jurisprudencia de la CSJN respecto de la supremacía de los  tratados recaída en Fallos 315:1492 , agrega que de acuerdo con el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional -con la reforma del año 1994- “los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes” y que cuando la Nación ratifica un tratado que firmó con otro Estado se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos que ese tratado contemple, siempre que contenga descripciones lo suficientemente concretas de tales supuestos de hechos  que hagan posible su aplicación inmediata”.

6.- “Que en la Lista LXIV derivada del Acuerdo de Marrakesh la Argentina consolidó un derecho o gravamen máximo para las importaciones del 35% ad valorem con excepción de las mercaderías que se mencionan taxativamente en el documento. Al respecto señala la Cámara que: “Es así que el estado Nacional en una decisión cuyo acierto o conveniencia no puede ser materia de debate en los tribunales ha comprometido su voluntad frente al concierto de las Naciones que intervienen en la Organización Mundial de Comercio de mantener un límite máximo de tributación a ingreso de mercaderías en el 35% ad valorem salvo en aquellos supuestos mencionados expresamente en la negociación y, posteriormente cuando se presenten casos de dumping o de importaciones que por sus valores declarados puedan poner en peligro la industria nacional, pero para la procedencia de estos últimos supuestos se requiere, tanto en los tratados suscriptos por la República, cuanto en la misma legislación nacional interna  el cumplimiento de una serie de recaudos para demostrar sea la existencia de las maniobras de dumping, sea el perjuicio a la industria que pueda ocasionar  en razón de los precios declarados la importación de determinadas mercaderías”.

7.- “Que tratándose en el caso de autos, de importaciones procedentes de un país miembro de la OMC y armonizando las normas de la Ley 24.425 y el Dto. 998/95, por aplicación de la jurisprudencia de la CSJN en el sentido de que “la interpretación de las leyes debe efectuarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero  el que las concilie y deje a todas con valor y efecto” (Fallos 269:372, 297:142, 300:108.) y no surgiendo la existencia de causa o motivo alguno del que derive la aplicación de un derecho superior al 35% consolidado por la Argentina en la Lista LXIV, corresponde hacer lugar a la devolución solicitada, cuyos pagos ( en demasía) se encuentran acreditados a fs. 35, de ambas actuaciones administrativas”.

Tanto el Tribunal Fiscal de la Nación, como la Justicia en lo Contencioso Administrativo Federal, han resuelto que el limite en la aplicación del derecho de importación encuentra un tope en los términos que dispone el Acuerdo GATT y que fuera ratificado por el Congreso de la Nación a partir de Ley 24.425. Con la particularidad de que ese limite no refiere a cada especie de derecho de importación, sino al total gravado, sin perjuicio de tratarse de un derecho de importación especifico o ad valorem, o se aplique en forma conjunta. 

ARTÍCULO 663.- El derecho de importación específico debe ser establecido por ley. No obstante, el Poder Ejecutivo queda facultado a establecer derechos de importación específicos cuando concurrieren los siguientes supuestos: 

a) que la importación para consumo de la mercadería sujeta a un derecho de importación ad valorem causare o pudiere causar un perjuicio a una actividad productiva que se desarrollare o hubiere de desarrollarse en un futuro próximo dentro del territorio aduanero; 

b) que dicho perjuicio no pudiere evitarse mediante una modificación del porcentual del correspondiente derecho de importación ad valorem, ya sea directamente o bien a través de una apertura en la nomenclatura arancelaria correspondiente para establecer un derecho de importación ad valorem diferencial; y

c) que, con relación a la mercadería de que se tratare, se diere alguna de las siguientes situaciones: 

1) que existiere una diferencia sensible entre los valores en aduana de mercadería idéntica o similar, debida a variaciones en los costos de los factores de producción; 

2) que el precio pagado o por pagar por dicha mercadería resultare admisible como base de valoración en virtud de lo dispuesto en el artículo 653, pero que el valor en aduana resultante fuere sensiblemente inferior al precio a que se cotizare mercadería idéntica o similar en los mercados internos de los principales países exportadores al territorio aduanero, en condiciones comerciales comparables; 

3) que el precio pagado o por pagar por dicha mercadería fuera admisible como base de valoración, pero que el valor en aduana correspondiente fuere consecuencia de un precio de exportación calculado en tal forma que, para los importadores, el costo de la mercadería, una vez librada al consumo por la aduana, resultare igual al de mercadería idéntica o similar producida en el territorio aduanero; 

4) que, por constituir un producto fin de serie, dicha mercadería fuere beneficiada con una reducción de precio que resultare admisible para la determinación de su valor en aduana; o

5) que, por ser usada, reacondicionada o no, dicha mercadería fuere beneficiada con una reducción de precio que resultare admisible para la determinación de su valor en aduana. 

Los tributos aduaneros como todas las contribuciones que fija el Congreso de la Nación, detentan la finalidad que deviene del artículo 4 de la Constitución Nacional, es decir, abastecer los recursos del tesoro nacional a fin de posibilitar que el Estado ejecute las acciones que la propia constitución establece para su cometido. Pero a los impuestos aduaneros, se le suman otros objetivos, entre éstos el de procurar resguardar la industria y producción nacional. 

En este sentido, el derecho de importación especifico, en términos del artículo 663 del Código Aduanero otorga al Poder Ejecutivo la posibilidad de aplicar este gravamen a las importaciones para consumo frente a situaciones que puedan justificar, motivos que la norma precisa en forma expresa. No pudiendo considerar atendible su imposición, si no se encuentra fundado dentro de estos postulados, agregando que siempre deben estar justificados. No correspondiendo ser meramente declarativos. 

Los motivos que determina la Ley para su aplicación son:


					La importación para consumo de la mercadería sujeta a un derecho de importación ad valorem que causare o pudiere causar un perjuicio a una actividad productiva, que se desarrollare o hubiere de desarrollarse en un futuro próximo dentro del territorio aduanero; 

					dicho perjuicio no pudiere evitarse mediante una modificación del porcentual del correspondiente derecho de importación ad valorem, ya sea directamente o bien a través de una apertura en la nomenclatura arancelaria correspondiente para establecer un derecho de importación ad valorem diferencial; y

					que, con relación a la mercadería de que se tratare, se diere alguno de las siguientes situaciones: 1) que existiere una diferencia sensible entre los valores en aduana de mercadería idéntica o similar, debida a variaciones en los costos de los factores de producción; 2) que el precio pagado o por pagar por dicha mercadería resultare admisible como base de valoración en virtud de lo dispuesto en el artículo 653, pero que el valor en aduana resultante fuere sensiblemente inferior al precio a que se cotizare mercadería idéntica o similar en los mercados internos de los principales países exportadores al territorio aduanero, en condiciones comerciales comparables; 3) que el precio pagado o por pagar por dicha mercadería fuera admisible como base de valoración, pero que el valor en aduana correspondiente fuere consecuencia de un precio de exportación calculado en tal forma que, para los importadores, el costo de la mercadería, una vez librada al consumo por la aduana, resultare igual al de mercadería idéntica o similar producida en el territorio aduanero; 4) que, por constituir un producto fin de serie, dicha mercadería fuere beneficiada con una reducción de precio que resultare admisible para la determinación de su valor en aduana; o 5) que, por ser usada, reacondicionada o no, dicha mercadería fuere beneficiada con una reducción de precio que resultare admisible para la determinación de su valor en aduana. 

			

			Como puede advertirse los justificativos para la imposición de este tipo de derecho de importación, se da frente a situaciones particulares.

			En primer orden cuando la importación de una mercadería cause o pudiere causar un perjuicio a una actividad productiva, tanto que se desarrollare o estuviere por desarrollarse en el futuro dentro del territorio aduanero y que a pesar de estar alcanzado por un derecho de importación de tipo ad valorem por el régimen aplicable, no resulte posible remediar ese daño, ni aún subiendo el porcentaje del derecho de importación ad valorem. El presupuesto está alineado a la presencia de un daño concreto o posible de causar sobre una actividad productiva que se realice dentro del territorio aduanero. Con lo cual es preciso que, para la obligatoriedad de su pago por efecto de su determinación, no tan solo debe coexistir el componente de estos recaudos que enseña la Ley, sino que debe estar justificado claramente la necesidad de su imposición.

			En segundo término, la Ley posibilita se aplique este tipo de derecho de importación, ante casos que por la especie de mercadería o condiciones de venta, su valor en aduana presente lineamientos diferenciales que lleven también a causar un daño por efecto de resultar sensiblemente inferior a precios comparativos. 

			En cualquiera de los casos, la merituación del valor de la mercadería siempre debe estar sometida a los lineamientos del Acuerdo GATT, no pudiendo generar revisiones sobre precios ficticios, ni arbitrarios por parte del servicio aduanero.

			El presente artículo es preciso y, en consecuencia, no puede disponerse este tipo de especie de tributo por una decisión sin un claro fundamento y bajo los recaudos que se establecen para tal cometido. De lo contrario, se estaría ante un impuesto que no reúne los requisitos exigidos por Ley, consecuentemente ausente de valor en su imposición. A ello debe agregarse que su aplicación resulta de carácter extraordinaria, debiendo observarse previamente otros mecanismos que puedan evitar perjuicios como los que se pretenda impedir. En orden a ello, coincidimos con el Dr. Jorge Luis Tosi (93) respecto, a que, “serán de aplicación en tanto no puedan evitarse los perjuicios por la concreción de otras medidas, como ocurre con las prohibiciones de carácter económico (art. 609), o, asimismo, con la desgravación de impuestos internos a través de la política económica nacional”.   

			ARTÍCULO 664.- 1. En las condiciones previstas en este código y en las leyes que fueren aplicables, el Poder Ejecutivo podrá: a) gravar con derecho de importación la importación para consumo de mercadería que no estuviere gravada con este tributo; b) desgravar del derecho de importación la importación para consumo de mercadería gravada con este tributo; y c) modificar el derecho de importación establecido. 

			2. Salvo lo que dispusieren leyes especiales, las facultades otorgadas en el apartado 1 únicamente podrán ejercerse con el objeto de cumplir alguna de las siguientes finalidades: a) asegurar un adecuado ingreso para el trabajo nacional o eliminar, disminuir o impedir la desocupación; b) ejecutar la política monetaria, cambiaria o de comercio exterior; c) promover, proteger o conservar las actividades nacionales productivas de bienes o servicios, así como dichos bienes y servicios, los recursos naturales o las especies animales o vegetales; d) estabilizar los precios internos a niveles convenientes o mantener un volumen de ofertas adecuado a las necesidades de abastecimiento del mercado interno; e) atender las necesidades de las finanzas públicas. 

			En cuanto a las atribuciones que recaen en el Poder Ejecutivo, no debe olvidarse la vigencia constitucional que en el campo tributario resulta el principio de legalidad como herramienta fundamental para la existencia de un tributo y su posibible imposición al sujeto pasivo. Esta garantía resguarda la propiedad privada del contribuyente y sobre esta protección descansa la seguridad jurídica que debe estar presente en todo esquema impositivo a implementar desde la órbita del Estado. Alejarse de esta premisa, llevaría a una situación de vicio propio en el gravamen, tornando improcedente a la hora de su pretendida aplicación. 

			Si bien existen posturas que admiten la delegación en el Poder Ejecutivo, mirada que resulta de pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación al considerar que la delegación en el Poder Ejecutivo de la fijación de los porcentuales de los derechos de aduanas, siempre que se fijaren pautas precisas para el ejercicio de las atribuciones de que se trata. Lo que se ha reconocido como delegación impropia (Fallo 316;264 del 2.12.1993-Cocchia Jorge D y Nación Argentina), en su caso, la posibilidad de que el Poder Legislativo pueda delegar en el Ejecutivo la aplicación de ciertos tributos, debería ser siempre por una Ley y expresamente determinando los motivos y situaciones particulares en que debe sostenerse su eventual imposición. Así, limita no tan solo las razones para su cometido, sino el parámetro de la cuantía. 

			A pesar de ello, consideramos que siendo una facultad originaria y propia del Congreso de la Nación por imperio de la Constitución Nacional, definido y sostenido en diferentes artículos de nuestra Carta Magna, no nos alineamos con esta postura imperante en los precedentes reconocidos como delegación impropia. Recordando el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Camaronera Patagónica S.A. c/ Ministerio de Economía y otros s/ Amparo”-15.4.2014-, que expresamente destacó: “La Resolución 11/02 del Ministerio de Economía e Infraestructura que fijó derechos a la exportación para consumo a determinadas mercaderías, tiene un defecto de origen y resulta irrita para el principio de reserva legal, al contradecir los artículos 4,17,52 y 75 inc.1, 2 y 99 inc. 3 de la Carta Magna, que establecen de manera reiterada que solo el Congreso impone las contribuciones referidas en el art. 4 citado”.- 

			Destacando también las opiniones de los Dres. Jorge Argentino Patricios y Luciano Lorenzetti (94), al señalar: “Nuestra Constitución Nacional adopta el modelo de la estadounidense, la cual en lo referente a esta materia se inspira en la revolución contra la corona británica, sublevación en la que era cotidiana la desobediencia civil contra los impuestos arbitrariamente dispuestos por el Parlamento británico. Una de las frases más celebres de los revolucionarios era: no taxation without representation (sin representación no hay impuestos). Estos antecedentes son relevantes a fin de ilustrar la importancia y tradición histórica que tiene la norma constitucional que otorga la facultad de crear impuestos exclusivamente a los representantes directos del pueblo de la Nación. Esta función es exclusiva del Poder Legislativo Nacional y nunca ha sido delegada en el Poder Ejecutivo, ni nunca la CSJN aceptó tal delegación precisamente por el hecho de que la facultad de legislar en materia impositiva es exclusiva y excluyente del Poder Legislativo…” 

			ARTÍCULO 665. - Las facultades otorgadas en el apartado 1 del artículo 664 deberán ejercerse respetando los convenios internacionales vigentes. 

			Las atribuciones que refiere la Ley a favor del Poder Ejecutivo para gravar o desgravar con derecho de importación las destinaciones de importación para consumo, como la de modificar este tributo, encuentran un nuevo limite, que esta relacionado con las disposiciones que en la materia establezcan los acuerdos internacionales que Argentina haya firmado y/o suscriba en el futuro y sean aprobados por Ley en virtud de los prescripto en la Constitución Nacional – artículo 75 inc. 13, inc. 24 de la C.N. – 

			El comercio internacional descansa en acciones que involucra a partes de diferentes naciones y esto lleva a que los Estados recepten la necesidad de armonizar los mecanismos operativos, tributarios, aduaneros, que posibiliten un marco previsible para facilitar una interacción comercial global segura. 

			Nos atrevemos a decir que el Comercio Internacional gira alrededor de la Organización Mundial del Comercio (OMC), siendo el núcleo del que fluyen las normas que servirán para guiar el comercio entre los países y que responden a los lineamientos y acuerdos consentidos entre sus miembros, cuyo objetivo es proteger y apoyar las actividades de los productores de bienes y servicios, exportadores e importadores.  Debe rememorarse que si bien el Poder Ejecutivo (PEN) detenta la función de representar a la nación en el exterior y en tal orden, suscribir los acuerdos -tratados y convenciones internacionales-, a propósito siempre alineado a los preceptos de la Constitución Nacional, una vez suscriptos deben ser aprobados por el Congreso de la Nación.

			El Dr. Juan Patricio Cotter (95) destaca que, “los Estados partes de un tratado en vigor, no pueden invocar normas de derecho interno, para excusar el incumplimiento de sus obligaciones. El tratado debe ser cumplido, cualquier sea el estado del derecho interno (96). Un Estado no puede invocar su propia Constitución para sustraerse de las obligaciones que le imponen el derecho internacional o los tratados en vigor. Asimismo, cuando la ejecución de un tratado hace necesaria la adopción de medidas de orden interno, como la sanción o modificación de una ley, no proveer a dichos medios necesarios para cumplir con las obligaciones contractuales, hace internacionalmente responsable al Estado”. 

			Existen diferentes acuerdos internacionales que son parte del derecho positivo de nuestra nación, no pudiendo ser omitidas las disposiciones que se establezcan, para el caso, en materia de tributos aduaneros. Esto no tan solo obedece a la necesidad de lograr una funcionalidad correcta y predecible del comercio, sino por aplicación del sistema jurídico argentino. Recordando que la pirámide jurídica que manda el sistema de prelación de las normas instituido por la Constitución Nacional en su artículo 31, y que desde la última reforma constitucional de 1994 establece que los tratados internacionales detentan jerarquía superior a las leyes. Jerarquía que supo contemplar la Corte Suprema de Justicia de la Nación (97) ya en el año 1992 al considerar el Convenio de Viena. 

			Los Acuerdos Internacionales que guardan una identidad propia y resultan ser parte del marco normativo imperante en Argentina, de gran alcance y fundamental aplicación en materia de comercio exterior, se reconocen principalmente en:

			a) Acuerdo de GATT – 1994 –  

			El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio GATT, en siglas que responden a su denominación en ingles “General Agreement on Tariffs and Trade” es aplicable al comercio internacional de mercancías. Los temas que tratan redundan en cuestiones particulares necesarias al comercio, a saber: agricultura, acceso a los mercados, subvenciones, medidas antidumping, valoración en aduana, contratación pública, licencias de importación, productos de tecnología de la información, derechos de propiedad intelectual, acuerdos comerciales regionales, normas de origen, salvaguardias, medidas sanitarias y fitosanitarias, servicios, empresas comerciales del Estado, obstáculos técnicos al comercio, textiles, comercio y desarrollo; medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio, entre otras. Durante la pandemia COVID-19 que se inicio a fines del año 2019, la OMC realizó continuos análisis en búsqueda de colaborar con el comercio en un estado de situación sensible que ha llevado a su casi total paralización, sumado a las necesidades primarias fundamentales que reconocían artículos medicinales como de urgente y primera necesidad en las naciones. Su actuación ha buscado facilitar el acceso a la información sobre posibles cuellos de botella relacionados con el comercio y medidas de facilitación en productos críticos para combatir el COVID-19, incluyendo insumos que resultaban necesarios para la fabricación de vacunas, distribución y aprobación de éstas, como de productos terapéuticos, farmacéuticos y dispositivos  médicos.  

			El funcionamiento del Acuerdo General es responsabilidad del Consejo del Comercio de Mercancías (CCM) que está integrado por representantes de todos los países miembro de la OMC. 

			Argentina ratificó este Acuerdo mediante Ley 23.311 (B.O. 15.07.1986) y luego de la Ronda de Uruguay por Ley 24.425 (B.O. 5.01.1995)

			Asimismo, es importante destacar el Acuerdo de Marrakech por el cual se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC) el 1 de enero de 1995 y que Argentina integra desde tal fecha como miembro.

			b) Acuerdo de Asunción – 1991 – 

			Por este convenio se da por constituido un Mercado Común entre la República Argentina, República Federativa del Brasil, República del Paraguay y República Oriental del Uruguay, suscripto el 26 de marzo de 1991, dando nacimiento al MECOSUR. Ratificado por el Congreso de la Nación por ley 23.981 (B.O 12.09.1991). Cabe destacar que el artículo 41 del Protocolo de Ouro Preto dispone que las fuentes jurídicas del Mercosur son: 1. El tratado de Asunción , sus protocolos y los instrumentos adicionales o complementarios; 2- Los acuerdos celebrados en el marco del Tratado de Asunción y sus protocolos: 3- Las disposiciones del Consejo del Mercado Común, las Resoluciones del Grupo Mercado Común y las Directivas de la Comisión de Comercio del Mercosur, adoptadas desde la entrada en vigor del Tratado de Asunción”. 

			c) Acuerdo ALADI – 1980 -

			Tratado de Montevideo -firmado el 12.08.1980- aprobado por Ley 22.354 (B.O. 23.12.1980). Se instituye la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), encaminando a promover el desarrollo económico-social, armónico y equilibrado de la región. Estableciendo en su artículo 2, que: Las normas y mecanismos del presente Tratado y las que dentro de su marco establezcan los países miembros, tendrán por objeto el desarrollo de las siguientes funciones básicas de la Asociación; la promoción y regulación del comercio recíproco, la complementación económica y el desarrollo de las acciones de cooperación económica que coadyuven a la ampliación de los mercados. 

			Es indudable que si las naciones tienen la potestad de unirse mediante bloques y establecer marcos globales para sí en materia aduanera tributaria, también detentan la posibilidad de acordar pautas para armonizar reglas que deberán cumplimentar, aun en un esquema de acuerdo general, por más que no regionalicen sus territorios y con el fin de velar por la fluidez, previsibilidad y el logro del libre comercio. Debiendo entonces sus normas internas adecuarse a estos acuerdos y encontrar los limites que imponen tales convenios. En autos “Ekmekdjian, Miguel Ángel c/ Sofovich, Gerardo y otros” del 7/07/92 (Fallos 315:1492), “Fibraca Constructora” del 7/07/93 (Fallos 316:1669), “Cafés La Virginia” del 13/10/94 (Fallos 317:1282) y otros, la Corte Suprema de Justicia consagró el carácter operativo de las disposiciones de los convenios de integración, habilitando así la legitimación activa de los sujetos pasivos a exigir al Estado el debido cumplimiento de estos convenios con fuerza de Ley.

			En este sentido, la Argentina, siendo miembro de la OMC, ALADI, MERCOSUR y demás acuerdos que se han firmado y pueda suscribir en el futuro, determina que siempre las eventuales decisiones de gravar o modificar una alícuota, no tan solo encontrarán un limite por las disposiciones que puedan dictarse desde el Poder Legislativo, quien detenta la potestad tributaria por Constitución Nacional, sino en los acuerdos que nuestro país se avenga a rubricar.

			ARTÍCULO 666. - El Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades conferidas en el apartado 1 del artículo 664, no podrá establecer derechos de importación que excedieren del equivalente al seiscientos por ciento del valor en aduana de la mercadería, cualquiera fuere la forma de tributación. 

			Se debe considerar que el presente artículo fija un limite al derecho de importación, destacando dos aspectos sustanciales. Uno de ellos es que tal limitación esta dirigida a cualquiera de las formas de tributación que pueda imponerse. Esto está en línea con las especies del tipo de tributo, que puede ser ad valorem o específico, y que ambos se pueden aplicar en forma conjunta. Consecuentemente, su tope no está discriminado por la especie tributaria, sino en relación al tributo en su género, es decir, el derecho de importación en su conjunto por ley tiene un coto del que no podrá exceder aún en la posibilidad de ser gravado por un derecho de importación ad valorem y específico. 

			La otra cuestión es la determinación del limite que en el caso resulta ser el equivalente al seiscientos por ciento (600%) del valor en aduana de la mercadería. Tal margen actualmente resulta encontrar un nuevo limite, dado por los acuerdos internacionales vigentes y, como se ha señalado en el artículo precedente (665 Código Aduanero) debe prevalecer el tope que pueda fijar en materia aduanera los convenios suscriptos por la Argentina. Recordando que, por los compromisos asumidos como miembro de la OMC, se consolidó un arancel máximo de treinta y cinco por ciento (35 %). 

			En relación a la imposición de fijar las pautas de todo convenio internacional, por efecto del sistema de prelación de las normas, trasladamos a los comentarios realizados en el artículo 665 del Código Aduanero.

			Exención del derecho de importación

			ARTÍCULO 667. - 1. El Poder Ejecutivo podrá otorgar exenciones totales o parciales al pago del derecho de importación, ya sean sectoriales o individuales. 2. Salvo lo que dispusieren leyes especiales, las facultades otorgadas en el apartado 1 de este artículo, únicamente podrán ejercerse con el objeto de cumplir alguna de las siguientes finalidades: a) velar por la seguridad pública o la defensa nacional; b) atender las necesidades de la salud pública, de la sanidad animal o vegetal o ejecutar la política alimentaria; c) promover la educación, la cultura, la ciencia, la técnica y las actividades deportivas; d) facilitar la acción de instituciones religiosas y demás entidades de bien público sin fines de lucro así como satisfacer exigencias de solidaridad humana; e) cortesía internacional; f) facilitar la inmigración y la colonización; g) facilitar la realización de exposiciones, ferias, congresos u otras manifestaciones similares. 

			El Poder Ejecutivo de la Nación, en relación al derecho de importación, podrá otorgar exenciones totales o parciales al pago, tanto a nivel sectorial o individual. Pero estas medidas de exención del impuesto a las importaciones para consumo, se ejercerán únicamente con el objeto de cumplir con las finalidades que expresamente fija la Ley en el artículo 667 del Código Aduanero. Con la salvedad de aquellas que las Leyes especiales pudieren disponer en forma especifica.

			En este sentido, toda exención que parta del Poder Ejecutivo, debe concebir necesariamente alguno de los objetivos precisos que reseña la norma, a saber: a) Velar por la seguridad pública o la defensa nacional; b) Atender las necesidades de la salud pública, de la sanidad animal o vegetal o ejecutar la política alimentaria; c) promover la educación, la cultura, la ciencia, la técnica y las actividades deportivas; d) facilitar la acción de instituciones religiosas y demás entidades de bien público sin fines de lucro así como satisfacer exigencias de solidaridad humana; e) cortesía internacional; f) facilitar la inmigración y la colonización; g) facilitar la realización de exposiciones, ferias, congresos u otras manifestaciones similares. 

			Pero también consideramos que la normativa posibilita su aplicación de exención tributaria para este tipo de impuesto, en aquellos casos que las leyes especiales así lo pudieran convocar. Sirva de ejemplo la Ley 25.977 (B.O. 07.01.2005), denominada Ley Nacional de Turismo, que con el propósito de fomento turístico, establece en los artículos 31 a 33 elaborar las medidas de apoyo y los regímenes de promoción de inversiones en el sector turístico destinadas a aquellas actividades que se determine a propuesta de la Secretaria de Turismo de la Presidencia de la Nación. De esta forma, nos alineamos a que es posible que se puedan aplicar exenciones al pago del derecho de importación y demás tasas aduaneras sobre mercaderías que sean destinadas en forma definitiva con el propósito de un objetivo preciso, como pueda ser la inversión turística, aun cuando no se encuentra el turismo dentro de los fines que se enumeran en el apartado segundo del artículo 667 del C.A. aquí comentado, pero sí establecido por una ley especial.

			Debe resaltarse que la exención consiste en la liberación a un sujeto de una carga impositiva que corresponde abonarse frente al hecho imponible que  origina el sujeto pasivo a partir de una acción concreta. Lo que implica que si se establece una exención tributaria, es por cuanto la contribución está presente y corresponde por imperio de una norma aplicar frente a un hecho determinado que se encuentra gravado. 

			No debe confundirse con la no aplicación de un gravamen, que en su caso, sería cuando la persona no realiza ninguna acción que dé nacimiento a la obligación de pago de un tributo. Obviamente, que si no ejecuta una conducta propia que exteriorice un hecho imponible gravado, no se le exigirá ninguna contribución. Conforme a ello, la exención resulta ser una excepción que exime en forma particular a un sujeto pasivo frente a un hecho que se encuentra gravado, de no estar presente la norma que así lo resuelva, aun cuando pueda el sujeto encontrar el presupuesto de la exención en torno a alguna de las finalidades que enseña la Ley, no existirá ningún eximente de la obligación impositiva frente al hecho imponible. 

			Los Dres. Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vidal Albarracín, Juan P. Cotter (h), Ana L. Sumcheski y Guillermo Vidal Albarracín (h) (98), señalan: “El Otorgamiento de una exención presupone la existencia de una norma que grava con derechos una importación para consumo. Es decir, no deben confundirse supuestos de exención con supuestos de no imposición o no sujeción.” Los destacados juristas agregan, “los supuestos de no imposición o no sujeción deben determinarse mediante el análisis de lo dispuesto en una misma norma. En efecto, se trata de saber si un hecho o una actividad están o no gravados por la norma tributaria en cuestión. En consecuencia, debe precisarse aquí el contorno del hecho gravado, con independencia de la existencia de otra norma.”

			En consecuencia, para estar frente a una exención del tipo que el artículo aquí comentado refiere, debe estar presente alguno de los dos presupuestos: a) la presencia de alguno de los objetivos que tiendan a cumplir con la finalidad que encomienda la Ley – art. 667 del C.A., o b) una norma que expresamente así lo disponga para el caso. La cual podrá, en términos de esta delegación, ser aplicada por el Poder Ejecutivo Nacional. Debiendo recordarse que las exenciones impositivas deben resultar de la letra de la Ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicación de las normas que las establezcan por lo que, fuera de esos casos, corresponde la interpretación estricta de las cláusulas respectivas (conforme fallos de la CSJN: 277.273; 279:226; 283:61; 284:341; 286:240; 389:508;293:129; 302:1599)  

			Esta exención puede aplicarse en forma individual o sectorial. Pero, en todos los casos, debe expresamente estar presente alguna de las finalidades que rescata la norma. No pudiendo considerarse otros que no estén enumerados por la Ley, ni realizar analogías. A pesar de que, en muchas situaciones, puedan merecer aplicarse excepciones, sea por la finalidad o necesidad, pero frente a la ausencia de su expresa determinación en los puntos eximentes que establece la Ley, no podrá ser aplicada la exención tributaria. Esto no incluye respecto de leyes especiales que refiere al inicio del apartado 2 del artículo 667 del C.A.

			Por último, no debe olvidarse que el Gobierno Federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro Nacional, el cual está formado del producto de derechos de importación, entre otros y, siendo el tributo aduanero una fuente para el Estado, previo a tomar una decisión de esta especie, se deberá contemplar las necesidades de las finalidades que permiten aplicar en forma particular la exención, conjugando con los efectos de la no percepción de este impuesto, el presupuesto y posibilidades que detente el Estado para poder avanzar en un eximente tributario de esta índole. En este sentido, es que toda decisión de aplicar una exención tributaria de esta especie, debe ser canalizada por diferentes áreas que dependen del Poder Ejecutivo, entre éstas el Ministerio de Desarrollo Productivo; Ministerio de Economía, Dirección de Importaciones, Secretaria de Política Tributaria; Secretaria de Presupuesto, Secretaría Técnica Legal, Dirección de Asuntos Contractuales Legislativos y Tributarios. Recordando que el eximente de un tributo, no tan solo corresponde ser objeto de revisión en el canal de las excepciones que establece expresamente la Ley, sino sobre la base de las necesidades del Estado y su posibilidad de eximir parcial o totalmente el ingreso de un gravamen.

			ARTÍCULO 668. - En los supuestos en que acordare exenciones, el Poder Ejecutivo podrá establecerlas bajo la condición del cumplimiento de determinadas obligaciones.

			La excepción en la aplicación de un tributo implica, sin lugar a duda, un beneficio a favor del sujeto pasivo, que aun cuando se encuentre dentro de los requisitos que establece la norma para hacerse de tal derecho, no lo aleja del estatus de ser un sujeto que obtiene un fruto jurídico. En ese sentido, resulta casi natural que el administrado deba avenirse al cumplimiento de ciertas obligaciones consecuente de tal beneficio tributario y en resguardo de las finalidades que busca la ley al eximir del pago de una carga tributaria. Así es que, el Poder Ejecutivo puede establecer condiciones que deberán ser cumplidas con antelación al beneficio y/o durante el tiempo en que deba realizar el sujeto los objetivos que han imperado para el decisorio del eximente del gravamen. Pudiendo, entre otras medidas, exigirse una garantía, conforme el artículo 453 del Código Aduanero, a fin de resguardar el fiel cumplimiento de las condiciones establecidas por la exención, o aplicar medidas prohibitivas en relación al uso o destino que se de a estos enseres que han sido librados a plaza con el eximente de pago del derecho de importación. Aspectos que serán tratados en el artículo siguiente.

			Con respecto a la fianza, es importante destacar que, el legislador concibió que tal garantía pueda realizarse conforme los tipos de avales que establece el artículo 455 del Código Aduanero. Por lo cual, consideramos que las resoluciones administrativas que delimiten el tipo de fianza dependiendo el hecho que deba garantizarse, contradice la Ley. Si bien en los últimos años estas limitaciones han sido modificadas, muchas prevalecen generando restricciones al uso de avales que habilita el artículo 455 del Código Aduanero.

			Los Dres. Pablo Gallegos Fedriani, Guillermo F. Treacy y Jorge F. Alemany (99) en relación a esta cuestión han señalado diferentes cuestiones que resaltamos a continuación: “La previsión a la que se refiere estaría dada -prima facie- por el régimen de garantías establecido en el Código Aduanero, más precisamente en la Sección V - Disposiciones comunes a la importación y a la exportación, Titulo III, que es donde se estipula el régimen de garantías aplicable a dichas importaciones (artículos 453 a 465). Específicamente, en el artículo 455 de dicha norma se prevé que siempre que el importe y la solvencia de la garantía fueren considerados satisfactorios por el servicio aduanero, los interesados podrán optar por alguna de las formas siguientes: a) depósito de dinero en efectivo; b) depósito de títulos de la deuda pública, computados sus valores del modo que determinare la reglamentación; c) garantía bancaria; d) seguro de garantía e) garantía real, en primer grado de privilegio, únicamente para asegurar el pago de los importes comprendido en una espera o facilidad de pago de las autorizadas en este código, en cuyo caso el valor de los inmuebles o muebles de que se tratare se establecerá del modo que determinare la reglamentación; f) afectación expresa de la coparticipación federal en el producido de impuestos nacionales, cuando se tratare de operaciones efectuadas o a efectuarse por entes o dependencias centralizadas o descentralizadas de las provincias o municipalidades que tuvieren tal derecho; g) aval del Tesoro nacional, cuando se tratare de operaciones efectuadas o a efectuarse por entes o dependencias centralizadas o descentralizadas de la Nación, en cuyo caso las afectaciones correspondientes se efectuarán del modo que determinare la reglamentación; h) las demás que autorizare la reglamentación para los supuestos y en las condiciones que allí se estableciere”. 

			“Con el dictado de la Resolución General N° 2461, la Administración Federal de Ingresos Públicos dispuso la sustitución del Artículos 1° de la Resolución General N° 1908 y sus modificatorias, y del Artículo 2° de la Resolución General N° 2133, en la siguiente forma: ARTÍCULO 1°.- Las destinaciones definitivas de importación para consumo cuyos valores FOB unitarios declarados sean inferiores al NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (95%) de los valores criterio establecidos por la Dirección General de Aduanas, para las mercaderías comprendidas en la Nomenclatura Común del MERCOSUR, quedan sujetas a las normas que se establecen para cada situación por la presente resolución general.”; ARTICULO 2°.- Las formas en que se podrá constituir la garantía a que se refiriere el artículo precedente serán las siguientes: a) Sólo se consideran satisfactorias por el servicio aduanero las garantías constituidas mediante depósito de dinero en efectivo, aval bancario o caución de títulos de la deuda pública, cuando se trate de: 1) Destinaciones definitivas de importación para consumos cuyos valores FOB unitarios declarados sean inferiores al NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (95%) de los valores criterio establecidos por la Dirección General de Aduanas, o 2) Importadores que tengan menos de SEIS (6) meses de inscriptos en dicha condición, o posean incumplimientos de sus obligaciones aduaneras, impositivas y/o de la seguridad social. b) Para las situaciones no contempladas en el inciso a) precedente se podrán utilizar las formas previstas en el Artículo 455 del Código Aduanero. Parecería entonces que el Fisco Nacional, a través del dictado de la Resolución General N° 2461 habría introducido una modificación al sistema previsto en la ley sustantiva”. 

			“Y aquí lo que no puede olvidarse es que si alguna modificación hubiera querido hacerse al régimen de garantías establecido en el Código Aduanero, ello debía realizarse en el ámbito legislativo, pues de admitirse que una Resolución General de la AFIP cambie lo dispuesto en el Código Aduanero, importaría, sin lugar a dudas un menoscabo al principio según el cual las leyes no pueden ser derogadas en todo o en parte sino por otras leyes” (cfr. Esta Sala, in re: Incidente N° 2 - Actor: Bolufer SA Demandado: EN-DGA s/Inc. de Medida Cautelar” del 09/06/2015).”

			 “Por otra parte, tampoco se advierte cuál sería el perjuicio que le ocasionaría a la parte demandada que la parte actora constituya la garantía mediante la presentación de un seguro de caución, sobre todo teniendo en cuenta que el servicio aduanero puede evaluar la solvencia de la compañía de aseguradora con al que se contrate dicho seguro (conf. Art. 455, primer párrafo del Código Aduanero).” 

			“Por las razones expuestas corresponde hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fojas 103 y en consecuencia, conceder la medida cautelar solicitada ordenando a la Dirección General de Aduanas aceptar la constitución de un seguro de caución de conformidad con lo previsto en los artículos 453 y 455 del Código Aduanero, para permitir el libramiento a plaza de la mercadería que importe la parte actora bajo las PA Nros. 8471.60.52.000 H, 8471.60.53.000 Q, 8523.51.90.100 A, 8523.41.10.100 H y 8523.41.10.990 F, hasta tanto la demandada se expida en forma definitiva en el reclamo efectuado por VERBATIM ARGENTINA SA mediante  SIGEA Nro. 13289-17077-2016. Sin costas atento a la inactividad procesal de su contraria”. 

			A esta conclusión llegaron los Camaristas Dr. Pablo Gallegos Fedriani, Dr. Guillermo F. Treacy y Dr. Jorge F. Alemany (100), confiando se profundice esta situación, desde la administración aduanera, a fin de canalizar las resoluciones hacia lo que determina el artículo 455 del Código Aduanero, único condicionamiento que corresponde aplicar para todos los casos posibles de ser garantizados en materia aduanera. Por lo demás, en cuanto a las garantías, ha sido tratado en el Tomo II.

			ARTÍCULO 669. - Salvo disposición especial en contrario, la propiedad, posesión, tenencia o uso de la mercadería beneficiada con una exención de tributos que gravaren la importación para consumo no puede ser objeto de transferencia cuando ésta implicare una violación a la condición establecida o a los motivos que fundamentaron el beneficio. 

			La Ley es precisa al limitar al Poder Ejecutivo para otorgar exenciones respecto del pago del derecho de importación, fijando expresos motivos y finalidades en que puede disponerse de tal medida extraordinaria. Puntos que fueron objeto de comentario al tratar el artículo 667 del Código Aduanero. Estas finalidades exteriorizan situaciones particulares que la norma concibió como de importancia para la sociedad, a fin de abastecer la facilidad de ingresos de mercaderías con el propósito de cumplirse. En consecuencia, habrá posibilidad de una exención tributaria, en la medida en que el uso de estas mercancías estén dirigidas al cumplimiento de tales objetivos y no otros. Determinando un grado de resguardo limitando la utilización de estos enseres al ámbito de su finalidad que origina la exención tributaria. Medida que resulta razonable y fundada en la protección de la veracidad del propósito buscado por la ley. En concordancia con ello, es la propia ley quien determina la prohibición de transferir estos bienes a terceros, si tal acción se aleja de las condiciones que motivaron otorgar el beneficio tributario. 

			Rememórese que dentro de los motivos que posibilita la Ley de otorgar estas exenciones, están la de promover la educación, la cultura, la ciencia, la técnica, las actividades deportivas, facilitar la acción de instituciones religiosas y demás entidades de bien público sin fines de lucro así como satisfacer exigencias de solidaridad humana, siendo evidente que el fin de uso de estos enseres deben estar volcados a tales objetivos y no ser transferidos. Salvo que tal transferencia resulte condición para cumplir con el motivo que convocó la exención del gravamen. En tales casos, se deberá ser cauto en la forma en que se produzca tal acción de uso y/o transferencia de tales bienes. Por lo demás, es evidente que en la mayoría de estos propósitos, lo que la ley busca proteger es que una mercadería con un beneficio de esta especie, no violente los motivos que impuso la propia ley, llevando a generar finalidades comerciales no amparadas o ser utilizadas en lugares no autorizados.

			ARTÍCULO 670. - No obstante lo dispuesto en el artículo 669, cuando existieren motivos fundados, el interesado podrá solicitar autorización para efectuar dicha transferencia y la Administración Nacional de Aduanas podrá concederla, previa consulta, si correspondiere, a los organismos que debieren intervenir por la índole de la operación o la especie de la mercadería. En tal caso, el nuevo responsable será considerado, a todos los efectos, como si se tratare del originario. 

			El presente artículo precisa una excepción a lo indicado en su antecesor. Al comentar el artículo 669 del Código Aduanero señalamos que los motivos que genera atender una exención del pago del derecho de importación se encuentran expresamente precisados por esta ley en su artículo 667 y, en concordancia con tales objetivos, guarda razonabilidad la prohibición de transferencia de estos bienes que ingresan a plaza. A pesar de ello, la propia norma encuentra posible que existan situaciones especiales para transferir estas mercaderías. Pero, en estos casos, deben darse presupuestos precisos, no tan solo que exista fundamento que imponga actuar en tal sentido, sino que tal transferencia posibilite mantener el cumplimiento del objetivo pretendido en su instancia de origen y que motivó el otorgamiento de tal exención tributaria.

			Es por ello que la Ley rescata que el nuevo sujeto receptor de tal transferencia será el responsable en todos los efectos, como si fuere el sujeto originario. Evidenciando que toda transferencia deberá siempre satisfacer el cumplimiento del motivo que ha convocado a la decisión de otorgar el eximente del pago del tributo y que la ley consideró hábil como de interés de la sociedad para dispensar de un impuesto. De esta forma, se mantendrá exigible el cumplimiento de las obligaciones que deben llevarse adelante, con la sola modificación de quien detentará la responsabilidad de ello, siendo el nuevo sujeto, a partir de tal transferencia y quedando librado el anterior de toda carga obligacional. 

			A los fines de esta posibilidad será la Aduana quien realizará la evaluación de los recaudos que dispone la ley para autorizar el acto de transferencia. Haciendo expresa mención que, en aquellos casos en que dependa, también, intervenir otro organismo por efecto del tipo de mercadería o finalidad perseguida deberá hacerlo. 

			ARTÍCULO 671. - El incumplimiento de las obligaciones impuestas como condición dará lugar a: a) la aplicación de las sanciones previstas en la norma que hubiere establecido la exención, en este código y en la reglamentación; 

			b) el cobro de los tributos que hubieren sido dispensados, salvo si se tratare del incumplimiento de una obligación meramente formal. 

			El importe de tales tributos será actualizado de conformidad con la variación que hubiere experimentado el índice de precios al por mayor, nivel general, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos o por el organismo oficial que cumpliere sus funciones desde el mes en que se hubiere librado la mercadería hasta el penúltimo mes anterior a aquél en que se dictare la resolución que dispusiere su cobro, sin perjuicio de que tal importe continúe actualizándose hasta el penúltimo mes anterior al de la fecha en que se efectuare el pago; c) las demás consecuencias contempladas en la norma que hubiere establecido la exención, en este código y en la reglamentación. 

			Las obligaciones que se impongan para el otorgamiento de un beneficio tributario como el que posibilita el artículo 667 de la norma aquí comentada, sean aquellas que emergen de su condición motivadora o las que resuelva la autoridad otorgante al momento de resolver la exención tributaria, deben asumirse por parte del sujeto originario o aquél que receptó la mercadería producto de una transferencia autorizada en los términos del artículo 670 del Código Aduanero.

			En cualquier caso, el incumplimiento producirá una falta y, en consecuencia, se impondrán dos medidas concretas. Por un lado, la aplicación de una pena sobre la base de las sanciones que se encuentran previstas en la norma y por otro, la exigencia del pago de los tributos que han sido eximidos.

			El artículo 965 del Código Aduanero, que es objeto de comentario en el Tomo V al tratar las infracciones aduaneras, en su inciso b) precisa que, el que no cumpliere con la obligación que hubiera condicionado el otorgamiento de una exención total o parcial de tributos que gravaren la importación para consumo, será sancionado con una multa de uno (1) a cinco (5) veces el importe actualizado de los tributos dispensados. De esta forma, el presente artículo aquí comentado, al referir a las sanciones previstas por la norma, traslada a la figura penal infraccional referida, siendo el bien jurídico tutelado en tal infracción, justamente la obligación impuesta como condición de un beneficio, en este caso, la exención tributaria, sea parcial o total.

			Puede existir que haya un incumplimiento pero éste no afecte la finalidad que ha sido motivadora de la dispensa tributaria. Frente a esta situación, se considerará una falta de cumplimiento formal y la sanción será de escala menor en los términos que prevé el artículo 968 del Código Aduanero, fijando una multa de uno por ciento (1 %) a diez por ciento (10 %) del valor en aduana de la mercadería. En este último caso, la ley adopta el criterio de no exigir la devolución del tributo eximido. Encontrando su razón en el devenir cuando la finalidad buscada con la eximente impositiva ha sido cumplida, o no se encuentra violentado su objetivo. Es importante señalar que toda sanción que se procure aplicar, aun frente a los casos de incumplimientos como el de especie, deben disponerse previa resolución de condena y respetando el derecho de defensa, a partir del procedimiento que la propia ley regula para las infracciones. De esta forma se deberá, previo a toda sanción, instruir el sumario pertinente conforme manda el artículo 1080 y concordantes del Código Aduanero, analizados en el Tomo VI.  

			Actualización

			Con respecto a la actualización que indica la norma respecto de los tributos dispensados, advertimos que no se encontraría posible su aplicación por efecto de las normas que prohíben toda actualización -Ley 23.928 (B.O.28.03.1991) y Ley 25.561 (B.O.07.01.2002)-. 

			Sin perjuicio de ello, es evidente que a partir de la Resolución General AFIP 3271/2012, por la cual se dispone que el pago de los tributos aduaneros se fijan en moneda dólares estadounidenses y se convierten en pesos (moneda nacional) al tipo de cambio fijado por el Banco Nación de la República Argentina del día anterior a su efectivo pago, mantiene vivo un método de indexación. Aspecto que ha sido tratado al comentar el artículo 639 del Código Aduanero.

			En el año 2019 el Instituto Argentino de Estudios Aduaneros (101) presentó ante la Administración Federal de Ingresos Públicos y la Dirección General de Aduanas un proyecto de reforma del Código Aduanero sustentado en un trabajo armonizado y sistemático por destacados profesionales especialistas en derecho aduanero y comercio internacional. Mediante tal labor, en cuanto a la actualización, sostuvieron que, la convertibilidad cayó en el 2002 y los gobiernos siguientes continuaron repotenciando sus créditos tributarios aduaneros a través de la cláusula dólar, asimismo que, los redactores del Código Aduanero -conocedores de la cíclica inestabilidad de la moneda argentina- previeron la actualización de los mismos para evitar que se vieran depreciados por efectos de la inflación. En este sentido, los redactores del proyecto aquí referido, propusieron volver al sistema de actualización, partiendo de un importe fijo -en cada caso- que hace referencia el Código Aduanero, para luego y con posterioridad reajustar de acuerdo al índice que se indicará. De esta forma, se propuso restablecer y adecuar los arts. 456; 457; 671, inc. b); 788; 794; 799; 813; 814; 839; 849; 868; 869; 870; 880; 884; 920; 926; 947; 949; 953; 955, ap2; 959, inc. b); 965, inc. b); 967, segunda parte; 992; 993; 994; 995; 996; 1024, ap. 2; 1025; 1028; 1113 (que remite al art. 926); 1114; 1115; 1116; 1144 y 1172, dictándose una norma transitoria para el inicio de la primera de las actualizaciones de montos fijos.

			Así entonces, en cuanto al artículo 671 del C.A., se sugiere reestablecer con el siguiente texto: “El incumplimiento de las obligaciones impuestas como condición dará lugar a: a) la aplicación de las sanciones previstas en la norma que hubiere establecido la exención, en este Código y en la reglamentación; b) el cobro de los tributos que hubieren sido dispensados, salvo si se tratare de incumplimiento de una obligación meramente formal. El importe de tales tributos será actualizado de conformidad con la variación que hubiere experimentado el índice de precios al por mayor, nivel general, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, o por el organismo oficial que cumpliere sus funciones, desde el mes en que se hubiere librado la mercadería hasta el penúltimo mes anterior a aquel en que se dictare la resolución que dispusiere su cobro, sin perjuicio de que tal importe continúe actualizándose hasta el penúltimo mes anterior al de la fecha en que se efectuare el pago; c) las demás consecuencias contempladas en la norma que hubiere establecido la exención, en este Código y en la reglamentación.”

			Respecto al art. 788 del C.A., la propuesta es sustituir por el siguiente texto: “El pago de la obligación tributaria aduanera se efectuará de los modos y en los lugares que determinare el servicio aduanero. La determinación de los derechos de importación, los derechos de exportación y demás tributos que gravaren la importación para consumo y la exportación para consumo se realizará en moneda nacional en los momentos indicados en los artículos 639 o 728, según el caso.” Aquí se debe rememorar, que el proyecto reformula el art. 639 y 728 haciendo referencia al tipo de cambio que se toma el del día anterior a su efectivo pago, comentarios que trasladamos al art. 639 del Código Aduanero.

			En cuanto al art. 794 del C.A., se propone sustituir por: “Vencido el plazo de diez (10) días, contado desde la notificación del acto por el cual se hubieren liquidado los tributos, o vencido el plazo cierto de espera que se hubiere concedido para su pago, el deudor o responsable debe pagar juntamente con los mismos un interés sobre el importe no ingresado en dicho plazo, incluida en su caso la actualización respectiva. La tasa de interés será fijada con carácter general por el Ministerio de Hacienda y no podrá exceder, en el momento de su fijación, del doble de la que percibiere el Banco de la Nación Argentina para el descuento de documentos comerciales”. 

			Para lo cual se propone reestablecer el art. 799 del C.A. por el siguiente: “Vencido el plazo de diez (10) días, contado desde la notificación del acto por el cual se hubieren liquidado los tributos, o vencido el plazo cierto de espera que se hubiere concedido para su pago, el importe correspondiente será actualizado de acuerdo con la variación del índice de precios al por mayor, nivel general, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, o por el organismos oficial que cumpliere sus funciones, desde el mes en que se produjere dicho vencimiento hasta el penúltimo mes anterior al de la fecha del pago o al de aquella en que se garantizare el importe controvertido con dinero en efectivo, entregado en calidad de depósito en sede aduanera”.

			El proyecto también contempla la actualización para los importes que correspondan ser objeto de devolución, sea por efecto del procedimiento de repetición, por estímulos de exportación a favor del administrado o, por la restitución exigida por el servicio aduanero sobre importes percibidos indebidamente en virtud de los regímenes de estímulos a la exportación regidos por la legislación aduanera.  En orden a ello, propone reestablecer los artículos 813, 814, 839 y 849 del Código Aduanero.

			Como bien han sido expuestas las razones destacadas por la Comisión redactora de este proyecto de reforma del Código Aduanero, es preciso volver a la actualización que fuera tenida en cuenta en el proyecto original, y que ha quedado en desuso por efecto de la Ley 23.928 (B.O.28.03.1991) y Ley 25.561 (B.O.07.01.2002)-. Máxime, cuando se denota una disparidad entre la forma en que se liquidan los tributos aduaneros (en dólares), exigiendo su pago, al sujeto pasivo, en pesos al tipo de cambio del día anterior a su efectivo pago, aplicando en definitiva una indexación, mientras que para aquellas liquidaciones de tributos aduaneros que corresponde su devolución a favor del administrado, su importe no es liquidado en dólares, sino en pesos –moneda oficial- sin ninguna actualización. Encontrando en tal diferenciación, a nuestra entender, una violación a la garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional, que en su última parte nos recuerda que, “la igualdad es la base del impuesto y de las cargas publicas”. 

			La constante inestabilidad de la moneda argentina impone rápidamente aplicar esta propuesta, es decir, el Código Aduanero necesariamente debe retornar al mecanismo de actualización para el global de los casos, no tan sólo respecto a los tributos aduaneros exigibles, sino sobre aquellos que deben devolverse, como así, en cuanto a las multas que se fijan en pesos. En este rumbo, consideramos que, de reformularse el Código sobre esta particular situación, debería propiciarse mantener el tipo de cambio en los términos que disponen los artículos 639 y 728 del Código Aduanero, dejando sin efecto el mecanismo de repotenciación que se utiliza mediante la Resolución General 3271/2012, y aplicar un sistema uniforme de actualización, sin llevar a la variación del peso sobre el dólar como procedimiento para indexar. Actualmente utilizado sólo para la liquidación de los tributos aduaneros demandados a los administrados.     

			ARTÍCULO 672. - Cuando no se hubiere establecido plazo de extinción, la obligación impuesta como condición se extingue a los TRES (3) años, a contar del primero de enero del año siguiente a aquél en que hubiera tenido lugar el libramiento. 

			Toda obligación impuesta como efecto de una condición debe estar sometida a un plazo expreso. La norma que otorgue ciertos beneficios y, con ello, la imposición de obligaciones de hacer o no realizar, no pueden ser sujetas a un tiempo indeterminado. En definitiva, siempre debe existir un fin a las condiciones que obliguen a un sujeto frente a un beneficio determinado y en tal sentido, la norma debe guardar el cumplimiento de tal expreso requisito. Frente a la ausencia de este presupuesto, la ley pone un limite fijando en un máximo de tres años a todas aquellas obligaciones que se pudieran haber impuesto. Plazo que se contará a partir del 1 de enero del año siguiente al que tuvo lugar el libramiento, entendiendo por tal en materia de importación, al acto por el cual el servicio aduanero autoriza el retiro de la mercadería objeto de despacho (conforme artículo 231 del Código Aduanero). 

			Así entonces, el plazo limite para todas las obligaciones donde no se determina previamente el tiempo de vigencia será de tres (3) años. Consecuentemente, concluido el espacio temporal que la norma establece, no se mantendrán las obligaciones, desvaneciéndose las mismas y por consiguiente, la Aduana deberá, en el caso de haberse exigido garantías, tener que desafectar todas aquellas que fueron impuestas al momento previo del libramiento o con posterioridad a éste, si así hubiera ocurrido. 

			
			
				
					2. Artículo 4º.- El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro nacional formado del producto de derechos de importación y exportación, del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso General, y de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete el mismo Congreso para urgencias de la Nación, o para empresas de utilidad nacional. (Constitución Nacional de la República Argentina – última reforma 1994).

				

				
					3. Artículo 75.- Corresponde al Congreso: inciso 1) Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las que recaigan, serán uniformes en toda la Nación.

				

				
					4. Juan Blacker Ayala - “Los derechos aduaneros, de importación y de exportación, son casi tan viejos como el comercio mismo” – Blacker Ayala, Juan Historia universal de las aduanas, T.1. Editorial Contable Chilena, Santiago de Chile, 1974, pág. 2) – Código Aduanero Comentado – Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vidal Albarracín, Juan P. Cotter (h),Guillermo Vidal Albarracín (h), Dra. Ana L. Sumcheski,  - Tomo II, pág. 313 – Editorial Abaledo Perrot – Edic. 2011 -   

				

				
					5. Juan Bautista Alberdi, Sistema Económico y Rentístico de la Confederación Argentina. “Sin rentas no hay gobierno, sin gobierno, sin población, sin capitales, no hay Estado”.

				

				
					6. AAEF, Historia de la Tributación Argentina (1810 – 2010), Ed. Errepar, Pág. 188.

				

				
					7. Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vial Albarracín, Juan P. Cotter (h), Ana L. Sumcheski, Guillermo Vidal Albarracín (h) - Código Aduanero Comentado – Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vial Albarracín, Juan P. Cotter (h), Guillermo Vidal Albarracín (h), Dra. Ana L. Sumcheski - Tomo II, pág. 316 – Editorial Abaledo Perrot – Edic. 2011 -   

				

				
					8. El limite esta dado por tope que pueda fijarse en materia aduanera por los convenios suscriptos por la Argentina (ALADI, MERCOSUR, etc.) - Recordando, también, el compromiso asumido como miembro de la OMC, por el cual se consolidó un arancel máximo de treinta y cinco (35%) por ciento.

				

				
					9. Dres. Mario Á. Alsina, Enrique C. Barreira, Ricardo Xavier Basaldúa, Juan P. Cotter Moine, Héctor G. Vial Albarracín, Juan P. Cotter (h), Ana L. Sumcheski, Guillermo Vidal Albarracín (h) –  Código Aduanero Comentado - Tomo II, pág. 313 – Editorial Abaledo Perrot - Edic. 2011.  

				

				
					10. Dr. Jorge Luis Tosi - Código Aduanero Comentado y Anotado – Editorial Universidad – Edición 1997 – pág. 758.

				

				
					11. La CSJN repasa las implicancias del principio de legalidad en materia tributaria – Legal Tax Argentina – Boletín nro. 47 – jurisprudencia@csjn.gov.ar .

				

				
					12. Fallo CSJN: Telefónica de Argentina SA y otro c/ EN – AFIP – DGI s/ Dirección General Impositiva - CAF 49252/2011/1/RH1 - 25.10.2022.

				

				
					13. Dra. Catalina García Vizcaíno – Manual de Derecho Tributario – Sexta Edición – Abeledo Perrot - pág. 257.

				

				
					14. Dr. Miguel Nathan Licht –voto- en fallo del 16.02.2023- Tribunal Fiscal de la Nación -“BASF ARGENTINA S.A. s/ recurso de apelación”, expediente n° 39.933-A-.

				

				
					15. Dr. Miguel Nathan Licht –voto- en fallo del 16.02.2023- Tribunal Fiscal de la Nación -“BASF ARGENTINA S.A. s/ recurso de apelación”, expediente n° 39.933-A-.

				

				
					16. Villegas, Héctor B.: Curso de finanzas, derecho financiero y tributario – Ed. Depalma – Bs. As. – 1994 – 5ta ed. – pág. 193.

				

				
					17. Jarach, Dino, Curso Superior de Derecho Tributario – Bs. As. – ed. 1980 – T. 1 – pág. 80.  Jarach, Dino, Tremas de Derecho Tributario – Comisión Viaje de Estudios de la Facultad de Ciencias Económicas – Bs As. 1967 – pág. 11.

				

				
					18. Dr. Miguel Nathan Licht –voto- en fallo del 16.02.2023- Tribunal Fiscal de la Nación -“BASF ARGENTINA S.A. s/ recurso de apelación”, expediente n° 39.933-A-.

				

				
					19. Dra. Catalina García Vizcaíno – Manual de Derecho Tributario – Sexta Edición – Abeledo Perrot - pág. 1038/1039.

				

				
					20. Dr. Miguel Nathan Licht –voto- en fallo del 16.02.2023- Tribunal Fiscal de la Nación -“BASF ARGENTINA S.A. s/ recurso de apelación”, expediente n° 39.933-A-.

				

				
					21. Dra. Catalina García Vizcaíno, - Tratado de Derecho Tributario – I Parte General, AbeledoPerrot, 6ta edic, Buenos Aires, 2014, p.557). Referido por el Dr. Miguel Nathan Licht –voto- en fallo del 16.02.2023- Tribunal Fiscal de la Nación -“BASF ARGENTINA S.A. s/ recurso de apelación”, expediente n° 39.933-A-.

				

				
					22. Dr. Marcelo Antonio Gottifredi – Código Aduanero Comentado – Ediciones Macchi – Edición 2000 – pág 425 -  

				

				
					23. La falta de mercadería sujeta al régimen de permanencia a bordo del medio transportador; la falta de mercadería al concluir la descarga del medio transportador; la falta de mercadería sujeta al régimen de depósito provisorio de importación o a una destinación suspensiva de importación; la transferencia de mercadería sin autorización; el vencimiento del plazo para reexportar o cualquier otra violación de una obligación que se hubiere impuesto como condición esencial para el otorgamiento del régimen de importación temporaria; el vencimiento del plazo de UN (1) mes, contado a partir de la finalización del que se hubiera acordado para el cumplimiento del tránsito de importación  -hechos imponibles descriptos en artículo 638 del Código Aduanero-

				

				
					24. Decreto 1001/82 (B.O.27.05.1982) -Artículo 91 bis.- A los fines de lo previsto en el artículo 789 del Código Aduanero, en las operaciones de importación el pago de la obligación tributaria aduanera deberá efectuarse con carácter previo al registro de la correspondiente solicitud de destinación aduanera, conforme al importe que surgiere de la declaración comprometida por el interesado, sin perjuicio del posterior reajuste que pudiere exigir el servicio aduanero como consecuencia del examen de la documentación o de la verificación de la mercadería.(Artículo incorporado por Decreto N° 249/91 B.O. 8/2/1991).

				

				
					25. Artículo 231 Código Aduanero - Libramiento, a los efectos de la importación, es el acto por el cual el servicio aduanero autoriza el retiro de la mercadería objeto de despacho.

				

				
					26. Dr. Juan Patricio Cotter - Derecho Aduanero - Tomo I – Editorial Abeledo Perrot - Edición 2014 – pág. 589

				

				
					27. Ley 22415 (B.O.23.03.1981) - Artículo 278: Despacho directo es el procedimiento en virtud del cual la mercadería puede ser despachada directamente a plaza sin previo sometimiento de la misma al régimen de depósito provisorio de importación. Artículo 279: La solicitud de destinación de importación de la mercadería sujeta al procedimiento del despacho directo puede ser presentada por el importador dentro de los (5) días anteriores al arribo del medio de transporte.

				

				
					28. Resolución General AFIP 4150/17 (B.O.27.10.2017) – Artículo 1: Denomínese “Operador Económico Autorizado” (OEA) al programa implementado por la presente, conforme los lineamientos emanados de las directrices de la Organización Mundial de Aduanas (OMA), mediante el Marco Normativo para Asegurar y Facilitar el Comercio Global (SAFE), en su Anexo IV.

				





OEBPS/image/Servicop.png





OEBPS/image/TapaCodigoIV.jpg
GUILLERMO FELIPE CORONEL ~ GUILLERMO J. SUELDO

CODIGO ADUANERO

COMENTADO

TOMO IV

TRIBUTOS Y ESTIMULOS
(Art. 635 a 859)

JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA

Colaboradores
Felipe Coronel de la Torre y Agustin Coronel de la Torre





OEBPS/image/p88.jpg
Finalidad del
Acuerdo:

legar al
valor de aduana
mediante un
sistema uniforme,
neutro en base a
criterios sencillos y
equitativos

ARTICULO 2 - VALOR DE TRANSACCION - primera
base para determinar el valor en aduana

~

GATT

ARTICULO VII del ACUERDO GRAL. Sobre
ARANCELES ADUANEROS y de COMERCIO

ARTICULO 8 - El Articulo 1 debe
considerarse en observancia
conjuntamente con el Art. 8, que
dispone, entre otras cosas, el ajuste
del precio realmente pagado o por
pagar en los casos en que
determinados elementos, que se
consideran forman parte del valor en
aduana, corran a cargo del comprador
y no estén incluidos en el precio
realmente pagado o por pagar por las
mercaderias

|

ARTICULO 2 - el valor en aduana serd el valor de
transaccién de mercancias idénticas vendidas
para la exportacién al mismo pais de importacién
y exportadas en el mismo momento que las
mercancias objeto de valoracién, o en un
momento aproximado.

Art. 15:

ARTICULO 3 - el valor en aduana serd el valor de
transaccion de mercancias similares vendidas
para la exportacién al mismo pais de importacién
y exportadas en el mismo momento que las
mercancias objeto de valoracién, o en un
momento aproximado.

REGLAS

) Art.17:

ARTICULO 4 - se determinard segin el articulo 5, y
cuando no pueda ser con arreglo a éste, serd
segin el articulo 6. A peticién del importador
podré invertirse el orden de aplicacién de los
articulos 5y 6.

FACULTADES DE
ADUANA

ARTICULO 5 - Sistema por DEDUCCIONES -

ARTICULO 6 - Sistema por RECONSTRUCCION

ARTICULO 7 - criterio RAZONABLE






